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Hace ya algún tiempo, y por uno de esos accidentes inexplicables, pero 
provechosos, cayeron en mis manos casi simultáneamente dos libros 
espléndidos. En el primero, Avishai Margalit caracteriza a una “socie­
dad decente” como aquella cuyas instituciones no humillan a las per­
sonas. En el otro (Cuba and the Politics of Passion) Damián Fernández 
afirma que la política cubana se ha debatido siempre entre la pasión 
(la cruzada por fines morales absolutos para toda la comunidad) y el 
afecto (una lógica instrumental y afectiva que justifica la ruptura de 
las normas para satisfacer necesidades personales). Mientras avanzaba 
en la lectura de estos dos trabajos se me aparecía persistentemente la 
pregunta: ¿cómo construir una sociedad “decente” en un país donde 
la política ha estado siempre atada a la emoción y a la vehemencia? La 
búsqueda de respuesta a ese dilema me llevó a esta exploración en torno 
a la ciudadanía, la identidad nacional y las sucesivas reconstituciones de 
la nación cubana a lo largo de su historia.

Así, este libro trata de dos temas aparentemente desconectados: la 
política y la imaginación. Intenta explicar cómo se construye la po­
lítica desde la sociedad y la cultura, desde la emoción y la pasión. Es 
por eso que su hilo conductor es la ciudadanía y, aunque de momento 
pueda parecer extraño, a través del relato de sus derroteros intentará 
descubrir claves explicativas para interpretar procesos más actuales.

La noción de ciudadanía no aparece con frecuencia en los estudios 
sobre Cuba, más bien el enorme interés que suscitó el fenómeno revo­

Introducción
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12 ◆  La nación inconclusa

lucionario inclinó la reflexión hacia temas y problemas menos apegados 
a los marcos normativos de la institucionalidad política. Si bien existen 
numerosos análisis de la ideología de la Revolución, de las clases que la 
llevaron adelante, del carisma de su liderazgo, o de sus prácticas de redis­
tribución y justicia social, muy pocos son los que se han dedicado a des­
entrañar cómo se ha producido la relación de sus sujetos con el poder.

Sin embargo, en las condiciones actuales cuando la interrogante 
principal refiere a las posibilidades de permanencia o cambio del statu 
quo y, más aún, cuando la mayor incertidumbre apunta hacia las con­
diciones y los modos en que una eventual transformación se produ­
ciría, pienso que el eje analítico de la ciudadanía constituye un lugar 
privilegiado para mirar las potencialidades de la sociedad cubana. La 
reciente convalecencia de Fidel Castro y el traspaso temporal del poder 
a su hermano, aunque despertó enormes expectativas, parece confirmar 
la rutinización del carisma y obliga a prestar atención a lo que ocurre 
fuera de los cenáculos del poder.

Desde esta perspectiva, y ya que el escenario actual apunta a que 
cualquier cambio que se produzca en el sistema probablemente será 
pacífico, interesa analizar el conjunto de prácticas políticas, económi­
cas y culturales que definen hoy a los cubanos como miembros de una 
comunidad política para, desde ese entramado procedimental y sim­
bólico, descubrir sus posibilidades y limitaciones para intervenir en los 
procesos políticos actuales y futuros.

Elegir la ciudadanía como eje articulador de estas reflexiones tiene 
varias ventajas. Por una parte, dado que la ciudadanía implica un tipo 
de relación entre el individuo y el Estado,1 el análisis de esta categoría 
permite ingresar a lo político desde una perspectiva sociológica que 

1	 Relación que supone, de un lado, a un individuo moral y racional, capaz de conocer sus derechos y 

actuar en consecuencia, y, de otro, a un Estado que no sólo reconoce —y en cierto sentido otorga— 

esos derechos, sino que además tiene la capacidad de adecuar las actuaciones de los sujetos y some-

terlos a sus deberes y obligaciones (Roche, 1994: 86).
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13  Velia Cecilia Bobes  ◆

vincula lo individual con lo sistémico. Se resalta así su contingencia res­
pecto a un sistema de relaciones y competencias que define la calidad de 
la membresía a la comunidad. De modo que el proceso de constitución 
de la ciudadanía en Cuba y las sucesivas ampliaciones que experimen­
ta en su desarrollo histórico pueden servir para entender el estable­
cimiento de sus instituciones políticas y su peculiar funcionamiento 
democrático. Por otra parte, comprender cabalmente cómo se ejerce la 
condición de ciudadano, obliga a retomar el análisis de su construcción 
simbólica, esto es, su referencia a una nación (que el Estado representa) 
y su compromiso con una identidad nacional. Dicha identidad exis­
te como proyecto público encarnado en sistemas discursivos de repre­
sentación, legitimados tanto por los proyectos políticos como por las 
producciones del espacio público (periodismo, literatura, historia) que 
crean campos unificados de comunicación e instituyen la comunidad. 

En este sentido lo que me propongo es encarar el análisis desde una 
visión integradora y no parcial. Tal perspectiva obliga a combinar el estu­
dio de los procedimientos y los marcos legales con eso que Castoriadis 
llamaba el “magma instituyente de lo social”, es decir, el ámbito ima­
ginario y discursivo en que la sociedad se piensa y se instituye a sí mis­
ma. Lo que aquí se hace entonces no es ni una historia política ni una 
historia intelectual, sino más bien un análisis sociológico que se coloca 
en la intersección de ambas y que “invita a comprender la política co­
mo el lugar de trabajo de la sociedad sobre sí misma” (Rosanvallon, 
1999: 18).

Por lo tanto, las ideas que se tendrán en cuenta serán aquellas que 
han tenido repercusiones en los diseños institucionales a lo largo de la 
historia.2 Si bien desde el punto de vista procedimental se analizarán 

2	 “El objeto y el método son aquí indisolubles. No se trata entonces de hacer una simple ‘historia de 

las ideas’, sino más bien de comprender las condiciones en las cuales se elaboran y transforman las 

categorías en las que se refleja la acción, analizando cómo se forman los problemas, [y] cómo atra-

viesan lo social...” (Rosanvallon,  1999: 18).
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14 ◆  La nación inconclusa

los marcos legales e institucionales de la ciudadanía, para avanzar hacia 
su dimensión simbólica habrá que explorar las diversas construccio­
nes imaginarias de la nación, la identidad nacional, la cultura política 
y el espacio público, en el entendido de que en ambas dimensiones 
se producen cambios y reelaboraciones que son el resultado de una 
competencia incesante así como de la victoria de unas propuestas sobre 
otras. A partir de todo esto será posible entender los criterios básicos 
del patrón inclusión–exclusión que allí se concretan. 

En este espacio busco estudiar el desarrollo y las transformaciones 
que han experimentado la noción (ámbito simbólico) y el ejercicio (di­
mensión procedimental) de la ciudadanía en Cuba, viendo este pro­
ceso en su relación con la(s) definición(es) simbólica(s) de la nación y 
descubriendo en ambos el patrón selectivo de inclusión–exclusión que 
le da sentido, fundamento y legitimidad a los derechos ciudadanos. La 
hipótesis principal de este trabajo es que, en el caso de Cuba, la refun­
dación de la nación y la transformación del modelo de ciudadanía que 
orientan los comportamientos políticos en la actualidad, tienen su raíz 
en procesos históricos de larga duración y no pueden comprenderse 
cabalmente sin una exploración minuciosa de su pasado. El arraigo 
de una cultura política marcada por el nacionalismo beligerante, la in­
tolerancia y la moralización de la política, ha generado una definición 
de la nación desde lo político y lo ético que siempre es excluyente res­
pecto a otro. En estas circunstancias, la exclusión supone además la 
negación categórica de ese otro. Tal(es) comprensión(es) de la nación 
explica(n) sucesivamente tanto las inclusiones como las exclusiones en el 
ejercicio de la ciudadanía y la ampliación y/o restricción de los derechos 
ciudadanos.

El análisis está organizado desde una perspectiva histórica. En la 
primera parte se emprende una exploración minuciosa de las cons­
trucciones simbólicas y procedimentales de la nación y la ciudadanía, 
desde sus antecedentes en la etapa de las guerras por la independencia 
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15  Velia Cecilia Bobes  ◆

de Cuba hasta el fin de la República en 1959. La segunda parte lleva 
la reflexión hacia las transformaciones experimentadas a partir del 
cambio revolucionario, para llegar a dilucidar cuál es el imaginario ciu­
dadano que prevalece en la Cuba de hoy y cuál ha sido el impacto del 
nuevo orden normativo en la conformación de una constelación sim­
bólica que contribuya a explicar los acontecimientos políticos actuales. 
Finalmente, pienso que, más que un ejercicio académico y una contri­
bución al conocimiento, esta reflexión en torno a los valores políticos 
que promueve y favorece la legislación cubana actual sobre derechos y 
deberes ciudadanos, podría contribuir a precisar en qué medida esos 
valores constituyen hoy obstáculos (o no), para el establecimiento de 
una sociedad democrática y plural.  ◆
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Excurso sobre el modelo teórico

El recorrido que pretendo hacer sobre las sucesivas reconstituciones de 
la ciudadanía y la nación cubanas constituye una empresa ambiciosa 
que sólo puede llevarse a cabo al precio de resumir y esquematizar un 
largo proceso histórico. Por ello me parece indispensable comenzar la 
exposición clarificando los nudos teóricos principales que me han de 
servir para organizar la reflexión sobre la historia política del país a tra­
vés de este hilo conductor.

Parto de la convicción de que la discusión en torno a la noción de 
ciudadanía no sólo se inserta perfectamente dentro del debate teórico 
en sociología, ya que forma parte del análisis de las condiciones de in­
tegración social y los mecanismos de solidaridad, sino que implica 
además —directa o indirectamente— al resto de las nociones claves 
de la sociología política; la nación, el espacio público, la cultura política 
y la sociedad civil.

El modelo que presento aquí intenta explicitar las conexiones entre 
las diversas dimensiones analíticas de las cuales se sirve. Comenzando 
por la ciudadanía, se parte de la idea de que, más allá de lo electoral, esta 
condición supone un conjunto de prácticas legales, simbólicas y asociati­
vas a través de las cuales se “actúan” los criterios de inclusión–exclusión 
dentro de cada sociedad concreta. Es por ello que el tratamiento que 
propongo articula lo político y lo social, lo institucional y lo imaginario.

La historia de la ciudadanía hunde sus raíces en la antigua demo­
cracia de la Polis griega, desarrollándose a través del derecho natural 
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17  Velia Cecilia Bobes  ◆

cristiano hasta llegar a la emergencia de las teorías del contrato social 
y el ulterior desarrollo de su versión propiamente moderna. A pesar 
de este enorme bagaje histórico, desde la perspectiva de este trabajo, la 
ciudadanía será considerada sólo en tanto construcción histórica que 
responde a la articulación moderna de la sociedad. 

En este sentido, la constitución de la ciudadanía se encuentra asocia­
da a la aparición de fenómenos como el mercado —y el predominio de 
las relaciones contractuales que éste conlleva— y los procesos de secula­
rización que suponen tanto la auto institución de lo político como su 
distinción de lo social. A estos procesos se añaden la industrialización, 
la urbanización y la movilidad social que condicionan el tránsito de la 
sociedad tradicional a la moderna. En esta compleja trama se origina el 
descubrimiento del individuo como la realidad social básica y, con ello, 
un cambio en las relaciones de autoridad medievales, cuya característica 
más conspicua es el surgimiento de estados nacionales y la prevalencia de 
pautas igualitarias e individualistas de relación (Bendix, 1974).

En este proceso, al abrirse paso la institución imaginaria de la mo-
dernidad —caracterizada por el individualismo moral como principio 
rector— los antiguos valores adscriptivos y comunitarios dejan de ser 
principios de integración y cohesión colectiva, lo que origina que la 
relación entre el individuo y la sociedad se torne tensional. La mo­
dernidad instituye la idea (voluntarista) de pertenencia, con lo cual la 
elección se torna elemento central de la subjetividad. Así se transforma 
la relación de poder típica del medioevo, desplazándose de los cuerpos 
sociales al individuo.

La identidad individual comienza a ser problemática desde el mo­
mento en que el individuo ya no se autodefine por su adscripción a 
estamentos y corporaciones, sino a partir de sí mismo como ente au­
tónomo. En estas circunstancias, los principios de igualdad y libertad 
—que presiden normativamente la transformación social— se concre­
tan en la noción de ciudadanía y en un conjunto de derechos legales 
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18 ◆  La nación inconclusa

que unifican a los individuos particulares, ofreciendo una nueva fuente 
de identificación con un Estado a cuya existencia está referida la garan­
tía de tales derechos (Marshall, 1965). La noción moderna de soberanía 
se concreta así en un ideal de autonomía que lleva a la igualdad política 
y finalmente se concretará en el sufragio. 

Esta referencia al Estado refuerza la visión procedimentalista que ha 
prevalecido en los estudios de ciudadanía. En efecto, en el plano de la ci­
vilidad, el establecimiento de los derechos ciudadanos condiciona una 
transformación en el estatus de lo político. Las instituciones políticas 
modernas funcionan como espacios de interacción donde se definen 
las inclusiones primordiales y, en ese marco, los derechos ciudadanos 
establecen los límites del poder sobre los individuos (su autonomía y 
sus libertades) a la vez que definen el control que esos individuos pue­
den tener sobre las instituciones de autoridad.

Estudiar entonces los diversos modelos legales en que se definen 
y establecen los derechos y los mecanismos efectivos que ofrecen los 
diseños institucionales para su ejercicio, es indispensable para carac­
terizar la ciudadanía. No obstante, el análisis institucional por sí solo 
resulta insuficiente para comprender de manera cabal los procesos de 
participación política, y debe ser complementado con una reflexión 
en torno a los procesos simbólicos asociados a ella, dado que es preci­
so tener en cuenta que las instituciones no sólo generan incentivos y 
trabas al sistema político, sino que —siendo espacios de interacción de 
los actores— reflejan además, los valores e ideales de una sociedad en 
un momento determinado. Así, el orden político siempre se constituye 
con referencia a un orden moral, a un sistema de valores, costumbres 
y usos que da sustento a las instituciones; por lo tanto, responder a la 
pregunta de por qué los individuos participan y el modo y el grado en 
que lo hacen, o por qué consideran legítima una autoridad, requiere 
no sólo de un análisis institucional, sino además de una exploración en 
torno a cuáles son las prácticas, los usos y los valores que prevalecen.
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19  Velia Cecilia Bobes  ◆

Nos encontramos entonces frente a un problema que —para ser 
analizado— debe considerar al menos dos dimensiones: una procedi­
mental —que refiere a los derechos y los mecanismos necesarios para 
ejercerlos, así como al sistema concreto de relaciones en que se ejercen 
tales derechos— y otra simbólica que nos conecta con el ámbito del 
ideal de la pertenencia a la comunidad ciudadana y, de manera más 
general, a la esfera sociocultural en su conjunto. Ambas dimensiones 
implican inclusión pero también exclusión.

Desde la perspectiva procedimental, según el esquema de Marshall 
(1965), históricamente la ciudadanía se ha ido expandiendo a través de 
diferentes “olas” a partir de una progresiva ampliación de lo público 
nacional. En cada una de estas olas un nuevo segmento de la población 
de la nación se ha incorporado a la categoría de ciudadano y al ejerci­
cio de los derechos y obligaciones codificados en esta condición.

Por otra parte, y siguiendo el mismo esquema, los propios dere­
chos se han ido ampliando en cantidad y calidad, primero fueron los 
derechos civiles, después se incluyeron los políticos, y en el siglo xx se 
incorporaron derechos sociales coincidiendo con la aparición de los 
estados de bienestar en Europa.

Los derechos, cada uno a su modo, empoderan progresivamente al 
ciudadano. Se puede distinguir entre derechos “pasivos” o de existencia 
y los “activos” que configuran actores competentes, o sea, otorgan ca­
pacidades para influir en el proceso político (Janoski, 1998: 9). Los 
primeros confieren el estatus legal del ciudadano, mientras que los se­
gundos implican la capacidad de crear nuevos derechos o modificar 
los existentes. Así, los derechos civiles (igualdad ante la ley, libertad de 
pensamiento y palabra, asociación, reunión, privacidad y propiedad) 
son, históricamente, los primeros que se definen; ya que se trata básica­
mente de libertades y garantías individuales. Ellos “habilitan” la igual­
dad y la autonomía y permiten la constitución moderna de la sociedad 
civil y el espacio público. 
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20 ◆  La nación inconclusa

En un segundo momento se concretan los derechos políticos que 
—definidos como poderes para la acción— permiten al individuo (en 
mayor o menor grado) participar en los procesos políticos y en la toma 
de decisiones. De ellos el más importante es, sin dudas, el derecho a 
elegir y ser elegido. La historia del sufragio —en tanto concreción de 
la igualdad en el ejercicio de derechos políticos— puede servir como 
ejemplo de la forma en la que el igualitarismo moderno va incorporan­
do cada vez más “individuos iguales” en la categoría de “ciudadanos 
realmente iguales” (esto es, con iguales derechos). Rosanvallon lo ex­
presa con términos que ayudan a comprender la importancia del es­
tablecimiento de este procedimiento y el goce de este derecho para la 
constitución del ciudadano: 

El sufragio universal inscribe así al imaginario social en un nuevo horizonte: 

el de una equivalencia a la vez inmaterial y radical entre los hombres. Es en 

cierto modo un derecho “puro” que se sitúa completamente del lado de la 

definición de la norma y de la construcción de la relación social, y no un de­

recho protector o atributivo... El derecho al sufragio produce la propia sociedad; 

es la equivalencia entre los individuos lo que constituye la relación social. 

(Rosanvallon, 1999: 13)

Finalmente, los derechos sociales (a educación, seguridad social, 
trabajo, salud, etc.) se definen durante la primera mitad del siglo xx y 
representan intervenciones públicas en la esfera privada, a través de las 
cuales se intenta extender el principio de igualdad ciudadana al ám­
bito del bienestar y se proporcionan canales para lograr la equidad.3 
Este conjunto de derechos (algunos de los cuales confieren libertades, 
mientras otros otorgan poder y los últimos satisfacen demandas), más 

3	 En los últimos tiempos se ha comenzado a discutir la inclusión en algunas constituciones, de un nue-

vo conjunto de derechos de tipo cultural para reconocer a las minorías. A ellos no me voy a referir en 

el curso de este trabajo porque no son relevantes para el caso cubano.
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21  Velia Cecilia Bobes  ◆

las obligaciones frente al Estado, articula la condición legal (abstracta) 
de ciudadano.

No obstante, a pesar de que comúnmente se habla de la ciudadanía 
en general, éste no es un concepto unitario, homogéneo ni uniforme. 
Dado que se encuentra relacionado con el carácter de la participación, 
los diferentes tipos de derechos, la legitimidad de los órdenes políticos 
y la naturaleza del Estado en las sociedades, a partir de las diferentes 
experiencias históricas en que han encarnado tales procesos pueden en­
contrarse diferentes nociones y formas de ejercer la ciudadanía.

Rosanvallon ha documentado históricamente la diferencia entre el 
modelo británico de surgimiento del “ciudadano propietario” que su­
pone un tránsito gradual a mayor inclusión en la representación, y el 
modelo francés que representa la imposición del principio de igualdad 
como ruptura radical con el pasado y un “modo global e igualitario de 
entrada en la ciudadanía” (Rosanvallon, 1999: 34). Más allá de estas 
dos experiencias paradigmáticas, si entendemos que el modelo cívico 
que ha prevalecido en la modernidad es el resultado de la fusión de tres 
tradiciones distintas —republicana, liberal y democrática—, cada una 
de las cuales tiene su propia comprensión de lo público y del individuo, 
se hace imprescindible distinguir entre diferentes tipos de ciudadanía 
antes de emprender cualquier examen de su desarrollo.

Algunos autores (Leca, 1994; Mann, 1994; Marquand, 1994; 
Nisbet, 1994; Oldfield, 1994; Turner, 1992) han insistido en la exis­
tencia de diferentes tradiciones y tipos de ciudadanía. Nisbet (1994) 
distingue entre la visión radical roussouniana, que insiste en la relación 
directa entre el individuo y el Estado, y que comprende la ciudadanía a 
partir de un ethos que considera lo público como superior a lo privado 
y las virtudes ciudadanas como algo que debe ser aprendido; frente a la 
visión conservadora de Burke —basada en la descentralización—, don­
de la ciudadanía se basa en los derechos del individuo y su protección 
ante el poder del Estado.
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Desde otra perspectiva, se ha hablado también de una ciudadanía 
militante —activista— y una civil (Leca, 1994). Más cercana a la tradi­
ción radical, la ciudadanía militante implica la membresía a un Estado, 
el compromiso público y la obligación dominante hacia él. Ésta sería 
una ciudadanía participativa que entiende los deberes como el medio 
normal de ejercicio de los derechos. A su vez, la ciudadanía civil estaría 
basada en la moderación del compromiso público y en este modelo las 
obligaciones estarían dirigidas ante todo a la asociación, con lo cual 
se estaría hablando de una ciudadanía privada donde el sentimiento de 
pertenencia no es a la comunidad política, sino hacia lo particular, y 
el compromiso al Estado se condiciona a que éste permita el ejercicio de 
la actividad privada.

Un concepto privado de ciudadanía también está presente en aque­
lla clasificación (Oldfield, 1994 y Marquand, 1994) que distingue 
entre la “ciudadanía como estatus” —tradición liberal individualis­
ta— y la ciudadanía que se define por su ejercicio y práctica —tradi­
ción cívico republicana—. La primera pone el énfasis en los derechos 
inherentes al individuo en cuanto tal y la dignidad humana, concede 
prioridad al individuo que elige ejercer o no esos derechos que le da el 
estatus, de donde se desprende que la actividad política es una opción 
individual. La segunda es una concepción basada en la participación 
—ejercicio— y por lo tanto, destaca los deberes. Desde este punto de 
vista la definición de ciudadano se subordina a la pertenencia (activa) 
a una comunidad política, los lazos interindividuales se basan en una 
forma de vida compartida y su libertad implica la coincidencia del de­
ber y el interés individual. Aquí la ciudadanía no es un estatus, sino una 
práctica; es activa y pública y, para esta tradición, la contradicción entre 
el interés público y el privado es inconcebible.

Janoski (1998) por su parte ha establecido la diferencia en función 
del balance entre los derechos y las obligaciones. Desde esta perspectiva 
distingue entre el modelo liberal, anclado en los derechos de libertad 
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y donde las obligaciones se restringen a lo más esencial y el modelo 
comunitario, basado en una fuerte jerarquía de lo colectivo, que lleva 
la prioridad a hacia las obligaciones ante la comunidad. Entre ambos 
extremos ubica una tendencia socialdemócrata donde la participación 
igualitaria de los grupos e individuos genera un equilibrio entre dere­
chos y deberes.

Por último, desde una perspectiva más anclada en las prácticas y 
en los contextos históricos de su surgimiento que en los modelos inte­
lectuales, se ha distinguido también entre las ciudadanías activas y las 
pasivas (Turner, 1992). Las primeras se forman desde abajo a partir de 
las instituciones participativas localizadas en la sociedad que, a través 
de su presión sobre las instituciones del poder, consiguen la extensión de 
sus derechos o mayores inclusiones en la comunidad política, mientras 
que las pasivas se forman desde arriba vía un Estado “protector” que 
establece legislaciones concretas para favorecer la ampliación.

Independientemente de cuál sea el modelo de ciudadanía que pre­
valezca en un contexto determinado, de manera general puede afirmar­
se que, debido a que esta noción se construye a través de un proceso 
de inclusión–exclusión, implica tangencial o directamente un ideal de 
igualdad y universalidad no exento de tensiones y conflictos. El prime­
ro de ellos, referente al hecho de que la cultura moderna se fundamenta 
en valores universales, pero estos valores se codifican como derechos 
individuales (ciudadanos). En su condición de universalidad, la ciu­
dadanía es el criterio que unifica a los individuos particulares en su 
relación con el Estado y proporciona un criterio de homogeneidad que 
permite ignorar las desigualdades (económicas, culturales, religiosas, 
de género) que persisten entre los individuos. Por ello, la nación (de­
finida políticamente) entra a jugar un rol constitutivo de la identidad 
individual. La ciudadanía implica un sentimiento de pertenencia y una 
membresía real a una comunidad, basado en la lealtad a una civiliza­
ción (o una cultura) considerada una posesión común. Constituye, 
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por tanto, una identidad que dimana de la práctica y el ejercicio activo 
de derechos y, en este sentido, trasciende las propiedades étnicas, lin­
güísticas o culturales específicas.

Ahora bien, como todo proceso de inclusión, la homologación de 
todos los individuos en una nueva identidad política (la ciudadanía) 
supone también exclusiones diversas. Más aun, en tanto la definición 
ciudadana opera con un código universal e igualitario, esto le permite 
(y a la vez le obliga a) ignorar ciertas diferencias que constituyen en la 
práctica fuentes de desigualdad y exclusión.

La nueva identidad que surge de la condición de ciudadano es política 
en su naturaleza e implica derechos de igualdad y universalidad, además 
de una relación directa de cada individuo con un estado cuya existencia 
está referida a la garantía de tales derechos. A su vez, la institución estatal 
representa a una comunidad imaginaria (la nación) que la legitima y la 
define simbólicamente. Así, la universalidad de la ciudadanía refiere si­
multáneamente a dos dimensiones: La primera (que aquí enuncio como 
procedimental) implica la codificación de derechos para todos los miembros 
de la comunidad. Derechos que no distinguen diferencias ni particularis­
mos entre los diversos grupos o individuos, por lo que la igualdad supone 
leyes “ciegas” a cualquier diferencia o peculiaridad (Young, 1996). La se­
gunda es la construcción simbólica en que se sustenta una idea de nación 
y se establecen criterios o virtudes de pertenencia.

La dimensión simbólica

Si estamos de acuerdo en que la ciudadanía constituye un rol perma­
nente en la sociedad que siempre implica una adhesión a instituciones 
definidas desde el Estado, es evidente que la identidad ciudadana su­
pone y asume una nación. Ya que los derechos surgen de la membre­
sía a una comunidad política, implican sentido de pertenencia y, con 
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ello, una forma de autoconciencia. Tal conciencia nacional constituye 
una condición para la efectividad del marco legal del estado, por ello, 
dentro de la dimensión simbólica de la ciudadanía, la nación ocupa un 
lugar central.

Como ha sido demostrado por Durkheim desde Las formas elemen-
tales de la vida religiosa, dentro de los constructos simbólicos que ocu­
pan un papel crucial en las clasificaciones que organizan las relaciones 
sociales modernas, la distinción entre lo sagrado y lo profano consti­
tuye la base primaria de la autoridad y la moral sociales. Tal división 
simbólica organiza el mundo social en dos esferas; una que unifica todo 
lo que es cotidiano, mundano y, por tanto, susceptible de ser criticado, 
cambiado o modificado, y otra —el ámbito de lo sagrado— que por 
su propio carácter configura un espacio trascendente de reverencia y 
temor. En este espacio, la autoridad moral se torna acción a través de la 
creación de un conjunto de prácticas rituales que reactualizan cada vez 
lo sagrado y, con ello, producen fuertes sentimientos de comunalidad.

De esta misma manera, las naciones son comunidades construidas 
por sus participantes. Son comunidades imaginadas (Anderson, 1990), 
que en la modernidad sustituyen a la religión en su función de producir 
identificación colectiva. En este sentido se ha dicho que funcionan como 
religiones civiles que ponen en relación a las instituciones políticas del 
Estado Nación con estructuras trascendentes que les otorgan a aquéllas 
un “sentido último”. También a través de rituales producen formas de 
solidaridad que generan y justifican acciones expresivas y emocionales. 

Dada su naturaleza de construcción simbólica que induce senti­
mientos de afinidad, orgullo y tradiciones compartidas, la nación es 
la primera fuente de identidad colectiva en el mundo secularizado y 
anónimo de la modernidad. Tales comunidades imaginadas, se figuran 
siempre soberanas (por lo tanto “sueñan” con un Estado que garantice 
esa soberanía) y limitadas por fronteras finitas (aunque flexibles) más 
allá de las cuales existen otras naciones. 
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Desde esta perspectiva, la nación de suyo supone simultáneamente 
una “objetividad” que naturaliza lo nacional (el Estado) y una subje­
tividad colectiva que le confiere valor afectivo. La identidad nacional 
constituye el nexo entre la construcción simbólica colectiva y la apro­
piación individual a nivel emocional. Por ello, se instituye en un espa­
cio intermedio entre la cultura y la política, lo cual explica la necesidad de 
discutir una dimensión política. Si bien otras formas de identidad 
colectiva nos permiten quedarnos en el ámbito de la cultura en gene­
ral, al agregarle el referente de pertenencia “nacional” nos enfrentamos a 
algo que implica fronteras, las cuales, al menos en el mundo moderno, 
siempre refieren a una definición política y, en la mayoría de los casos 
a un Estado Nación (ya existente o construible). A su vez, la referencia 
nacional ha sido uno de los más importantes factores legitimantes de 
tal forma de organización política, ya que es el mecanismo principal 
para fundar —al interior del territorio políticamente delimitado— un 
campo homogéneo dentro del cual las prácticas de los individuos y 
los sentidos subjetivos asociados a ellas garanticen la identificación 
de los mismos con las instituciones. En este sentido, la nación no sólo 
cumple la función psicosocial de otorgar a los individuos un principio 
clasificatorio que los iguala al conjunto de los hombres que comparten 
su espacio social y los identifica con una tradición cultural, un pasado 
común y un proyecto de futuro también común, sino que cumple ade­
más la función claramente política de dar integración y cohesión a la 
sociedad y legitimación a un cierto orden.

Si algún proceso de construcción simbólica necesita de la existencia 
del otro, ese es la identidad. La otredad y la diferencia son esenciales 
para definir un sí mismo que sólo en estos términos —en tanto diferen­
te del otro— puede percibir su mismidad. Juntas, identidad colectiva 
y nación, forman un dispositivo simbólico de gran valor emocional, al 
interior del cual las fronteras se vuelven subjetivas y se tornan encuen­
tro con el otro.
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Es precisamente por eso que la identidad nacional siempre está 
asociada a un tipo de solidaridad conseguida a través de un discurso 
(ideológico) que justifica la existencia del grupo, las más de las veces 
en una relación de conflictividad con enemigos definidos (“nosotros” y 
“ellos”). La identidad colectiva siempre se presenta como un horizonte 
de significación que refiere al sí mismo y que versa sobre sí mismo, 
por lo tanto precisa apelar a la volición, es decir a la definición, por 
parte del interesado, de un campo de valores que represente lo común 
(Belanger, 2001). Por eso precisa un discurso, al cual hay que hacer re­
ferencia en cuanto forma parte constitutiva de la propia identidad. Tal 
discurso estará conformado por un ámbito de valoración del criterio 
mismo de identificación y pertenencia (en este caso la nación); y por 
una narrativa que relate una historia compartida; lo cual constituye 
siempre un ejercicio de legitimación. Tal ejercicio ha sido elaborado 
principalmente en la sociedad política y por los participantes en un 
espacio público de discusión.

Como ha demostrado Castoriadis, los símbolos son efectivos por­
que son imprecisos, por tanto contribuyen a dar realidad a las fronteras 
de la comunidad con la suficiente fluidez como para que los mismos sig­
nificantes sean dotados de diversos significados y viceversa (Castoriadis, 
1989). La nación, como comunidad imaginada, se construye en un 
largo proceso cuyos avatares deciden en cierto sentido las formas que 
asumirá. Por ende, la identidad nacional no es un substrato ontológico 
fijo en el tiempo, sino un constructo flexible y cambiante, pero siempre 
es también un terreno de competencia, y es en el espacio público y en 
sus discursos político–intelectuales donde los diversos grupos ponen a 
disputar diferentes concepciones de nación.

La definición pública de nación tiene lugar en la intersección de la 
cultura y la política. Implica, además de una conciencia de pertenencia 
común, el reconocimiento intersubjetivo de identidad que se produce 
en un proceso dinámico y cambiante en el que intervienen la memoria 
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colectiva (invención de la tradición), las instituciones estatales (a través 
de la fijación de símbolos y rituales como las banderas, los himnos, las 
fiestas patrias, el lenguaje oficial, etc.), las instituciones educativas, y el 
discurso público de la sociedad civil.

Esto permite comprender en qué medida las construcciones sim­
bólicas de la nación y la identidad nacional se convierten en criterios 
constitutivos y legitimantes de las inclusiones y exclusiones ciudadanas. 
De alguna manera, las diferentes tradiciones de concebir a la nación 
impactan sobre los límites y el ejercicio de los derechos ciudadanos. 
Así, por ejemplo, en los contextos revolucionarios (caso de Francia) la 
nación surge propiamente a partir de una base institucional y territorial 
del Estado, por lo cual la unidad política (y no cultural) es el criterio 
básico de la pertenencia, lo que conlleva una tendencia a la inclusión y 
la asimilación cultural de la diferencia, mientras que en otros contextos 
(caso de Alemania, por ejemplo) la idea cultural de nación (no ligada 
al ideal abstracto del ciudadano) es la que fundamenta la constitución 
de un Estado. En estos casos la unidad cultural y/o étnica es previa y de 
ella se deriva la unidad política (Brubaker, 1989).

Pero no es la nación la única constelación simbólica que impacta 
la constitución y el ejercicio de la ciudadanía. Como hemos apuntado 
antes, el ejercicio de derechos ciudadanos involucra la existencia de 
valores que orienten las conductas políticas desde las virtudes del juego 
democrático. Por esta razón constituye un ideal y un valor cultural de 
la modernidad; supone no sólo la autoconciencia de los propios derechos 
sino el compromiso a reconocer los del otro. En este sentido com­
pendia virtudes (tolerancia, pluralismo, igualdad, justicia, solidaridad, 
etc.) necesarias para la convivencia y el ejercicio de los derechos ciuda­
danos. Consecuentemente, los valores sustantivos de cada cultura, en 
particular los de la cultura política, impactarán tanto en la definición 
de los derechos, como en los criterios de inclusión y exclusión de la 
ciudadanía.
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La cultura política de la modernidad, que por primera vez imagi­
na al ciudadano en su sentido moderno, opera a partir de narrativas y 
códigos simbólicos basados en el universalismo, el igualitarismo y la 
autonomía individual que constituyen también bases de la identidad 
política ciudadana. Asimismo valores de la cultura política, como la 
tolerancia, el pluralismo, el diálogo, el respeto a las instituciones y sus 
reglas y a las autoridades legítimamente constituidas, favorecen el fun­
cionamiento de los regímenes democráticos.

Diversas lógicas y mecanismos que subyacen en la definición de la 
nación impactan en modos también distintos de establecer los límites 
de la pertenencia. Las lógicas cívicas construyen modelos de ciudada­
nía basados en la comunidad de la ley, la lealtad a las instituciones del 
Estado, la adhesión voluntaria a un conjunto de principios (valores 
de cultura cívica) e instituciones, lo que favorece criterios laxos para la 
asimilación. Las lógicas étnicas constituyen visiones orgánicas de la na­
cionalidad basadas en factores naturales como el linaje, la lengua o la 
geografía (Zimmer, 2003). 

No se puede dejar de considerar, por último, que la cultura políti­
ca de cada nación es también heterogénea porque supone la coexistencia 
de diversos modelos de orientación que fundan un orden, en el cual, 
alguno de ellos domina sobre los otros y puede definir la lógica que 
predomina. Éste es un proceso donde intervienen actores diversos así 
como órdenes institucionales diferentes que privilegian un repertorio 
de valores por encima de otros. 

Junto a esto, si desde la perspectiva institucional y procedimental, 
la ciudadanía se define por un conjunto de derechos y de mecanis­
mos legales para ejercerlos, su dimensión simbólica apunta además a 
las narrativas que definen los criterios más generales de pertenencia a la 
nación y al conjunto de valores sociales (tolerancia, pluralismo, auto­
nomía) que configuran la cultura política peculiar de cada grupo; pero 
también esta dimensión incluye a las virtudes que generan (o pueden 
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generar) una solidaridad social inclusiva. Desde esta perspectiva, es im­
posible completar el análisis del espacio simbólico de la ciudadanía sin 
hacer una referencia a las nociones de espacio público y sociedad civil, 
ya que en estos ámbitos también se producen inclusiones y exclusiones, 
al igual que en el de la ciudadanía.

Lo que pretendo demostrar con la inclusión de estas dimensiones es 
que: a) las narrativas que circulan en el espacio público como demarca­
doras de la pertenencia a la sociedad civil contribuyen a instituir límites 
al ejercicio ciudadano; y b) que los propios modelos de ciudadanía que 
han prevalecido en los sistemas políticos modernos dimanan de la ins­
titución imaginaria de la división público privado y de la propia forma 
en que se concibe la esfera pública.

Respecto a lo primero, como ha explicado Alexander (2000a), 
existe un discurso que define el corazón de la sociedad civil, el cual 
está compuesto por antinomias que califican la cualidades positivas 
y negativas que demarcan y legitiman las inclusiones y exclusiones y, 
por lo tanto, la pertenencia a la sociedad civil y —yo agregaría— el 
tipo de personas que deben ser incluidos de manera legítima en la 
categoría de ciudadanos (o al menos de “ciudadanos de primera”). 
Estos metalenguajes —que comparten y emplean los miembros de la 
sociedad civil— definen a través de un código binario simple (amigo/
enemigo, puro/impuro, sagrado/profano) quiénes son los que deben 
ser excluidos y reprimidos y quiénes los encargados de reprimir y ex­
cluir (Alexander, 2000a).

Siguiendo al mismo autor, la sociedad civil, en cuanto espacio de 
solidaridad, no es una realidad sino un ideal utópico siempre perse­
guido y nunca alcanzado completamente (Alexander, 2000b). En este 
sentido puede decirse que los criterios de inclusión–exclusión (al igual 
que los de la ciudadanía) van sufriendo modificaciones, ampliaciones 
y/o restricciones sucesivas como resultado de las luchas de los diversos 
movimientos sociales, los cuales mediante el logro de la circulación de 
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sus contra discursos en el espacio público, contribuyen a modificar los 
contenidos empíricos asociados a las cualidades positivas de pertenen­
cia a la sociedad civil.

Es desde esta perspectiva que se puede afirmar que la estructura­
ción del espacio público pertenece con pleno derecho a la dimensión 
simbólica de la ciudadanía. Es en el espacio público donde circulan los 
discursos que actualizan la nación en su simultaneidad pasado presente; 
donde se elaboran las representaciones colectivas que le dan sentido al 
sentimiento de tradición y pasado comunes, donde se naturalizan como 
nacionales las obras del arte y la literatura que definen al “nosotros”, 
donde se produce la mínima autoevaluación necesaria para la distin­
ción de los miembros (más o menos virtuosos, generosos o heroicos). 
Por ello, la aspiración de crear un espacio público plural y democrático 
ha sido uno de los mayores estímulos para la acción colectiva ciuda­
dana, la cual, a su vez, tiene lugar en la esfera pública como espacio 
de comunicación (disputado) de la sociedad civil. Consecuentemente 
puede afirmarse que de la fortaleza o debilidad de esta esfera de debate 
y discusión depende en gran medida el grado de empoderamiento real 
de la ciudadanía.

Esta relación entre espacio público y ciudadanía puede verse en 
muchos ámbitos, pero uno de los ejemplos más conocidos es la crítica 
feminista que ha puesto en evidencia cómo la tradición política liberal 
moderna construyó su sentido del individuo y el ciudadano desde el 
ideal del varón (en principio el varón propietario y educado y, más ade­
lante todos los varones mayores de edad). Más aún, la propia división 
liberal moderna de las esferas pública y privada, ha definido siempre 
el espacio público como un espacio masculino, regido por valores y 
virtudes asociadas (en esta misma institución simbólica de lo públi­
co) al varón, esto es: “aquellas que habían derivado de la experiencia 
específicamente masculina: las normas militaristas del honor y de la 
camaradería; la competencia respetuosa y el regateo entre agentes inde­
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pendientes; el discurso articulado en el tono carente de emociones de 
la razón desapasionada” (Young, 1996: 102).

Frente a este espacio virtuoso, locus principal del debate de los asun­
tos comunes importantes, el lugar de la mujer ha sido el reino de lo pri­
vado, identificado como lo doméstico, donde los valores y las virtudes se 
desplazan hacia lo emocional, afectivo, íntimo y personal, una esfera, que 
se caracteriza —como dijera Hanna Arendt (1993)— por “el secreto, la 
futilidad y la vergüenza”. La historia del sufragio evidencia el tiempo que 
le tomó a este cambio de valores institucionalizarse como derecho.

Si bien el ejemplo de la mujer es uno de los más conocidos, existen 
muchos grupos sociales que han sido codificados como individuos o 
ciudadanos “de segunda” (indígenas, minorías raciales y religiosas, gru­
pos de identidad sexual diferente y muchos otros) y han sido tradicio­
nalmente excluidos de la sociedad civil, sin permitir por muchos años 
su participación plena en los espacios discursivos ni en las instancias 
públicas y de interacción colectiva.

Con ello, en diversas circunstancias históricas se ha excluido a mu­
chos grupos de la posibilidad, no sólo de una participación política 
democrática en condiciones de igualdad (y equidad) sino también de su 
pertenencia legítima a la sociedad civil. La distinción público–privado 
y el propio funcionamiento de la esfera pública pueden permitir (y 
alentar) que se prescinda de la discusión pública de las inequidades en 
alguna de las esferas. 

En suma, si entendemos a la ciudadanía, más que como un con­
junto de derechos y obligaciones del individuo frente al Estado, como 
un conjunto de prácticas políticas, económicas y culturales que definen 
a una persona como miembro competente de una comunidad política 
(Turner, 1992), no cabe la posibilidad de separar su análisis ni de las 
instituciones ni de la esfera no estatal de interacción. Más bien es indis­
pensable incluir una reflexión sobre las redes sociales, las normas y los 
valores que habilitan y modelan esas prácticas.
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De esta manera, tanto la nación y la identidad nacional como la cultura 
política, el espacio público y la sociedad civil constituyen dimensiones 
que —más allá de los derechos y los marcos constitucionales— con­
tribuyen a explicar el modo en que realmente opera y funciona la 
ciudadanía, los límites de las libertades y de su función de contrapeso 
al poder del Estado. Sobre la base de todos estos elementos es que em­
prendo el análisis de la ciudadanía cubana y, por ello resulta indis­
pensable realizar un examen cuidadoso acerca de cómo las diferentes 
tradiciones de pensamiento, cultura política, definiciones simbólicas 
de la nación, constitución del espacio público, marcos institucionales y 
prácticas diversas que han caracterizado en diferentes épocas a la po­
lítica y la sociedad cubanas, condicionan diferentes nociones y ejerci­
cios de la ciudadanía en Cuba y cada una define su propio patrón de 
inclusión–exclusión.  ◆
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Primera parte

La constitución de la 
ciudadanía como estatus
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La utilidad de la virtud

La memoria, ya se sabe, figura como el asidero de la identidad. Las 
naciones —artefactos imaginarios creados por sus propios miembros— 
tanto como las fronteras que definen el topos del sentimiento nacional 
se construyen a partir de una memoria colectiva que se teje en forma 
de “Historia Patria”. Es allí, en ese espacio —siempre en disputa— de 
la memoria colectiva y su retórica, donde es indispensable rastrear las 
raíces de la conformación de la ciudadanía. 

Ya que esa memoria no sólo se ubica en los cerebros de las personas, 
sino en las instituciones y prácticas a través de las cuales las adquieren, 
comprender cómo se configura el constructo simbólico de la nación 
cubana, los procesos de legislación acerca de derechos y deberes del in­
dividuo frente al Estado, y las diversas modificaciones del sentimiento 
de pertenencia (sus inclusiones y exclusiones) obliga a partir de una 
mirada a los momentos fundacionales de las narrativas y sus primeras 
instituciones.

La “patria” aparece en la imaginación (y la retórica) colectiva du­
rante el siglo xix. Con la idea de patria emerge también la posibili­
dad de una identidad política diferenciada de la metrópoli española 
y, consecuentemente, el basamento inicial para pensar un Estado y 
una relación de los individuos con éste. Así, la constitución de una 
ciudadanía moderna en Cuba está imbricada tanto con la elaboración 
de un discurso acerca de la nación como con ciertas prácticas civiles 
alrededor de las cuales se irá gestando una identidad nacional. La con­
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38 ◆  La nación inconclusa

dición colonial en que este proceso tuvo lugar le confiere caracterís­
ticas peculiares que gravitarán sobre el curso de los acontecimientos 
políticos posteriores.

La recepción del liberalismo español en Cuba tuvo un efecto con­
siderable en el establecimiento del imaginario político moderno, que 
introduce —entre otras cosas— la cuestión de la ciudadanía. En 1812, 
el establecimiento de las Cortes de Cádiz abrió la posibilidad para los 
habitantes de la Ínsula de reclamar representación política diferenciada 
dentro del sistema político español. De hecho, dos diputados cubanos 
participaron en la convención; no obstante, este proceso fue interrum­
pido poco después, siendo eliminada la posibilidad de representación y 
de participación de los locales en el gobierno.

Durante esta etapa los criollos comienzan una intensa batalla por 
conservar y ampliar sus espacios de poder, no sólo en el ámbito ins­
titucional sino también (y sobre todo) en el espacio simbólico. A 
lo largo de las décadas de 1820 y 1830, en Cuba se despliega una 
enorme actividad intelectual y cultural que abre paso a la elaboración 
discursiva de la idea de nación. El discurso público que en las voces 
de Caballero, Varela, Saco, el Conde de Pozos Dulces, entre otros, da 
cuerpo al ideal de una política moderna cubana comienza a pasar 
de los salones al texto escrito. Publicaciones como la Revista Bimestre 
Cubana, de la Sociedad Económica de Amigos del País, junto con la 
difusión de obras literarias y ensayísticas, modifican la atmósfera cul­
tural y el alcance de estos discursos. Comienza así a construirse una 
idea de nación que enfatiza ante todo sus fundamentos culturales. A 
partir de entonces, el nuevo concepto de nación encarará tensiones 
y disputas (en particular las que tienen que ver con la presencia del 
negro y la esclavitud) y se fijan los principales derroteros por los que 
transitará en adelante.

Dentro de esa moral pública, la definición de la nación, así co­
mo la construcción discursiva de los límites de la comunidad política, 
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se van codificando en imaginarios políticos que —aunque salidos de 
un tronco común— comienzan a diferenciarse (reformismo/autono­
mismo, anexionismo e independentismo). Lo mismo ocurrió con las 
comprensiones de lo público y el individuo, la libertad, la igualdad y la 
relación sociedad–Estado. En este espacio diverso, y dentro de la com­
petencia entre modos diferentes de concebir la nación, se comenzaron 
a perfilar dos modelos de ciudadanía.

El primer programa político animado desde una representación de 
Cuba como nación fue el Reformista. Éste reclamaba no sólo demandas 
económicas (reforma a las leyes arancelarias) sino también la igual­
dad de derechos políticos para cubanos y peninsulares, representación 
en el Parlamento de Madrid, libertad de imprenta y la posibilidad de 
un Consejo de Gobierno local de elección popular. Aunque siempre 
restringido a aquellos notables (blancos),4 este programa introduce una 
demanda por derechos civiles y políticos. Más aún, puede decirse que 
el problema de la representación política —intrínsecamente ligado a 
los derechos— fue la primera preocupación ciudadana que animó el 
surgimiento de una política cubana5 y fue el antecedente inmediato del 
ideario separatista.

El anexionismo, por su parte, fue una tentación que gravitó en mu­
chos de los criollos como la forma más idónea y expedita de lograr una 
institucionalidad política moderna y los derechos ciudadanos por la vía 
de la anexión a Estados Unidos,6 el país que en esa época constituía el 

4	 “Para los reformistas/anexionistas de mediados del siglo xix, los cubanos eran los blancos nacidos en 

Cuba: los negros originarios de Cuba no eran cubanos sino negros criollos, que es otra categoría” 

(Moreno Fraginals, 2002: 224).

5	 Hablo de política cubana para referirme al espacio público creado por la diferenciación de los asuntos 

públicos de Cuba frente a los de la metrópoli, aun cuando su institucionalización era precaria y sólo 

emergente.

6	 Aunque durante el siglo xix hubo varias tentaciones anexionistas de otros países (incluido México) 

como solución al conflicto cubano (Moreno Fraginals, 2000: 35), no me voy a referir a ellas por 

cuanto la tendencia que ha marcado el imaginario político cubano ha sido la que ha gravitado hacia 
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paradigma por excelencia de la libertad y la democracia y con el cual se 
habían venido estableciendo intensos vínculos económicos y culturales. 
Aunque como movimiento político terminó hacia la segunda mitad 
de la década de 1850, el anexionismo nunca desapareció del todo del 
imaginario nacional.7

La idea de la nación cubana que defendieron reformistas y autono­
mistas era sustancialmente diferente de la que defendiera el indepen­
dentismo (en todas sus etapas). Mientras que, para los primeros, Cuba 
podía ser una provincia de España —siempre y cuando se les concedie­
ran derechos políticos de representación a los notables criollos— para 
los segundos, la independencia era una condición imprescindible de 
su propia existencia. En este sentido, vale la pena observar que a partir 
de estas dos tendencias se conforman valores políticos respecto a la 
pertenencia, los cuales ingresan como contenidos de la cultura políti­
ca y comienzan a inducir prácticas que delinean claramente, ya desde 
entonces, el patrón de intolerancia y moralización de la política que va 
a caracterizar el debate público cubano a lo largo de toda su historia. 
Ejemplos de ello son las agrias disputas que, al encarar estas posiciones 
diferentes, se generaron en los años anteriores y posteriores a la guerra, 
en particular la que se produjo alrededor, no sólo de la estrategia, sino, 
sobre todo en cuanto al tema fundacional de los “límites de la cubani-
dad”. En este sentido es bueno recordar que, en no pocas ocasiones, los 
independentistas consideraron a los reformistas, anexionistas y autono­
mistas como “anticubanos” (Rojas, 1998: 86). Finalmente, en medio 
de tal controversia, se va imponiendo una definición de la nación que 

los Estados Unidos. Para un análisis exhaustivo del proyecto de anexión a México puede consultarse 

R. Rojas, 2001: Cuba mexicana. Historia de una anexión imposible, México, Secretaría de Relaciones 

Exteriores.

7	 Como se verá más adelante, el anexionismo resurgirá (ya sea explícita o implícitamente) en la vida 

política del país, no sólo como programa político sino como amenaza frente a la cual se legitimarán 

tanto decisiones políticas, como exclusiones y descalificaciones. 
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se contrapone y excluye a un “enemigo” y que, por tanto, privilegia las 
diferencias por encima de las coincidencias; la lucha y la confrontación 
por encima del diálogo y la negociación.

Respecto a la comprensión de lo público y la relación individuo–
Estado, pueden establecerse divergencias entre aquellas posturas más 
cercanas a la tradición liberal–individualista y las que expresan mayor 
afinidad con la cívico–republicana.8 Así, mientras los reformistas–au­
tonomistas se inclinaban por un modelo de ciudadanía civil, privada y 
pasiva —privilegiando la evolución sobre la revolución—, los indepen­
dentistas optaban por el modelo militante que demandaba como de-
ber–derecho ciudadano la participación en la solución del problema de 
la constitución de un Estado independiente. Mientras unos promovían 
un ciudadano al que la corona española concediera iguales derechos que 
a los peninsulares por la vía de la negociación política, los otros veían 
en la revolución el único modo de forjar ciudadanos que impusieran el 
régimen de derechos y libertades necesarios.

Desde esta perspectiva, es posible observar diferencias en el patrón 
inclusión–exclusión (aunque también no pocas similitudes). Es claro 
que ambos proyectos —al menos en principio— conciben una Cuba 
blanca y masculina, por lo cual la más evidente exclusión ciudadana que 
comparten es la del negro (esclavo o libre) y la mujer, pero no es la 
única. Dado que ambos proyectos de nación son obra de la clase alta y 
la intelectualidad, es posible percibir en un primer momento cierto no­
tabiliarismo en la proyección de la ciudadanía, que se manifestaría en 

8	 Un trabajo que ilustra la existencia de estas dos tradiciones es el de R. Rojas, “Viaje a la semilla”, en 

Apuntes Posmodernos, vol. 4, núm. 1, Miami, otoño de 1993. Allí aparece claramente cómo en la 

tradición que denomina “racionalidad ética emancipatoria” —desde Varela a Martí— se insiste en 

la virtud cívica y se desprecia la persecución de intereses individualistas; frente a ésta, la “racionalidad 

técnico–instrumental” reclamaba el tipo de representación política que defendiera los derechos indi-

viduales y no exigiera al individuo más que el respeto a los derechos de los otros, protegiéndolos de 

las arbitrariedades del Estado. Del mismo autor también puede consultarse el libro Isla sin fin (Rojas, 

1998), donde regresa sobre el tema (Primera parte).
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la restricción de los derechos civiles y políticos a aquellos (varones) con 
capacidad para la actividad política (esto es, los que tuvieran instrucción 
o un mínimo de propiedad o ambas), lo que supone un grupo conside­
rado superior (la élite ilustrada) del cual los demás serían dependientes. 
No obstante, como se verá más adelante, las circunstancias en que fue 
evolucionando el separatismo durante la guerra, condicionaron que es­
ta tendencia se fuera despojando de su elitismo inicial y que, al lograrse 
la independencia, las exclusiones fueran mínimas. 

La principal diferencia entre los modelos está en el ámbito de la 
inclusión. Mientras que, para la nación de los autonomistas y refor­
mistas, los peninsulares cabrían en la definición ciudadana —para 
ellos, cubano era cualquier hombre blanco nacido en Cuba (Moreno 
Fraginals, 2002)—, para los separatistas, los españoles constituían el 
otro por excelencia, más que eso, eran el enemigo y, por lo tanto, no 
podían ser dotados de los mismos derechos que los criollos. Son, de 
hecho, dos nociones que emanan de diferentes conceptos de sobera­
nía; una que la hace depender solamente de un sistema de represen­
tación política, la otra que no concibe tal representación si no es en 
condiciones de independencia total de España.

Más allá del imaginario político, los criterios de inclusión, también 
pueden rastrearse en el ámbito de lo que podría considerarse ya la so­
ciedad civil, en cuya narrativa igualmente se produce una delimitación 
simbólica de la pertenencia. Como hemos visto, desde la segunda mi­
tad del siglo xix, y aún en medio del estatus colonial, pueden rastrearse 
en Cuba formas de sociabilidad y asociaciones modernas.9 Tal socie­
dad civil se funda en principio a partir del surgimiento de asociaciones 

9	 Cabe destacar que la modernización de la sociedad cubana por esos años había sido muy acelerada. 

Durante los años de gobierno de Tacón, la prosperidad económica se tradujo en obras de alumbrado 

público, construcción de teatros, caminos y el primer ferrocarril; en lo sucesivo se instalarían teléfonos 

y el telégrafo cubriría todo el territorio del país. La oligarquía cubana era instruida y avanzada y la 

sociedad, cada vez más moderna (Moreno Fraginals, 2000: 39).
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de diverso carácter como tertulias literarias, clubes, logias masónicas, 
etc. Estas formas de asociación aparecen primero de manera informal 
y luego se institucionalizan en mayor o menor grado; pero todas ellas 
contribuyen a la creación de un espacio público moderno en Cuba, en 
el cual circula un discurso que va definiendo la nación y lo cubano en el 
marco de una narrativa donde la modernidad política y el ciudadano 
aparecen como el medio principal para definir las virtudes (y vicios) del 
individuo en tanto miembro de la comunidad política.

Si en un primer momento esta narrativa parecía concentrarse en 
un imaginario liberal que podía ser defendido desde cualquiera de las 
tres corrientes políticas, al estallar la guerra en 1868 y en lo sucesivo, el 
ideario separatista iría adquiriendo un lugar de privilegio en la defini­
ción de la nación. Desde ese momento, la idea de la guerra como crisol 
de la nación cubana toma el protagonismo simbólico y un numeroso 
grupo de hombres ya formados en la lucha por sus derechos entran a 
potenciar el debate público e inducen un cambio importante en los 
valores centrales del discurso. 

El fin de la guerra y los esfuerzos pacificadores de Martínez Campos 
resultan en la aplicación en Cuba de la Constitución Española de 1876, 
que otorga a los cubanos el derecho de libre asociación y reunión. Con 
ello —y a pesar de las numerosas limitaciones con que se aplicó la 
prerrogativa— la experiencia de asociación acumulada por los habitan­
tes del país fructificó en “una verdadera eclosión asociativa” (Zanetti, 
1998a: 49). Estas organizaciones se convirtieron en espacios de debate 
público donde se empezaron a articular intereses grupales y a difundir 
la narrativa de una sociedad civil en proceso de institucionalización.

Al analizar la constitución de esta sociedad civil, no se puede dejar 
de tener en cuenta que, ya desde estos momentos fundacionales, la 
existencia de una numerosa comunidad cubana emigrada a Estados 
Unidos contribuyó significativamente a conformar los modelos de 
ciudadanía y los valores de la cultura política. Más allá de los contac­

la nación inconclusa.indd   43 03/06/16   11:21 a.m.

© Flacso México



44 ◆  La nación inconclusa

tos comerciales10 y culturales “cotidianos” que se forjaron desde antes, 
la primera emigración, que se produce en el siglo xix, fue de carácter 
eminentemente político y se organizó en asociaciones civiles, clubes pa­
trióticos, con el objetivo de organizar, apoyar o ejecutar la indepen­
dencia de Cuba. Por lo tanto, al finalizar la contienda emancipadora, 
los exiliados en su gran mayoría retornaron al país y participaron 
activamente en su vida política. 

Es por ello que, desde los procesos mismos de constitución de la 
nación cubana, hay que constatar la actividad de los grupos de emi­
grados que contribuyeron también de manera significativa, tanto a la 
construcción simbólica de la nación como a los proyectos políticos 
que en las diferentes etapas la han dotado de su cuerpo procedimental. 
Muchos de los que en el período colonial soñaron y lucharon por el 
establecimiento de una república independiente y democrática, tuvie­
ron que hacerlo desde un exilio que se asentó principal (aunque no 
únicamente) en los Estados Unidos.

Ya desde estos primeros momentos, tanto en de las asociaciones 
civiles que se fundaron dentro de Cuba, como en las que se establecie­
ron en el exilio cubano en Estados Unidos, comienza a perfilarse lo que 
sería el corazón de la narrativa de la sociedad civil cubana de la primera 
República: las nociones de ciudadano, democracia, igualdad, libertad y 
justicia, en lo que respecta a las cualidades positivas de las relaciones so­
ciales, y las ideas de modernidad, civilización y progreso en cuanto a las 
cualidades de las conductas y orientaciones culturales generales (Pérez 
Jr., 1999; Zanetti, 1998a y 1998b). Asimismo, junto con este código 
positivo que demarcaba la pertenencia, puede inferirse un contra códi­
go implícito que refería a España y al estatus colonial de Cuba en tanto 
identificaba en ellos las conductas de retroceso, conservadurismo, atra­

10	 Durante todo el siglo xix se fue forjando esta asociación y, aunque Cuba era formalmente colonia 

de España, ya en las últimas décadas del siglo el principal mercado para el azúcar cubano era el 

estadounidense.
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so y tradicionalismo y, en consecuencia, demarcaba ya un patrón que 
definía quiénes debían ser excluidos de la sociedad civil.

Dentro de esta narrativa, el asunto racial (llamado entonces “la 
cuestión social”) había tenido una presencia notoria y permanente. La 
narrativa de la sociedad civil criolla —blanca— siempre excluyó explí­
citamente al negro de la pertenencia. La adopción del liberalismo abre 
paso a una constitución de la identidad nacional que enfrentaba no 
sólo a cubanos frente a peninsulares sino también a blancos y negros. 
En estos discursos las cualidades positivas sólo eran atribuibles a los 
blancos.11

Incluso para los propios independentistas, la implementación de los 
principios democráticos y liberales encontraba la tenaz resistencia de 
una sociedad organizada sobre una economía cuyo sustento más impor­
tante era aún la plantación esclavista. Esto originó una serie de conflic­
tos dentro de los propios insurgentes, retrasando el decreto de abolición 
de la esclavitud por parte de la República en Armas hasta 1870.

No obstante, alrededor del fin de la guerra, ingresa al código y la 
narrativa de la sociedad civil un contra discurso que reivindica la inte­
gración de los afrocubanos a la misma. Este discurso fue elaborado y 
difundido por una buena cantidad de sociedades “de personas de co­
lor” fundadas a lo largo del siglo xix y encaminadas a promover el “ade­
lanto” cultural y social de los afrocubanos.12 Aunque estos discursos 
son más bien marginales y no logran imponerse en el imaginario social, 
contribuyen a complejizar el universo simbólico y a darle visibilidad a 
un nuevo actor.

11	 Obviamente, sólo a los varones blancos; no comento aquí la exclusión de la mujer que ya he mencio-

nado, porque es típico de la época y no peculiar de la circunstancia cubana.

12	 No se puede dejar de tener en cuenta la existencia de una intelligentsia “de color” que había logrado 

cierto nivel de organización (Bobes, 1996). Por otra parte, al finalizar la guerra, en la cual habían 

participado negros y mulatos (y algunos de ellos alcanzado posiciones importantes), estos grupos 

contaban ya con suficientes recursos (materiales y simbólicos) como para elaborar y difundir su propio 

discurso y reivindicar su inclusión en la sociedad civil.
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En cuanto a la cultura política, ya desde estos momentos iniciales es 
posible advertir la existencia de los valores que impactarán en la forma 
de concebir la ciudadanía y la nación. Las prácticas políticas de esos 
años pueden dar luz sobre las características del repertorio simbólico que 
la conformaba y además ilustran el modo en que se van induciendo 
valores que más adelante caracterizarán la cultura política republicana.

La nueva sociabilidad política se canaliza en la formación de los pri­
meros partidos en Cuba. En 1878 se funda el Partido Liberal (más tar­
de Autonomista), heredero del Reformismo de las décadas de 1830 
y 1840, y el Partido Unión Constitucional —de corte conservador e 
integrista—. Desde estas organizaciones, los cubanos buscaron apro­
vechar los derechos adquiridos con el Pacto del Zanjón y comenzaron 
a participar en la política institucional de la metrópoli. Aunque los de­
rechos al voto y a la representación estaban limitados a los hombres 
blancos con cierto nivel de ingreso, este “entrenamiento político” tuvo 
una gran importancia para la difusión de una cultura política moderna 
y amplió el espacio público. 

La libertad de imprenta, por otra parte, permitió que los partidos, 
pero no sólo ellos, discutieran públicamente sobre los grandes proble­
mas del país. Dentro de la gran cantidad de publicaciones (periodísticas, 
literarias y culturales) que aparecieron por esa época, se “infiltraron” 
también las voces de los negros y los primeros relatos míticos de la fun­
dación de la nación en la Guerra de los Diez Años. De manera que, en 
el período posterior a la guerra, la constelación simbólica, en particu­
lar el espacio referido a la nación, la ciudadanía y la política, se consti­
tuye como heterogeneidad, como lugar de debate y confrontación.

El Partido Liberal se funda como un partido moderno para parti­
cipar en el sistema político colonial —modificado a partir de 1878— 
que establecía la posibilidad de elegir tanto autoridades locales como 
representantes al gobierno de la metrópoli. Su programa buscaba la 
constitución de una ciudadanía política por la vía legal, ya que con­
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tenía reivindicaciones de derechos civiles (libertad de pensamiento, 
religión, asociación, imprenta, propiedad, etc.) y políticos (admisión 
igualitaria de cubanos a cargos públicos, aplicación de leyes vigentes 
en la Península, derecho de voto). Se trata de una visión excluyente y 
racista de la ciudadanía, que presupone la inferioridad racial y procura 
la emancipación indemnizada de los esclavos complementada por el 
estímulo a la inmigración blanca.

El ideario Autonomista13 puede resumirse en la idea de que Cuba 
podía instituir un sistema político democrático por la vía de la negocia­
ción y el respeto a las instituciones peninsulares, siempre que se le con­
cedieran autogobierno e iguales derechos a los “ciudadanos españoles de 
las dos orillas del océano” (Bizcarrondo y Elorza, 2001: 223). Sobresalen 
en este ideario la moderación y el respeto por la legalidad que se mani­
fiesta en su práctica negociadora con las autoridades coloniales mientras 
que su discurso antibélico, que presenta la insurrección como un peligro 
y una amenaza al bienestar económico y la prosperidad del país, muestra 
la tendencia a la intolerancia y la confrontación. Como contraparte, su 
idea de nación es difusa y el sentimiento de pertenencia apenas permite 
pensar en una identidad nacional en construcción, más definida en tor­
no a lo cultural y territorial que como sujeto de soberanía política. 

En el juego político abierto por la Paz del Zanjón, el segundo actor 
fue el Partido Unión Constitucional que pugnaba la “asimilación” a 
España y no perseguía el establecimiento de leyes especiales para Cuba, 
sino la aceptación del dominio colonial tal como estaba. Su marcada ten­
dencia españolista integrista no permite vislumbrar una idea de Cuba 
como nación que sustente la ciudadanía. También racista y notabiliario, 
este partido protagonizó —en contubernio con las autoridades colonia­
les— las primeras prácticas de fraude electoral (Bizcarrondo y Elorza, 
2001), que más adelante tanto caracterizarían la política republicana.

13	 El Partido Liberal se reconocerá más tarde como Autonomista.
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Ambos partidos fueron los principales actores que participaron 
en la política “legal” durante el breve lapso del gobierno autonómico 
que la Corona española concediera a Cuba en 1898, pero que los in­
surgentes rechazaron rotundamente. Si bien este régimen no logró pro­
cesar ni resolver los problemas de la sociabilidad política cubana, la 
importancia del período que va desde el Zanjón hasta la intervención 
estadounidense (1878–1898) tiene que ver en primer lugar con la crea­
ción de un campo simbólico donde se perfilan tendencias compitiendo 
por la definición de la identidad y, unido a ello, la conformación de 
valores políticos que tendrán larga duración en la cultura cubana. Frente 
a la solución violenta y revolucionaria del independentismo, los refor­
mistas y autonomistas14 defendieron la vía legal, el respeto a las institu­
ciones y la negociación como la estrategia adecuada para la constitución 
del Estado cubano.

Por otra parte, en este momento comienza a conformarse un cam­
po político donde se producen las prácticas en las que tienen lugar los 
primeros aprendizajes de los futuros ciudadanos y la formación de sus 
élites políticas. En este sentido, si para el campo simbólico, el fracaso y 
consecuente descrédito de la vía legal contribuye a legitimar y reforzar 
las soluciones políticas revolucionarias, en el ámbito de las prácticas la 
participación en los procesos electorales dentro del marco del régimen 
colonial introduce los peores hábitos (fraude, clientelismo, personalis­
mo, etc.) que luego caracterizarían a la República.

En cuanto al ideario independentista, hay que recordar que ya en 
las protoinstituciones democráticas generadas por la guerra y la Cons­
titución de la República en Armas, se dejaron explicitados los princi­
pios fundamentales de igualdad, libertad, sufragio universal y derechos 
del hombre, en los cuales se asentaba la fundación de la nación. Esta 

14	 En 1893 se funda un Partido Reformista como escisión del Partido Unión Constitucional, que se 

acerca ideológica y electoralmente al Autonomismo.
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constitución de la ciudadanía en las instituciones “paralelas” de la gue­
rra representa una presión —desde abajo— por la obtención de derechos 
ciudadanos (civiles y políticos).

La primera Constitución cubana,15 aprobada en Guáimaro en 
1869, refleja la adopción de estos principios. En sus 29 artículos pres­
cribe la libertad de culto, reunión, imprenta, enseñanza y petición, 
además de sancionar la separación de poderes legislativo, ejecutivo y 
judicial y la intención de establecer un sistema político democrático 
para la nueva república. Hay que señalar que esta Constitución, aun­
que establece el sufragio universal como derecho político fundamental 
para todos los cubanos, sólo refrenda disposiciones muy generales acer­
ca de la estructura del gobierno (restringe las facultades del ejecutivo 
y establece la subordinación de los militares al poder legislativo) y 
los requisitos para elegir y ser elegidos, poniendo poco énfasis en los 
derechos individuales. 

Posteriormente, durante la Guerra del 95, se aprueban otras dos 
constituciones: Jimaguayú (1895) y La Yaya (1897). La primera es­
tablecía un Consejo de Gobierno que confundía los poderes legis­
lativo y ejecutivo y que estaba facultado para intervenir en asuntos 
de guerra (dirigida por los militares) en el caso de que las acciones 
bélicas tuvieran consecuencias políticas. La Constitución de La Yaya, 
por su parte, refleja el desarrollo político de los patricios cubanos ya 
que, en sus 48 artículos (el doble de la de Jimaguayú) era más explíci­
ta en las cuestiones de derechos ciudadanos y nacionalidad, derechos 
civiles y libertades individuales (aparece el habeas corpus, la libertad 
de pensamiento, religión, propiedad, inviolabilidad de domicilio y 
correspondencia, el principio de igualdad ante el impuesto, libertad 

15	 Los estudios constitucionalistas cubanos señalan como antecedentes de ésta las propuestas consti-

tucionales de Joaquín Infante (1810), Claudio Gabriel Zequeira (1812), Félix Varela (1823) y Narciso 

López (1850), todas de ideología liberal y corte republicano (De la Cuesta, 2000: 163).
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de enseñanza, asociación y reunión) e incluía una referencia al dere­
cho electoral (sufragio universal).16 

El carácter eminentemente civilista de estas constituciones, que 
insistían en la creación de un gobierno central para dirigir tanto los 
asuntos civiles como los militares, evidencia —más que una respuesta 
a los problemas surgidos en el curso de la guerra— un interés en pre-
parar ciudadanos capaces de llevar adelante la vida política democrática 
de la república que habría de establecerse una vez terminada la guerra y 
con la independencia de España.

La inserción de los valores de igualdad y libertad —comunes a todas 
las tradiciones de pensamiento político presentes en la Cuba colonial— 
en el ideario independentista, parecen más cercanas al modelo cívico–
republicano. Así, por ejemplo, la tendencia a educar al ciudadano es 
afín con la insistencia roussoniana en la necesidad de inculcar la virtud 
cívica y remite a la forma de ciudadanía participativa que supone que 
ésta no es una práctica natural, sino que debe ser aprendida y requiere 
disciplina y compromiso.17

La adopción de este modelo como suministrador de los valores fun­
dacionales de la política cubana, tuvo que enfrentar, no obstante, la 
tensión que suponía hablar de igualdad y libertad en un país donde 
existía la esclavitud y la segregación racial. Esto introdujo al menos dos 
campos problemáticos adicionales a la discusión y el establecimiento de 
la ciudadanía: la abolición de la esclavitud y el problema de la igualdad 
racial.18

16	 Los textos íntegros de las tres constituciones pueden consultarse en Pichardo, 1973, Tomo I.

17	 Para estas características del modelo véase Marquand, 1994 y Oldfield, 1994.

18	 Si bien el primero de estos problemas quedó definitivamente solucionado en 1886 bajo el mandato 

español, el segundo continuó gravitando en forma de tensión no resuelta durante todo el siglo xx. Es 

necesario recordar que, aunque la Constitución de Guáimaro establecía la libertad de todos los habitan-

tes de la Isla (art. 24), los temores de algunos delegados hicieron retrasar la abolición en los territorios 

mambises.
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La ciudadanía quedaba así restringida en un doble sentido; de un 
lado por la presencia de un tipo de individuo que no podía ser consi­
derado ciudadano (el esclavo) —lo cual desafiaba el universalismo de 
los valores— y del otro por la existencia del poder colonial en la mayor 
parte del territorio cubano —que impedía la existencia de un Estado 
cuya soberanía definiera la pertenencia a (y los límites de) la comuni­
dad política.

Otro elemento significativo de la cultura política que se iba fraguan­
do y que marcaría el ejercicio posterior de la ciudadanía en Cuba sería 
el militarismo y sus consecuencias en términos de hábitos y valores.19 
Ya desde la primera guerra, la forma en que se condujeron las relaciones 
entre el poder civil y el militar (con balance favorable a la autoridad de 
los jefes guerreros) condicionaron la aparición del caudillismo castrense 
y sus lealtades particularistas y localistas. Las constantes contradiccio­
nes que se produjeron dentro de la dirección de la guerra —entre los 
jefes militares de las diversas regiones, entre estos jefes y el gobierno 
civil y entre los propios civiles— marcaron negativamente el nacimien­
to de la democracia cubana. Desde entonces, la violencia política, el 
personalismo, el caudillismo y la incapacidad de negociación aparecen 
en el repertorio simbólico nacional y permanecen incluso como parte 
de la propia definición de la nación.

Estas tensiones se arrastrarán e intentarán resolverse en el discurso 
moral y normativo de la siguiente etapa de la revolución de indepen­
dencia, en particular en el discurso martiano. Martí inventa realmente 
la nación (Rojas, 2000) en su versión cívico–republicana, formula el 
mito de origen en la epopeya de la Gran Guerra y, a partir de ella, radi­

19	 Precisamente para ilustrar el punto me gustaría reproducir una cita de una carta del General Calixto 

García: “Mi más ardiente deseo es que concluya esta guerra que no sólo arruina al país, sino que hace 

adquirir a sus habitantes hábitos de soldado, que no son los más propios para regenerar a un país 

que como el nuestro ha estado tantos años sometido a la dictadura militar” (citado por Hernández, 

2000: 17). 
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caliza la idea y la realidad de la república. Su discurso se separa del libe­
ralismo ambiguo de la oligarquía criolla y extiende de manera explícita 
y resuelta el principio de igualdad ciudadana a la igualdad racial. Con 
Martí el discurso nacional alcanza su cristalización más perfecta; se re­
toman los valores fundacionales, se reformulan algunos, se radicalizan 
otros y se incluyen nuevos. La identidad nacional queda definida, más 
que desde lo cultural, desde la soberanía política.

Se trata de un pensamiento francamente antirracista, valor que queda 
plasmado tanto en las bases del Partido Revolucionario Cubano como 
en el Manifiesto de Montecristi.20 Asimismo incorpora una precau­
ción casi obsesiva contra algunos rasgos del pasado reciente: la tentación 
anexionista (considera el antiimperialismo una condición esencial para 
la constitución de una república independiente y democrática), la inuti­
lidad del autonomismo y, sobre todo, el peligroso fantasma del milita­
rismo que entorpeció el camino durante la primera guerra.

El discurso martiano con su insistencia en la igualdad entre las ra­
zas y en la necesidad de construir una república “con todos y para el 
bien de todos”, estableció los valores centrales de nacionalismo cubano 
y contribuyó a fundar la idea que ha resultado predominante en su 
ideología y en sus prácticas de integración: lo cubano está por encima 
de las diferencias raciales; esto es, la cubanidad alcanza su definición 
política en una ciudadanía moderna que no distingue entre razas, y su 
definición sociocultural en el mestizaje. Se trata de una construcción 
imaginaria de la nación no blanca ni negra sino mulata.21 

20	 “Cubanos hay ya en Cuba de uno y otro color, olvidados para siempre —con la guerra emancipadora 

y el trabajo donde unidos se gradúan— del odio en que los pudo dividir la esclavitud” (Manifiesto de 

Montecristi, en Pichardo, 1973, Tomo I: 487) .

21	 Lo que tendrá como una de sus consecuencias más conspicuas el rechazo a cualquier forma de 

identidad étnica defensiva y afirmativa en el grupo subordinado y discriminado, ya que pone en 

conflicto la pertenencia y la solidaridad intragrupal con la identificación con la nación, el patriotismo 

y la civilidad.
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Esta nueva definición de la nación amplía las inclusiones a la ciuda­
danía ya que, simbólicamente, la nación incluye a los cubanos de uno u 
otro color. Pero no hay que olvidar que este pensamiento no se desarrolla 
en solitario, más bien es parte de una intensa batalla entre diversos gru­
pos e intereses (separatistas, autonomistas y anexionistas, miembros de 
las élites tradicionales pro españolas, clases populares, etc.), cada uno 
de los cuales conforma su idea de nación para darle sentido y legitimar 
otro patrón de exclusiones. El discurso martiano, si bien ha quedado 
como el centro de la definición de la nación cubana, compitió en su 
momento con comprensiones más elitistas igual que con otras más ra­
dicales; todas ellas, cada una a su modo, buscaron (re)escribir el relato 
de la patria.

El ideal democrático de construir una república moderna, obli­
gaba a insistir en la promulgación de una constitución y un gobier­
no civil para regir el país durante la guerra. Sin embargo, en el discurso 
martiano se siente más una vocación moralizante que una definición 
procedimental. Si bien abunda en la idea de una nación inclusiva e in­
cluyente es muy escasa su referencia a las instituciones políticas y en 
general al Estado por construir (Rojas, 2000: 137). La ciudadanía 
se define más en la ética que en la norma y la cubanidad resulta de 
una elección moral por la independencia, la soberanía y la libertad. 
Con esto se delinea un campo de exclusión definido por una elección 
ético–política.

La propia fundación del Partido Revolucionario Cubano puede ser 
vista como un intento por oponer una burocracia racional al caudi­
llismo que había prevalecido antes. No obstante, el tipo de liderazgo 
representado por Martí —el individuo que abandona todo lo terreno y 
lo mundano y se inmola por la patria— encuentra mayor afinidad con 
el profeta carismático que con el político profesional descrito por Weber 
como paradigma del funcionario moderno, mientras que el ciudadano 
de su discurso se asemeja más al hombre virtuoso de Rousseau que al 
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ciudadano descrito y elogiado por Tocqueville en su análisis de la de­
mocracia americana.

La comunidad política que se pretendía fundar se basaba más en 
el demos que en el etnos. Simbólicamente se trata de una nación que, 
más allá del compartir una cultura y una historia común, encuentra 
en la ciudadanía y en el establecimiento de un Estado democrático un 
espacio de igualdad que posibilitaría desdibujar las diferencias raciales, 
de clase y políticas. Esta comprensión “cívica” de la ciudadanía, como 
veremos más adelante, posibilita la legitimación de un criterio muy 
amplio de inclusión que se traducirá en la aprobación del sufragio uni­
versal masculino en fecha tan temprana como 1901, y en pocas restric­
ciones para la adquisición de la nacionalidad cubana.22

La coexistencia de diferentes tradiciones de pensamiento —porta­
das por grupos de interés también diversos— y las condiciones pecu­
liares en que ellas se encontraban al final de la guerra, pueden explicar 
que el tipo de ciudadanía dimanado de la invención martiana de la na­
ción no haya prevalecido en la república. No obstante, la fuerza de su 
formulación permite comprender que permaneciera en el imaginario 
como el modelo e ideal por alcanzar. Este ideal incluye, junto al ciu­
dadano, al revolucionario, ya que se trata de una ciudadanía obtenida 
vía la acción. Como ha sido señalado por Turner (1992), en los con­
textos revolucionarios de creación de ciudadanía se tienden a combinar 
demandas desde abajo con el énfasis en lo público. La unión de ambas 
dimensiones daría lugar a un tipo de ciudadanía militante muy com­
prometida con el Estado y la participación.

A la vez, tanto el diseño institucional del sistema político —lo mis­
mo bajo la dominación colonial que durante el breve lapso del gobierno 

22	 En este punto, refiero a los casos emblemáticos de Francia (la nación que surge de una base institu-

cional y territorial del Estado) y Alemania (construcción de la nación no ligada al ideal abstracto del 

ciudadano) sobre los que he comentado antes (Brubaker, 1989). El caso cubano se asemeja más al 

francés que al alemán.
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Autónomo— como la tradición del pensamiento que fundamentaba 
las prácticas de los primeros partidos y alimentaba también el universo 
de valores de la cultura política, tendían a un modelo de ciudadanía 
civil que enfatizaba el estatus legal de los derechos. 

Así, al constituirse el Estado Nación con la independencia en 1902, 
el panorama es complejo y no puede comprenderse cabalmente sin 
prestar atención a estos antecedentes. Durante toda esta etapa funda­
cional se perfilan importantes elementos de la construcción discursiva 
de la nación y la ciudadanía y también se estructura la base del reperto­
rio simbólico que informa la cultura política republicana y muchos de 
sus rasgos actuales. En adelante, la vida política del país reflejará de un 
modo u otro el peso de esta memoria. 

La fundación republicana

Al finalizar la guerra, con el Tratado de París, la República era la imagen 
más poderosa que encarnaba la construcción simbólica de la nación, 
así como las formas de convivencia política y los valores de moder­
nidad social que podrían realizar las cualidades de pertenencia y las 
virtudes ciudadanas. Tal ideal republicano implicaba, de hecho, el 
reclamo por un Estado nación que impulsara los cambios necesarios 
para ello.

La constitución de tal Estado, y en general la transición del esta­
tus colonial al independiente, se produjo en el marco de la interven­
ción militar estadounidense en Cuba (1898–1902). De este modo la 
República nacía dentro de un panorama complejo que distaba mucho 
del proyecto independentista. La entrada en Cuba de las fuerzas de 
ocupación desdibujó el protagonismo del Ejército Libertador y el go­
bierno civil de la República en Armas. En lugar de la toma del poder 
por el grupo vencedor en la guerra, lo que ocurrió fue un proceso de 
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negociación entre el gobierno interventor y los diferentes actores del 
país: el gobierno español y los partidos del autonomismo, los españoles 
residentes en Cuba, los grandes hacendados cubanos y los indepen­
dentistas (tanto con las fuerzas militares como con sus representantes 
civiles en el exilio).

En un ambiente de aguda polémica, afloran las diversas figuraciones 
de lo nacional que finalmente darán lugar al primer diseño institu­
cional de la República: por una parte, algunos autonomistas y muchos 
de los españoles antaño integristas, buscando conseguir su supervivencia 
política (y salvaguardar sus bienes), se adhieren a la tendencia anexionista 
que resurge con las autoridades de ocupación y proponen un protecto­
rado donde lo cubano habría de esperar a momentos más propicios para 
realizarse como soberanía política. En este sentido, la vieja estrategia gra­
dualista de evolución y no revolución se justifica ahora por medio de la 
urgente necesidad de conservar el orden y restaurar la economía.

En el otro extremo se colocaba el patriotismo separatista que no 
admitía otra solución que no fuera la independencia y para el que la 
nación excluía a anexionistas y pro españoles por igual. En medio de 
ellos se ubicaba el grupo de autonomistas que se acercaría a los patriotas 
más conciliadores para aceptar que juntos podían conseguir un sistema 
incluyente que ofreciera lugar para todos. 

Esta redefinición de la nación, producida por el encuentro de las 
tradiciones nacionales en la circunstancia de intervención militar esta­
dounidense en el país, tuvo una enorme significación para la vida re­
publicana en sus dimensiones institucionales y simbólicas. La primera 
de ellas fue que los insurgentes no pudieran exhibir su victoria en el 
traspaso de poderes y que, en cambio, tuvieran que compartir —bajo 
el mandato de orden y paz social de una potencia extranjera— los es­
pacios sociales y políticos con españoles, “voluntarios y guerrilleros”, 
y autonomistas que por obra y gracia de la intervención no resultaron 
“vencidos”.
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Hay que subrayar que el hecho de que el desmantelamiento de las 
instituciones y el modelo de dominación colonial fuera llevado a cabo 
por las autoridades militares estadounidenses influyó tanto en el tipo de 
relaciones entre los diferentes actores como en el proyecto de moderni­
zación que prevalecería en la República. La confluencia de la sociedad 
colonial (y sus diversos proyectos de nación) con las autoridades esta­
dounidenses (y su proyecto de dominación neocolonial) originó una 
reflexión profunda sobre la nacionalidad, la política y un encuentro de 
valores y costumbres que abarcaron incluso a la vida cotidiana (Iglesias, 
2003). La ambigüedad del estatus jurídico del país (ya no colonia pe­
ro todavía no estado soberano) contribuyó a una crisis de identidad 
que se reflejó en la opinión pública de la época y en toda la cultura 
política republicana. Si durante el siglo xix el paradigma de moderni­
dad representado por los Estados Unidos no constituía un problema 
ni entrañaba necesariamente una contradicción con la aspiración de 
independencia, ahora, ante la presencia del ejército interventor, podía 
ser percibido como amenaza a la identidad nacional. 

Después de años de guerra, y como consecuencia de la misma, la 
situación del país presentaba un panorama de penuria y destrucción 
económica.23 Por lo tanto la primera tarea del gobierno interventor se 
abocó a las labores de reconstrucción y modernización en los principa­
les ámbitos. Entre las más importantes pueden mencionarse la reforma 
educativa (que abarcó la modificación de los planes de estudio de la ense­
ñanza en todos los niveles con el objetivo de sustituir la escolástica por 
procedimientos científicos y racionales), un programa de salubridad y 
saneamiento (que incluyó el sistema de alcantarillado, recolección de 

23	 A los efectos de depauperación social y sanitaria (la cifra de muertes se calcula entre 150 mil y 200 mil 

personas) causados por la política de “reconcentración” que el gobernador español Valeriano Wayler 

empleó como estrategia de aislamiento contra los insurgentes, se adicionaban los de la destrucción de 

la industria azucarera, principal fuente de riqueza del país; ferrocarriles y caminos destrozados, campos 

en ruinas y cosechas exiguas, ingenios destruidos, ciudades insalubres y hacendados en bancarrota.
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basura, limpieza de calles y la erradicación de enfermedades tropicales), 
obras de urbanización en las principales ciudades y el levantamiento de 
un censo de población. Asimismo las autoridades estadounidenses se 
encargaron de tutelar la disolución del Ejercito Libertador y la forma­
ción de los primeros partidos políticos republicanos. Todo esto marcó 
el inicio de un proceso de modernización económica, social y política 
(la cual, con la adopción del sistema democrático y sus principios li­
berales debía condicionar la formación de un espacio público plural 
y competitivo donde diversos proyectos pudieran ser debatidos). Este 
proceso constituyó la base para que se iniciara en el país la conforma­
ción de un grupo de actores autónomos que en el transcurso de las 
primeras décadas del siglo se organizarían y reclamarían la ampliación 
y el respeto de sus derechos civiles, políticos y sociales. 

Es precisamente dentro de este período que, con la celebración de 
las primeras elecciones para autoridades municipales y, sobre todo, con 
la elección de delegados a la Convención Constituyente, comienza el 
ejercicio efectivo de una ciudadanía política en el país. Ésta se confor­
maría en los primeros años al interior de un estado oligárquico y un 
sistema político que limitaría la representación, lo que favorecería la ar­
ticulación de una ciudadanía de tipo civil y pasiva dentro del marco de 
las instituciones democráticas. La constitución de la ciudadanía como es­
tatus posibilitó al sistema político, por un tiempo, el procesamiento 
de la contradicción entre el modelo normativo jurídico y las prácticas 
políticas y sociales de los primeros años de la República.

Al analizar este proceso de modernización política es preciso incor­
porar, siquiera tangencialmente, una perspectiva institucional. Si acep­
tamos que las instituciones son espacios de interacción (North, 1995) 
donde los actores definen e instauran reglas de juego, hay que reconocer 
que ellas son siempre resultado de negociaciones, por ello en cierto mo­
do expresan equilibrios entre intereses diversos. Así, las instituciones 
también incorporan y excluyen, ya que las reglas definen quiénes son 
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los actores y sobre qué bases y procedimientos tomarán las decisiones 
y se integrarán al proceso político con legitimidad. Teniendo esto en 
cuenta es posible analizar la fundación de la ciudadanía en su dimen­
sión procedimental.

Las elecciones municipales y las de delegados a la Convención 
Constituyente fueron organizadas por la autoridad interventora. Las 
primeras —para los cargos de alcaldes, tesoreros y jueces municipales— 
se desarrollaron bajo la una ley electoral que imponía la limitación del 
sufragio sólo a aquellos mayores de 21 años que tuvieran instrucción, 
hubieran servido en el Ejército Libertador o poseyeran bienes con valor 
de 250 pesos o más.24 Esta restricción al sufragio, similar a la que rigió 
durante la última etapa del régimen colonial, responde tanto a la pre­
caución de los gobiernos militares estadounidenses que procuraban una 
participación restringida para garantizar el orden y la paz social, como 
a la influencia de los viejos líderes autonomistas, quienes sostenían una 
visión elitista de la democracia, que consideraba la riqueza y la instruc­
ción como prerrequisitos para la participación cívica.

En los comicios para elegir delegados a la Constituyente —celebra­
dos en septiembre de 1900—, y como consecuencia de la participación 
en el debate público de las voces más democráticas del patriotismo se­
paratista, se permitió que sufragaran cubanos sin instrucción y que no 
hubieran servido al Ejército, pero se mantuvieron todavía restricciones 
al voto que serían corregidas en la legislación electoral que sucedió a la 
primera Constitución republicana.

En estas elecciones los partidos que participaron no pueden con­
siderarse de carácter nacional, sino más bien eran grupos políticos 
que funcionaban en las provincias bajo la égida de algún cacique local 
(Riera, 1955) y que establecieron coaliciones electorales para postular 

24	 En esta primera ley electoral se acepta que sufraguen los españoles que al Tratado de París no hubie-

sen declarado su intención de conservarse españoles (Riera, 1955).
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a sus candidatos. Tal influencia de jefes locales —la mayoría de ellos 
altos oficiales del Ejército Libertador— marcaría en adelante tanto la 
cultura política como el funcionamiento del sistema político y electo­
ral cubano hasta la proclamación de la Constitución de 1940.

En cuanto a los primeros partidos, en 1900 se funda el Partido 
Unión Democrática que aglutinaba a viejos autonomistas con algunos 
generales independentistas; defendía el sufragio limitado y una transi­
ción gradual a la independencia que garantizara el orden y la pros­
peridad. Su idea de nación, de nuevo, no estaba condicionada a la 
soberanía política sino más bien a la seguridad y estabilidad econó­
micas y sociales y enfatizaba especialmente la necesidad de concordia 
y reconciliación nacionales. Frente a ellos, alrededor de estos comi­
cios, se fundan el Partido Republicano (de La Habana y Las Villas), 
el Partido Nacional Cubano y otros pequeños grupos que defendían a 
través de diversas propuestas (entre ellas el federalismo), un discurso de 
independencia y soberanía política como premisas indispensables de la 
República, y cuya diferencia fundamental se ha asociado al enfrenta­
miento de la Asamblea del Cerro con el Generalísimo Máximo Gómez 
—los nacionales afines a Gómez y los republicanos al grupo más radical 
de la Asamblea (Le Riverend, 1966: 20)—. Entre todas estas fuerzas 
políticas se estableció una fuerte polémica en torno a los límites de la 
pertenencia a la comunidad, la soberanía y las formas en que un Estado 
debería encarnarlas.25

La legislación de los primeros ejercicios electorales republicanos 
mantenía el sufragio como un derecho reservado a un grupo. Aunque 

25	 Discursos de viejos autonomistas ejemplifican cómo intervino en el debate la tendencia más elitista 

y conservadora: “Se aspira pues (…) a fundar una república de pordioseros e ignorantes, con el 

machete y la guásima por símbolos, esto es, una república de aspecto patibulario, una gusanera”; 

“Independientes son las tribus errantes del Sahara, independientes son Santo Domingo y Haití, in-

dependientes viven Venezuela, Colombia, Guatemala, Costa Rica, Ecuador, ¿es esa la independencia 

que quieren los radicales?” (citado por Bizcarrondo y Elorza, 2001: 410).
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no tenía restricciones raciales explícitas, al establecer los requisitos de 
alfabetismo y solvencia económica, garantizaba prácticamente la ex­
clusión de los cubanos no blancos de este derecho ciudadano. Con ella 
además se evidencia la presencia de un nuevo actor dentro de la política 
cubana: las fuerzas de ocupación y, consecuentemente, la irrupción de 
algunos de sus valores, entre los cuales destaca una posición marca­
damente racista que, si bien encontraba eco en algunos de los actores 
del escenario colonial, se oponía abiertamente e ignoraba la vocación de 
integración racial que había defendido el ideario martiano.

La convocatoria “para elegir Delegados a la Convención […] para 
redactar y adoptar una Constitución para el pueblo de Cuba, y como 
parte de ella proveer y acordar con el Gobierno de los Estados Unidos en los 
que respecta a las relaciones que habrán de existir entre aquel Gobierno y 
el Gobierno de Cuba […]” (Texto de la Orden 301, en Pichardo, 1973: 
Tomo II, p. 71, énfasis mío) fue emitida en julio de 1900 y originó el 
despliegue discursivo más importante en la competencia por la defini­
ción simbólica de la nación y la inclusión ciudadana.

En cuanto a los preceptos constitucionales, asuntos como los del 
sistema de gobierno representativo y la igualdad de todos los cubanos 
ante la ley, fueron aprobados sin discusión, lo que indica la existencia 
de un consenso amplio respecto a la modernidad de las instituciones del 
sistema político y los mecanismos democráticos de representación, 
mientras que la existencia de diversas posturas respecto a los temas de 
la división en provincias y su subordinación al poder central, el sufragio 
(universal o restringido), la relación entre Estado e Iglesia y el reconoci­
miento de deudas, suscitaron intensos debates entre los constituyentes 
(Pichardo, 1973: 74).

No obstante, la polémica de mayor alcance que tuvo lugar en el 
seno de la Constituyente fue sin lugar a dudas la discusión de una 
enmienda acerca de las relaciones de la futura república con el vecino 
del norte. Ésta, aprobada en el Congreso de las Estados Unidos, fue 
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impuesta a los delegados como condición para el traspaso de poderes 
a un gobierno nacional. Ya que la enmienda suponía el tutelaje de la 
República por los estadounidenses, la adhesión o no a ella representaba 
una toma de posición en torno al principio de soberanía política como 
fundación de la comunidad nacional. Así, el debate más importante de 
la asamblea fue en torno a la aceptación o no de la Enmienda Platt. La 
opinión pública y la mayoría de los veteranos de la guerra presentes en 
la convención reflejaron el rechazo y la inquietud del pueblo (eviden­
ciada en manifestaciones populares en las principales ciudades del país) 
por la imposición de una cláusula que, al limitar la soberanía del Estado 
cubano, minaba la nacionalidad. Por su parte, los viejos líderes auto­
nomistas volvieron a esgrimir el argumento de la debilidad económica, 
la necesidad de orden social y la falta de educación del pueblo, para 
legitimar la “protección” de los Estados Unidos a la nueva República.26 
Finalmente, la enmienda fue aprobada por 16 votos contra 11, después 
de una intensa negociación y airadas protestas, y en los votos razona­
dos de los delegados quedó claro que se aprobaba porque era la única 
forma de ver salir a las fuerzas de ocupación.

Como resultado de la Convención, la Constitución proclamada en 
1901 refrendaba los principios de representación y elección, la divi­
sión de poderes y el sufragio universal masculino, pero el apéndice 
impuesto —la Enmienda Platt— que otorgaba a los estadounidenses el 
derecho a intervenir militarmente en Cuba “para la conservación de 
la independencia cubana, el mantenimiento de un gobierno adecuado 
para la protección de vidas, propiedad y libertad individual” (Texto 
de la Enmienda, en Pichardo, 1973, Tomo II: 119) se inscribió desde 
entonces en un lugar de ambigüedad e incomodidad en la construcción 

26	 El único delegado del pud fue el viejo autonomista Eliseo Giberga, quien votó a favor de la Enmienda 

Platt; también al calor de los debates, el periódico autonomista El Nuevo País, entre 1900 y 1901 

publicó varios artículos a favor del protectorado (Bizcarrondo y Elorza, 2001: 410–411).
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simbólica de una nación que desde sus momentos fundacionales había 
elegido definirse en el demos, a través de un Estado independiente de 
orientación republicana.

Por otra parte, y como corolarios de esta imposición, se firmaron 
en 1903 el Convenio de Arrendamiento para Estaciones Navales —que 
cedía parte del territorio nacional a los Estados Unidos— y el Tratado 
de Reciprocidad Comercial, cuyo articulado subordinaba la economía 
cubana y abría a la inversión estadounidense todos los sectores claves 
de la misma (agricultura, minería, transporte, servicios, etc.). Más allá 
de las consecuencias para el modelo económico que se instauraría en 
la república (concentración del comercio exterior, monoproducción, 
monoexportación, absoluta dependencia del azúcar y máxima vulne­
rabilidad), el impacto de estas decisiones en el alumbramiento de la 
nueva república acabaría por expresarse en el profundo desaliento y el 
pesimismo que suscitó la democracia cubana en la opinión y la cultura 
política de los primeros años del siglo xx.27

La adopción de una Constitución representa el esfuerzo más siste­
mático y explícito de diversos actores por establecer, como resultado 
de su proceso de negociación, qué tipo de instituciones y cuáles nor­
mas gobernarán los procesos políticos de una sociedad en un período 
determinado. Ya que el derecho al sufragio por sí solo no garantiza la 
participación en el proceso político, las legislaciones complementarias 
acerca del sistema electoral y de partidos completan el establecimiento 
de mecanismos que en muchos sentidos influirán en el ejercicio de la 
ciudadanía.

Visto desde esta perspectiva, el establecimiento del sistema de­
mocrático en Cuba, así como la adopción de una legislación electoral 

27	 Más aún, esta circunstancia marcaría en lo adelante toda la vida política cubana y constituye el ele-

mento simbólico fundamental que posibilitó la inserción del proyecto socialista legitimado en el 

nacionalismo antiimperialista a partir de 1959 (Bobes, 1994 y 2000).

la nación inconclusa.indd   63 03/06/16   11:21 a.m.

© Flacso México



64 ◆  La nación inconclusa

inclusiva —sufragio universal masculino para mayores de 21 años—, 
puede entenderse como un proceso de negociación en el cual está pre­
sente una constelación de factores diferentes.

La preexistencia de diversas tradiciones (y actores sociopolíticos), 
una de las cuales había presidido la contienda emancipadora y la ne­
cesidad de movilización nacional que ella había demandado, la forma 
en que finalizó la guerra y la presencia de una fuerza de ocupación, 
condicionaron que la Convención Constituyente de 1901 fuera nece­
sariamente un espacio de negociación entre las diferentes fuerzas que 
habían participado en la guerra y con los diversos grupos que no habían 
participado en la contienda.28 Esto puede explicar, en primer lugar, la 
extensión del sufragio —obviamente ni los negros ni los mulatos, ni los 
pobres ni los analfabetos, que habían participado como grupos en la 
guerra, podían excluirse del sufragio y demás derechos políticos en 
estas condiciones—;29 aunque el tema fue objeto de discusión, es obvio 
que prevaleció la tendencia más democrática del proyecto independen­
tista martiano de la República “con todos y para el bien de todos”. No 
es despreciable, por otra parte, la influencia y la presión de los esta­
dounidenses para el establecimiento de instituciones democráticas en 
condiciones de estabilidad y orden social que facilitaran y legitimaran 
su presencia en el país.

Desde un punto de vista más cultural, hay que tener en cuenta 
que las constituciones no sólo generan incentivos y trabas al sistema 
político, sino que además reflejan los valores e ideales de una sociedad 

28	 Me estoy refiriendo a las posiciones de los actores políticos ya mencionados, pero también a otros 

grupos de presión, como los hacendados y comerciantes españoles que lograron conservar sus bie-

nes y algo de su influencia política (Ibarra, 1998, da cuenta de la importancia del grupo español en 

el control de la banca y otros sectores de la economía nacional durante las primeras décadas de la 

República), así como a los trabajadores que comenzaban a organizarse más allá de estos intereses.

29	 De modo similar, G. Therborn (1980) discute los casos de extensión del sufragio y ampliación de la 

democracia por la vía de la “movilización nacional” estudiados para Europa.
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en un momento determinado. Por ello, es preciso recordar que en la 
institución imaginaria de la nación, que se había desarrollado desde 
el siglo xix, las ideas de modernidad, civilización y progreso estaban 
fuertemente asociadas a la ruptura con España y el estatus colonial, y 
su modelo principal lo constituían los Estados Unidos. El tipo de insti­
tucionalidad política que se negoció en la Constituyente de 1901 y que 
regiría la vida de la primera etapa de la República, está inspirado en la 
democracia estadounidense.

Así, el patrón simbólico de la nación cubana comenzó a perfilarse 
de manera bifronte; por una parte la herencia del régimen colonial era 
vista como la quintaesencia del mal y causa de todos los vicios y proble­
mas de Cuba, pero a la vez España y la hispanidad formaban parte de la 
esencia de la identidad y la cultura. Por otra parte, los Estados Unidos 
eran el paradigma de la modernidad, siendo su democracia el modelo 
a seguir, pero su injerencia política y su expansión sobre la economía 
nacional constituían la mayor amenaza para la cubanidad. Junto a esto, 
también durante los años de ocupación, comienza un doble proceso 
de “americanización” de las costumbres en la vida cotidiana y, simul­
táneamente, inicia el proceso de construcción discursiva de una “épica 
nacional” que, inspirada en la constelación de hechos y relatos heroicos 
de las guerras independentistas, fungiría como mito fundacional para 
la nación cubana (Iglesias, 2003).

Desde la perspectiva de la ciudadanía, para analizar el modelo que 
prevaleció en la República, además de la extensión del sufragio y los 
principios generales consagrados en la Constitución, hay que atender a 
las prácticas —inclusivas en algunos aspectos y excluyentes en otros— 
a través de las cuales las instituciones de poder buscaban consolidar las 
relaciones sociales con las que estaban comprometidas.30 

30	 Como ha señalado Taylor (1994: 144), los derechos sólo tienen significación si dan la posibilidad de ac-

ceso y control sobre los recursos necesarios para realizar las necesidades humanas de autodesarrollo.

la nación inconclusa.indd   65 03/06/16   11:21 a.m.

© Flacso México



66 ◆  La nación inconclusa

Respecto a la dimensión procedimental de la inclusión, si se analizan 
los derechos civiles y la membresía a la comunidad política, queda clara la 
negociación de las dos definiciones simbólicas de la nación, consideradas 
como demarcadoras de los criterios de pertenencia a la comunidad política. 
Respecto a los primeros no hay mucho que discutir ya que se reconocen la 
igualdad, las garantías procesales, la libertad de pensamiento y expresión, 
la libertad religiosa (aunque con la limitación de que se respete la moral cris­
tiana y el orden público), la libertad de desplazamiento, de propiedad, etc. 

En cuanto a la nacionalidad, el problema es más complejo. Según 
la Constitución de 1901 (art. 5) se consideran ciudadanos cubanos por 
nacimiento:
1.	 los hijos de cubanos nacidos dentro o fuera del territorio nacional; lo 

que induce a pensar en la importancia de la inclusión de un exilio 
político numeroso —compuesto principalmente por separatistas— 
que retornó a la patria con sus familias después de muchos años, 
pero también supone una distinción (si no velada exclusión) de la 
pertenencia de los hijos de españoles y africanos; y

2.	 los nacidos en Cuba de padres extranjeros que así lo solicitaran (en este 
punto se refuerza la idea de una formulación de lo nacional más a 
partir del demos que del etnos).

A su vez se otorga el estatus de cubanos por naturalización (Art. 6) a:
1. 	 los extranjeros que hubieran pertenecido al Ejército Libertador y que lo 

reclamaran (dado que grandes figuras de la independencia, habían 
sido extranjeros, en el Art. 65 que establece los requisitos para ocupar 
el cargo de presidente de la República se adicionó la salvedad de que 
para ser votado a este puesto se exigía ser cubano por nacimiento o 
naturalización, siempre que hubiera servido con las armas a Cuba por 
diez años; asimismo, para ser representante se admitía a los cubanos 
naturalizados. Es obvio que estas inclusiones reflejan los intereses de 
los veteranos por participar plenamente en la política republicana),
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2.	 a los españoles residentes antes de 1899 que no se hubieran inscrito 
como españoles hasta 1900 (esta inclusión dimanada de la presión de 
grupos económicos peninsulares, también refleja el debate en torno 
a la necesidad de reconciliación nacional favorecido por el gobierno 
de intervención y por el autonomismo),

3.	 africanos que hubieran sido esclavos en Cuba o emancipados (inclu­
sión que los equipara a los españoles y otros extranjeros) y 

4.	 otros extranjeros residentes en el territorio desde antes de 1899 y que 
así lo solicitaran.31 (Inclusión que amplía la definición de la nación 
incluso a algunos grupos con intereses económicos en Cuba, quizás 
cercanos a grupos anexionistas o pronortemaericanos).

Como puede apreciarse, la negociación entre diferentes grupos de 
interés, con un fuerte peso de los independentistas y de grupos espa­
ñoles y pro españoles económicamente fuertes, redundó en un criterio 
muy inclusivo de pertenencia a la nación y de derechos ciudadanos 
para casi todos los individuos que eligieran ser cubanos. Por otra parte, 
esta legislación también evidencia la necesaria relación (con un interés 
expreso de incorporación) del nuevo Estado con su comunidad emigra­
da, la cual, en no poca medida, había participado activamente en la pre­
paración y el financiamiento de la guerra de independencia, a la vez que 
había constituido un importante grupo de presión dentro del territorio 
estadounidense para influir en la política de aquel país hacia Cuba. De 
hecho (y no por anecdótico es menos importante), el primer presidente 
de la República —Tomás Estrada Palma— no sólo había vivido una 
larga temporada en los Estados Unidos como exiliado político, sino 
que, como Delegado del Partido Revolucionario Cubano, había parti­
cipado en las negociaciones para el reconocimiento de la beligerancia 

31	 En este artículo se regula también el requisito general de naturalización para cualquier extranjero 

consistente en residencia de al menos 5 años en el país, lo que constituye una normativa muy laxa 

—en comparación con otras de América— para obtener la carta de naturalización.
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de Cuba por parte del Congreso estadounidense. Así también otros 
políticos influyentes del período fueron exiliados retornados al país. 
Entre ellos se cuentan embajadores, senadores y ministros de estado, 
además de otro presidente de la República —Mario García Menocal— 
quien había estudiado y vivido por varios años en los Estados Unidos. 
El impacto del retorno al país de un grupo numeroso de cubanos que 
habían residido por muchos años en el extranjero tendría también un 
peso significativo en la estructuración de la narrativa de esa primera 
sociedad civil.32

En cuanto al ejercicio de los derechos políticos, la Constitución de 
1901 reconoce, además del sufragio universal masculino, los de ser elegido 
para cargo público (estableciendo los requisitos específicos para las dife­
rentes posiciones) y los procedimientos para la participación en el proce­
so político.33 Aunque evidentemente se trata de una constitución liberal 
que insiste en las libertades individuales y proporciona acceso a la repre­
sentación, para comprender cabalmente el modo y el grado en que eran 
ejercidos estos derechos sancionados por la Carta Magna hay que tener en 
cuenta el funcionamiento del sistema político en esos primeros años. 

Durante las tres primeras décadas del siglo, el sistema político cu­
bano se organizó a través de la prevalencia de dos fuerzas —liberales y 
conservadores—34 que se disputaban la elección usando una maquina­

32	 Sobre esto volveré más adelante.

33	 En este sentido, la Constitución sólo prescribía que la ley debería asegurar la intervención de las mino-

rías en el censo de electores y su representación en las Cámaras y dejaba a las leyes complementarias 

los detalles; en un primer momento se legisló la inscripción voluntaria en las listas de electores, lo que 

fue modificado por la Ley Electoral de 1908.

34	 La diferenciación fundamental puede hacerse a partir de estas dos grandes fuerzas políticas, por 

cuanto la aparición de pequeños partidos desgajados de una u otra, no representaba más que pug-

nas y celos personales por las nominaciones para los cargos públicos. Así, puede decirse que la políti-

ca de esos años era la de la competencia entre liberales y conservadores, aun cuando a las elecciones 

concurrieran, eventualmente, más de dos partidos políticos. La cantidad de coaliciones efímeras (ver, 

por ejemplo, Riera, 1955) forjadas al calor de las elecciones, justifica esta reflexión.
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ria electoral sustentada básicamente en solidaridades y lealtades de tipo 
clientelar. Más que su programa de gobierno o su plataforma política 
o ideológica, lo que distinguía las preferencias partidarias era la adhe­
sión personal a su caudillo. En esta circunstancia, sin dudas influyó 
la fuerte presencia en el ámbito político de los altos oficiales (desmovi­
lizados) del Ejército Libertador, los cuales, en la mayoría de los casos, 
conservaban liderazgos regionales que se traducían en profundas leal­
tades, muchas veces carismáticas, forjadas a lo largo de la guerra, y que 
posteriormente —y en no poca medida a través del usufructo del poder 
y los cargos públicos— transformarían en clientelas políticas. 

Estas prácticas generaron un déficit de ciudadanía ya que al ser mo­
vilizados en grupos por caciques o sargentos políticos, los ciudadanos 
eran, de hecho, despojados de su derecho individual, e impedidos, por 
tanto, de ejercer adecuada y plenamente sus derechos. La influencia 
de estos cacicazgos locales producía además protestas violentas frente 
a jornadas electorales más que irregulares, donde la mayor parte de 
las veces los resultados eran decididos por el uso de la fuerza o artimañas 
legaloides. 

Estas características del sistema político, que irían reforzando los ras­
gos principales de la cultura política cubana, resultaban fortalecidas por 
el tipo de presidencialismo plasmado en la Constitución y el sistema 
electoral prescrito por su legislación complementaria. Respecto a lo pri­
mero, el presidente —elegido por voto popular indirecto y por un pe­
ríodo fijo limitado a una reelección— gozaba de amplios poderes y tenía 
más incentivos para distribuir prebendas que para buscar equilibrios con 
el legislativo. El Congreso Bicameral —también elegido por mayoría 
simple y, en el caso del Senado, por votación de segundo grado— más 
que representar los clivajes socioeconómicos de la sociedad, constituía 
una muestra del mosaico de caciques regionales y “fulanos” influyentes 
de los partidos, los cuales acapararían las principales posiciones políticas 
y darían su sello peculiar a la política cubana de esa época.
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El Congreso se reunía poco y era lento para aprobar las leyes. La 
posibilidad de reelección presidencial favorecía acuerdos cupulares y el 
personalismo avivaba una política de odios enconados, matizada por 
el fraude y la violencia política alrededor de los procesos electorales, 
mientras los fueros se tornaban cada vez más en “patentes de corso” 
para convertir la administración pública en reserva particular de los 
políticos. La amplia inclusión refrendada por la Constitución se fue 
convirtiendo en una república de “Generales y Doctores”35 donde se 
repartían prebendas y privilegios a cambio de votos. 

Esto generó rápidamente una situación de desencanto y pesimismo 
e hizo que muy pronto la legislación empezase a ser vista como letra 
muerta por parte de la mayoría del pueblo, en particular por los afro 
descendientes. En cuanto al problema racial, la Constitución de 1901 
fundó una comunidad política basada en los principios de igualdad y 
libertad, que debía ser capaz de absorber y procesar las diferencias; más 
aún, la condición ciudadana surgió como un espacio de igualdad que 
ocultaba y negaba el problema racial. Así, el sufragio universal masculi­
no para mayores de 21 años no excluía a ningún individuo de los dere­
chos civiles y políticos, pero como la Carta Magna no contenía ninguna 
alusión explícita a las razas ni a la discriminación, lejos de resolver el 
problema, lo soslayaba y, en este sentido, impedía su debate público 
y su eventual solución. Tal omisión no puede ser considerada casual 
—teniendo en cuenta la fuerza del debate en los años precedentes— 
sino más bien sintomática de una tendencia que se afianzaría cada vez 
más en la sociedad cubana del siglo xx: la negación de la discriminación 
y la consideración del tema racial como divisivo y contrario al ideal de 
la unidad nacional.36

35	 Esta expresión dio título a la ya clásica novela de Carlos Loveira y apunta a la influencia de los caudillos 

militares de la guerra y los viejos políticos “ilustrados” en la política oligárquica de la primera república.

36	 En este punto no se puede dejar de observar que el asimilacionismo y el integracionismo son también 

formas de racismo, ya que el grupo dominante impide por esta vía su afirmación identitaria al grupo 
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A pesar de los principios liberales de la Constitución, los primeros 
años de la república se caracterizaron por la presencia de prácticas dis­
criminatorias contra la población no blanca (como es el caso de la di­
visión de las plazas públicas en zonas separadas para blancos y negros, 
escuelas privadas segregadas racialmente, y muchas otras). A pesar de 
los méritos alcanzados en la guerra, muy pocos negros y mulatos ocu­
paron cargos políticos de importancia en la administración pública 
o en el poder judicial o el servicio exterior, sino que fueron relegados 
a las posiciones de menor rango, prestigio y remuneración, cuando 
no totalmente excluidos. Más aún, durante todo el primer tercio del 
siglo xx, se siguieron difundiendo discursos que demandaban el au­
mento de la inmigración blanca y, de hecho, se pusieron muy pocas 
restricciones a la inmigración española que siguió creciendo y ocupan­
do puestos de trabajo. 

La vocación de asimilación e integración del imaginario ciudadano 
cubano puede apreciarse cabalmente en el hecho que el único inten­
to por fundar una fuerza política de base racial o étnica —el de los 
Independientes de Color— fue rápidamente neutralizado por la Ley 
Morúa37 —que prohibió la creación de partidos raciales en nombre del 
universalismo de los derechos— y culminó en un alzamiento militar 
cruentamente reprimido por las fuerzas del orden.38 A partir de lo ante­
rior es posible discutir el patrón de exclusión y restricción del ejercicio 
de derechos políticos que dimanaba de una institución imaginaria de 
la nación cubana, basada en la integración y la asimilación de lo negro 
dentro de una Cuba que, si bien intentaba presentarse como mestiza, 
era, obviamente, aún blanca (y, por supuesto, masculina).

excluido, la cual constituye siempre un recurso para emprender acciones colectivas de defensa para 

su reconocimiento en condiciones de verdadera igualdad.

37	 Enmienda al art. 17 de la Ley Electoral propuesta por el senador (afrocubano) Martín Morúa Delgado 

y aprobada por el Congreso en 1910 (Pichardo, 1973, Tomo II: 364).

38	 Para un análisis detallado de este levantamiento puede consultarse Fermoselle, 1998.
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Todo este proceso refleja en primer lugar la existencia de un clivaje 
racial que el sistema político no lograba procesar; pero también la pre­
valencia en el imaginario cubano de la unidad (étnica, cultural y polí­
tica) como fundamento de la nación. A su vez, el discurso intelectual 
de la identidad nacional, que comenzaba a estructurarse por esos años, 
contribuía a reforzar la idea del mestizaje, la asimilación y la fusión. Este 
discurso se abocaría a describir un “carácter cubano” y una idiosincra­
sia nacional basados en la mítica patriótica que guió las sublevaciones 
de 1868 y 1895, insistiendo en la historia de los padres fundadores y 
alertando contra los “vicios de la factoría colonial” que estaban prevale­
ciendo en la República. Lo nacional se contraponía a lo grupal, donde 
el “problema negro” o bien se soslayaba o, directamente, se consideraba 
disruptivo y desintegrador.

La conformación de una identidad nacional suprarracial debía fun­
cionar como un elemento homologador y negador de las diferencias, 
a pesar de que detrás de la cubanidad de todos subsistían enormes dis­
paridades —económicas y sociales— entre los cubanos de uno y otro 
color. Aunque ninguna de las leyes electorales estableció restricciones 
de tipo racial, tampoco se propondrían jamás acciones afirmativas o 
reivindicativas en esta dirección. 

La ley electoral de 1903 suscribía el sufragio universal masculino 
para mayores de 21 años, limitando la elegibilidad a altos cargos públi­
cos a aquellos que supieran leer y escribir; establecía un régimen de vo­
tación de segundo grado (a través de Compromisarios Electorales) para 
presidente y vicepresidente, así como para senadores (los representantes 
se elegían por sufragio directo). 

Entre 1903 y 1940, las diferentes legislaciones electorales contri­
buyeron a reforzar los vicios del sistema político cubano: un bipar­
tidismo débil, clientelar y caciquil, asentado en partidos políticos 
anclados más en bases locales y personales que en un verdadero electo­
rado nacional; un ejecutivo fuerte con capacidad para intervenir en los 
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procesos de sufragio y, como consecuencia de esto y de la falta de contro­
les en los comicios, el fraude electoral, la violencia y la falta de respeto a 
la legalidad. 

Todas estas características implican una limitación en el ejercicio 
de la ciudadanía y pocos incentivos para la competencia democrática. 
El presidencialismo, combinado con un sistema electoral de distritos 
uninominales de mayoría simple (donde gana “el que primero cruza la 
meta” y el ganador se lo lleva todo) para elegir representantes y sena­
dores, condicionaba que la única competencia posible fuera entre los 
dos partidos mayores, ya que los partidos que querían obtener repre­
sentación debían obtener la mayoría simple, con lo cual estaban poco 
interesados en tomar en cuenta a las minorías, a las que el sistema 
excluía absolutamente. A la postre, esto limitaba la capacidad del siste­
ma político para procesar e incorporar los verdaderos clivajes sociales, 
económicos, étnicos e ideológicos de la sociedad cubana. Esta incapa­
cidad se iría mostrando durante todo el período en diversos modos, 
pero sin duda sus mejores ejemplos fueron los frecuentes alzamientos 
armados a raíz de los procesos electorales (los más virulentos fueron 
la “guerrita de Agosto” de 1906, el alzamiento de los Independientes 
de Color en 1912 y “la Chambelona” en 1918) y, finalmente, llevaría 
hacia la década de 1920 a una profunda crisis en el sistema, que cul­
minaría en la llamada “Revolución del 30” y en la refundación de la 
República.

Estos pronunciamientos violentos, que al menos en dos ocasiones 
culminaron con intervenciones militares estadounidenses (amparadas 
por la Enmienda Platt), se convirtieron en el modus operandi de la po­
lítica republicana, generaron un imaginario ciudadano y un cultura 
política favorables a aceptar y legitimar la violencia y el desprecio de la 
legalidad y contribuyeron a difundir la creencia de que los conflictos 
electorales podían y debían ser resueltos en instancias paralelas a las ins­
tituciones democráticas. La cantidad de incidentes violentos (tumultos, 
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asesinatos políticos, atentados, toma de urnas, y un larguísimo etcétera) 
que se registraron durante toda la historia electoral y política republica­
na hacen pensar en la existencia de un “ciudadano armado”, que ante 
la ineptitud de los cauces institucionales apela a la fuerza para ejercer su 
derecho a la participación.

Las diferentes reestructuraciones de las legislaciones electorales que 
dirigieron los comicios durante este periodo introdujeron pocas modi­
ficaciones a estos patrones. Entre las más importantes se puede mencio­
nar la sustitución de la inscripción voluntaria por el registro electoral, el 
establecimiento de juntas electorales con representación de los partidos 
políticos y la penalización de los delitos en 1908. El Código Crowder 
de 1919, por su parte, creó por primera vez la cédula electoral y per­
mitió la inscripción de grupos de electores independientes con carácter 
de partido. Estas modificaciones a la legislación intentaban poner un 
freno a la ilegalidad, el fraude electoral y la corrupción estableciendo 
mecanismos de control, pero no lograron transformar la dinámica ins­
taurada en el sistema político.

Respecto al reconocimiento de las minorías electorales, éste no se 
produce, paradójicamente, sino hasta 1928, con la reforma constitucio­
nal de Machado —altamente cuestionada por su inconstitucionalidad 
y por estar asociada a las pretensiones continuistas y dictatoriales de su 
régimen—, demasiado tarde para un sistema político que ya experi­
mentaba una crisis profunda e irreversible.

Si bien esta primera constitución republicana consagra —como he­
mos visto— una gran cantidad de derechos civiles y políticos, el único 
derecho social que aparece es la enseñanza gratuita (primaria, segunda 
y superior) y obligatoria (primaria) a cargo del Estado (art. 31). Entre 
los deberes consagrados en la constitución, el voto no es obligatorio, y 
sólo se reconocen como obligaciones el servir a la patria en casos que 
la ley establezca (art. 10) y la contribución fiscal. En esta Constitución 
existe un mayor énfasis en los derechos que en los deberes, con lo cual 
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la participación se perfila como una opción que el ciudadano tiene y 
que puede o no ejercer. Todo esto refuerza la tendencia a la formación 
de un modelo de ciudadanía como estatus y un imaginario ciudadano 
más orientado hacia las libertades que hacia los deberes públicos y las 
obligaciones frente al Estado.

En estas circunstancias, la ciudadanía no sólo era concebida como 
estatus, sino que encontraba obstáculos para su ejercicio efectivo en el 
diseño institucional y las prácticas de los políticos. El sistema político 
cubano encarnaba sólo la representación de la oligarquía y los caudi­
llos revolucionarios. Las masas trabajadoras, los intelectuales, las clases 
medias y el estudiantado, en su proceso de maduración como sujetos 
políticos comenzaron a formar sus propias organizaciones, al margen 
de un sistema que los excluía políticamente.

A pesar de estas debilidades del sistema, la proclamación de la 
República en 1902 y la aprobación de la Constitución de 1901, ofre­
cían —a través de su conjunto de derechos civiles y políticos habilita-
dores— el marco legal y procedimental que garantizaba los derechos 
mínimos que otorgaban la capacidad a los ciudadanos para la eventual 
transformación del sistema político y para la institucionalización de 
la sociedad civil. Los derechos de libertad de pensamiento, asociación 
y reunión ampararon la fundación de numerosas asociaciones civiles 
de diversas composiciones: de empresarios, religiosas, étnicas, profe­
sionales, culturales, literarias, de beneficencia, etc. Por otra parte, el 
proceso de modernización económica, política y social y la ampliación 
del acceso a la educación estimularon la aparición de actores colectivos 
con capacidad para identificar sus intereses grupales y eventualmente 
asociarse para perseguirlos.

También contribuyó a la vigorización de la sociedad civil la 
conformación de un espacio público caracterizado por una multi­
tud de publicaciones y espacios de debate que canalizaron el pen­
samiento crítico de la época. Más allá de la existencia de un gran 
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número de periódicos39 y medios de comunicación de carácter 
privado, la actividad concreta de instituciones culturales como la 
Sociedad Económica de Amigos del País, el Ateneo de La Habana, las 
Logias Masónicas, la Asociación de Dependientes del Comercio, 
la Institución Hispano Cubana de Cultura, la Sociedad Pro Arte 
Musical y otras, desplegaron una acción de promoción que invitaba 
a jóvenes intelectuales a reflexionar sobre la circunstancia nacional 
y a disertar o dictar conferencias, muchas de las cuales serían pu­
blicadas como folletos o artículos en importantes revistas de pensa­
miento como Cuba Contemporánea (1913–1927), Social (1916–1938) 
o Bimestre Cubana (1905).

Durante estos años se editaron las obras de Martí, se publicaron 
numerosos estudios históricos y sociológicos sobre el pasado y el pre­
sente del país; aparecieron las novelas de Carrión, Loveira y Ramos, y el 
Movimiento de Veteranos y Patriotas (1911) inició una protesta social 
con la divisa de recuperar la dignidad del movimiento de independen­
cia.40 Al calor de esta actividad intelectual y social se produjo la defi­
nición y la redefinición de las narrativas nodales de la sociedad civil; 
desde ellas se comienzan a perfilar los códigos simbólicos principales de 
lo que sería la sociedad civil republicana: la modernidad, el progreso y 
la civilización, la democracia, la independencia y la virtud ciudadana; 
así se van definiendo amigos y enemigos, cualidades positivas y negati­
vas de las conductas públicas y privadas.

Esta narrativa de una sociedad moderna y civilizada incluía por 
primera vez a la mujer, aunque de manera incipiente, en una nueva 

39	 Sólo para ilustrar el punto, en un memorando de Crowder a Zayas, de 1922, aparece una relación de 

medios de prensa escrita que incluía: El Diario de la Marina, El Triunfo, La Discusión, El Intransigente, El 

Heraldo de Cuba, La Prensa, Cuba, El Día, El Comercio, El Mundo, La Noche y El Mercurio. (Pichardo, 

1973, Tomo II).

40	 Los veteranos se sentían con “… el deber de velar porque no se mixtifique el concepto de la revolu-

ción ni se debilite el amor a la nacionalidad cubana” (Pichardo, 1973, Tomo III: 19).
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perspectiva de sujeto legítimo incorporado a la sociedad41 pero a la vez, 
el contra código comienza a contraponer las cualidades positivas de 
pertenencia a las costumbres de la población no blanca y en particular 
a cualquier reafirmación de su identidad étnica específica, los cubanos 
afro descendientes aparecen entonces en la narrativa y el imaginario 
ciudadano en condición de sujetos subordinados o “ciudadanos de 
segunda”.

No cabe duda de que el discurso de la cubanidad trató el problema 
de la raza como constituyente indispensable de la idiosincrasia cubana 
y, en algún sentido, llamó la atención sobre la situación de exclusión y 
discriminación que prevalecía en el país. No obstante, el tono que pre­
dominó fue el de la integración y la asimilación como el modo de eli­
minar las disparidades.42

Así ingresan como virtudes a la narrativa de la sociedad civil las 
nociones de asimilación e integración, de modo que la condición de 
“amigo” llevaba aparejada la idea de aceptar la tesis del mestizaje con 
la cual la cultura dominante buscaba eludir el problema de la profun­
da división entre cubanos de diferente color. Por otra parte, desde la 

41	 Durante los primeros años de la República, como consecuencia del proceso de modernización y en 

parte también por la creciente influencia del estilo de vida estadounidense, la mujer se incorpora al 

mercado laboral y comienza a tener mayor presencia en la esfera pública. En 1917 y 1918 se promul-

gan dos importantes leyes que favorecen particularmente a la mujer; la primera que le concede la 

libre administración de sus bienes y la patria potestad sobre sus hijos y, la segunda, la ley de divorcio 

de 1918.

42	 Esta generalización que trata de explicar lo que predomina no significa que se ignore la existencia de 

algunas voces disonantes en uno u otro sentido. Algunos intelectuales blancos expresaron un marca-

do racismo, considerando al negro como una lacra de la sociedad y estimulando el blanqueamiento 

por la vía de la inmigración europea, mientras que voces no blancas denunciaban la integración y 

conminaban a denunciarla. Mientras que Menocal se expresaba así “... la raza blanca ha sido la colo-

nizadora... su civilización y mentalidad son tan superiores que no es de suponerse que pierda su 

predominio...” (Menocal, 1935: 28); Arce decía: “En Cuba, ¡escúchalo bien! (imbécil interesado en 

destruir la nacionalidad cubana para provecho tuyo) existe un sola y única raza, la raza cubana...” 

(Arce, 1935: 18).

la nación inconclusa.indd   77 03/06/16   11:21 a.m.

© Flacso México



78 ◆  La nación inconclusa

misma valorización de lo moderno y civilizado, los usos y costumbres 
estadounidenses se convirtieron en el paradigma por excelencia de es­
tas cualidades (ver por ejemplo Pérez Jr., 1999). Ciertos discursos que 
se difunden por esos años, acerca de la conveniencia de favorecer la 
inmigración europea como una vía para lograr el “blanqueamiento” 
de la población cubana, muestran tendencias racistas en la narrativa de 
la sociedad civil que, a su vez, coinciden con tendencias similares en la 
sociedad de Estados Unidos. No obstante, en la medida en que los 
grupos afrodescendientes empiezan a organizarse para articular sus in­
tereses específicos, comienzan a hacer circular sus contra discursos en el 
espacio público y, con ello, a reivindicar modificaciones para el código 
binario que daba vida al patrón de inclusión y exclusión codificado en 
la Constitución de 1901. 

Durante las primeras décadas del siglo xx se fundan en Cuba nu­
merosas organizaciones civiles que asociaban a propietarios, muje­
res, trabajadores, intelectuales, grupos culturales y raciales, etc.; entre 
ellas, el Movimiento de Veteranos y Patriotas (1911), la Federación 
de Estudiantes Universitarios (1922), el Grupo Minorista (1923), la 
Federación Obrera de Cuba (1925) y la Alianza Feminista de Cuba 
(1928). Muchos de estos grupos fundan nuevas revistas contribuyendo 
al auge de las publicaciones culturales y sociales que insisten tanto en 
el cuestionamiento al sistema político como en la necesidad de una 
renovación social profunda. 

Lo más sobresaliente de estos discursos es que revelan la reelabora­
ción de los componentes del código. Las numerosas exploraciones que 
en torno a la década de 1920 se realizan alrededor de “la cubanidad” 
originan una precisión en el inventario de vicios y virtudes y, por lo 
tanto, de la pertenencia legítima a la sociedad civil. Estos discursos, cen­
trados en la descripción de un “carácter nacional”, intentaban explicar 
la situación social del país a partir de las virtudes y vicios de una especie 
de sustancia supraindividual que llamaban “el cubano” o “lo cubano”. 
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El discurso de “la decadencia”, a la vez que marcaba la decepción como 
el signo de la época, logró construir una elaboración discursiva de la 
identidad nacional.

Influenciados por el evolucionismo y el darwinismo, los ensayistas 
cubanos de principios de siglo defendieron la idea de que en Cuba exis­
tía una nacionalidad con características específicas. En el plano socio 
psicológico el cubano se caracterizaba por su ligereza, hedonismo, pa­
sividad, falta de civismo y de valor cívico, indiferencia hacia empresas 
trascendentes, afición al desorden y odio a las jerarquías, informalidad, 
tendencia al choteo (perversión de la burla que hace su blanco en todo 
lo formal, lo solemne y lo sagrado) y la novelería (afición desmedida 
por la novedad), todo lo cual, afirmaban, condicionaba individuos ap­
tos para la tiranía e ineptos para el patriotismo. Asimismo, en el orden 
político los diagnósticos no eran menos sombríos; estos defectos habían 
originado el funcionamiento perverso de las instituciones políticas de­
mocráticas. La Revolución había sido traicionada; más que la soñada 
independencia lo que se había obtenido era un cambio de amo que no 
logró la transformación de la sociedad.43

De hecho, esta nueva narrativa de la sociedad civil insiste en una 
definición negativa; es decir, se señalan las conductas que deben ser 
excluidas de una sociedad civil democrática. De esta manera, a la vez 
que se rechazan los comportamientos corrientes de la política nacional 
(nepotismo, caudillismo, fraude, enriquecimiento ilícito) ingresa al lado 
positivo del código de pertenencia el mito político de la revolución y, en 
consecuencia, el revolucionario en oposición al político. Coincidiendo 
sobre todo con el movimiento antimachadista de 1930–1933, la imagen 

43	 “La generación de cubanos que nos precedieron y que tan grandes fueron a la hora del sacrificio, po-

drá mirarnos con asombro y lástima, y preguntarse estupefacta si éste es el resultado de su obra, de la 

obra en que puso su corazón y su vida. El monstruo que pensaba haber domeñado resucita. La sierpe 

de la fábula vuelve a reunir los fragmentos monstruosos que los tajos del héroe habían separado. Cuba 

republicana parece hermana gemela de Cuba colonial” (Varona, 1915, en Varona, 1974: 57).
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negativa de la corrupción, la deshonestidad y el entreguismo, se iden­
tifican con la “politiquería” de los partidos tradicionales. Una vez más 
regresa al imaginario colectivo la República como el sueño —aun no 
alcanzado— de los padres de la patria.

Junto al mito de la revolución retorna la idea de independencia, 
con lo cual se perfila un enemigo externo que a su vez generará defi­
niciones de exclusión para el código de la sociedad civil. Este enemigo 
encarna en los Estados Unidos, por el lado externo, y, desde el inte­
rior de la sociedad civil, en todos aquellos que manifiestan conduc­
tas de sumisión y entrega a los intereses de la potencia extranjera. El 
imaginario de la “Revolución del 30” constituye, precisamente, esta 
reivindicación de la soberanía, en el plano político simbolizada por 
el rechazo a la Enmienda Platt y la repulsa a una sociedad someti­
da y siempre amenazada por la intervención; en el plano territorial 
por el reclamo de la devolución de las bases carboneras y militares, y 
en el ámbito económico a través del cuestionamiento del Tratado de 
Reciprocidad Comercial y la crítica a la ausencia de un banco y una 
moneda nacionales. 

Con la llegada a la presidencia del General Gerardo Machado, la 
implantación de su política cooperativista, su personalismo y sus preten­
siones dictatoriales ratificadas en la reforma Constitucional de 1927 co­
nocida como la “Prórroga de Poderes” (y antecedida por la suspensión 
de la reorganización de partidos en 1925) y el recrudecimiento de la 
represión a cualquier forma de oposición (legal o antisistema), aumen­
tó aún más el carácter excluyente del sistema, lo cual, en condiciones 
de grave crisis económica como la que existía en el país por esos años, 
tornó la situación explosiva e insostenible.

La crisis económica de 1929, originada por la Gran Depresión, 
afecta a Cuba de manera significativa. La extrema dependencia del azú­
car había generado una economía sumamente vulnerable a los ciclos 
de la economía mundial, que en esos años se encontraba en su peor 
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momento. Esta situación vuelve a llevar a la sociedad cubana (precaria­
mente reconstituida y estabilizada después del desastre de 1898) a una 
nueva depauperación (proletarización de las clases medias, movilidad 
social descendente, disminución del poder adquisitivo) que la sume en 
una incertidumbre que muy pronto se convertiría en acción política.

Entre 1922 y 1928 las nuevas organizaciones políticas y civiles44 
constituían un gran campo de oposición. Algunas de ellas defendían la 
opción del enfrentamiento armado (fundamentalmente en la forma de 
sabotajes y acciones bélicas en las ciudades), otras —como las de ins­
piración comunista y anarquista— preferían la movilización popular 
en huelgas y manifestaciones; las de la política tradicional optaban por 
formas menos novedosas, pero todas tenían en común el rechazo a las 
instituciones y, por lo tanto, no sólo van a reclamar el saneamiento de 
un sistema que permitiera su verdadera representación, sino que van a 
reflejar los clivajes —económicos y sociales— existentes dentro de la 
sociedad cubana.

Este movimiento de alguna manera refleja las tensiones y paradojas 
de la conformación de la ciudadanía durante estos primeros años de la 
república. Por una parte, el sistema político era excluyente, a pesar de 
la existencia de un sufragio considerablemente extendido y de altas ci­
fras de participación electoral,45 en tanto no representaba a los diferen­
tes grupos de interés. Por la otra, el proceso de modernización —que 
implicaba un aumento del nivel educacional, mayor movilidad social, 
mayor acceso a los medios de información y, por lo tanto, estimulaba 
una ampliación de la participación política— y la conformación de un 

44	 Entre ellas, además de las que he señalado anteriormente, la Junta Cubana de Renovación Nacional 

(1923), el Partido Comunista (1925), el ABC (1931), el Directorio Estudiantil Universitario (1927), el 

Ala Izquierda Estudiantil (1931) y otras.

45	 Para la Convención Constituyente, de un total de 185, 501 electores, votaron 131 627 (más de un 

70%) y para las elecciones presidenciales de 1902, de un total de 335 699 lo hicieron 213 116, lo 

que representa un 63% del electorado. Datos tomados de Riera (1955).
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espacio público liberal, favorecían la formación de organizaciones en la 
sociedad civil y de actores políticos que demandaban la transformación 
del sistema.

Desde esta perspectiva, la “Revolución del 30” puede entenderse 
como una lucha por modernizar el sistema político y presionar por un 
cambio en el diseño institucional orientado hacia una democracia más 
efectiva; en definitiva, como el resultado de una movilización popular 
de los sectores excluidos de la representación, lo que explica que no ter­
minara simplemente con la caída del dictador sino que se convirtiera en 
un movimiento de refundación de la vida política del país, por lo que 
marca el momento de irrupción de una ciudadanía clasista que desde 
abajo y autónomamente respecto al Estado, presiona y exige el respeto 
y la ampliación de sus derechos.46

Cuba para los cubanos

Cuando en 1933, la huelga general, que culmina un amplio movimien­
to popular revolucionario, derroca al gobierno de Machado, cristaliza 
en la sociedad cubana un proceso de redefinición simbólica de la nación 
que conduce a la refundación de las instituciones republicanas. Tanto 
la narrativa de la sociedad civil como el imaginario ciudadano mues­
tran la trama de una nueva construcción de nación marcada por el mito 
fundante de la Revolución. La “invención de la tradición”, asociada al 
relato heroico de la gesta y al panteón patriótico presidido por Martí; 
la traición a estos ideales que la República significaba; el trauma de la 
Enmienda Platt y la injerencia estadounidense en la política y la econo­

46	 Éste es un caso como el que discute Marshall (1965), en el cual la ampliación de los derechos ciuda-

danos es concebida como el efecto de las luchas contingentes de los diferentes grupos sociales por 

sus derechos frente al Estado. Como se verá en el próximo apartado, el movimiento culmina con una 

nueva Constitución que extiende los derechos.
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mía cubanas; la degradación de la política oligárquica y restrictiva de la 
República; de todo esto resurge la idea de una nación todavía por reali­
zarse y el ideal moral del rebelde y el revolucionario como héroes.47

Los cambios que se producen entre 1930 y 1940 son de tal im­
portancia para la vida política y la ciudadanía cubanas que es posible 
afirmar que en ese lapso ocurre una refundación total del sistema po­
lítico y una transformación en el ejercicio de la ciudadanía. En agosto 
de 1933, la ola de protestas populares logra poner fin a la dictadura 
machadista y, en un proceso marcado por la injerencia, la “mediación” 
de los Estados Unidos impone el gobierno provisional de Carlos M. de 
Céspedes, quien reestablece la Constitución de 1901, siendo depuesto 
a su vez por el golpe militar del 4 de septiembre, encabezado por el 
entonces sargento Fulgencio Batista, figura que ocuparía un lugar des­
tacado en la vida política cubana hasta 1959.

Los golpistas instauran un gobierno colegiado entre las fuerzas del 
ejército y el Directorio Estudiantil (conocido como la Pentarquía). 
Cinco días más tarde Grau San Martín juró como presidente (provi­
sional) de la República. Haciéndose eco de las demandas del movi­
miento social, durante su gobierno de 100 días48 puso en marcha un 
proyecto nacionalista que incluyó medidas de amplio impacto social 
y político, como la reducción de tarifas eléctricas, la autonomía uni­
versitaria, el decreto sobre salarios mínimos y la jornada de 8 horas, el 
mínimo de 50% de trabajadores cubanos en las empresas, la concesión 
del voto femenino y la derogación unilateral de la Enmienda Platt. 

47	 Tal y como lo describe uno de sus protagonistas, la “Revolución del 30” fue “…una revolución an-

ticolonial de amplias implicaciones políticas, económicas y sociales (de ahí…) su tono nacionalista, 

su carácter antiimperialista, su preocupación por los desposeídos, su concepción pragmática del 

estado, su insistencia en la reforma agraria (…) De ahí su replanteo de los objetivos frustrados de la 

revolución de 1895. De ahí su grito de guerra: ‘Cuba para los cubanos’.” (Roa, en Pichardo, 1973, 

Tomo IV: 430).

48	 Conocido como el Gobierno Grau–Guiteras por la importancia que en su proyecto tuvo el joven 

revolucionario Antonio Guiteras, Ministro de Gobernación.
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A la renuncia de Grau bajo presión del gobierno de los Estados 
Unidos y el ejército, le sucedió otro presidente provisional (Carlos 
Hevia), cuya gestión duró tres días. Por sólo unas horas fue designado 
Carlos M. Márquez Sterling, siendo sustituido por Carlos Mendieta49 
quien, tras poco menos de un año, se vio también obligado a renunciar 
dejando como sucesor a José A. Barnet. Este último dirigió las eleccio­
nes que llevaron a la presidencia a Miguel Mariano Gómez, finalmente 
destituido por el Congreso, tras una gestión de 6 meses. Su sucesor, 
Federico Laredo Bru, gobernó hasta las elecciones de 1940, en las que re­
sultó electo como presidente constitucional Fulgencio Batista, candidato 
de la Coalición Socialista Popular.

Tal desfile de personajes en la primera magistratura, ninguno de los 
cuales logró estabilizar ningún proyecto, venía a confirmar la crisis de la 
política tradicional y sus representantes. Era entonces un hecho que el 
viejo sistema oligárquico estaba definitivamente liquidado y era nece­
sario establecer las bases de un nuevo consenso nacional. La opinión 
pública y toda la sociedad no cesaron en sus demandas de una refun­
dación total del sistema, que reflejara la nueva constelación de valores 
que afloraron en sus discursos. 

La provisionalidad jurídica en que vivió el país durante el período que 
media entre 1933 y 1940 puede ser sintomática tanto de la crisis como de la 
poca importancia que se daba a la legalidad. En este lapso la Constitución 
de 1901 fue modificada 13 veces, a través de diferentes disposiciones pro­
visorias y leyes constitucionales aprobadas por los gobiernos en turno. 
En este proceso de crisis, el sistema político se reorganizó. Aparecieron 
nuevos partidos, hijos de las organizaciones revolucionarias, lo cual mar­
có el fin del bipartidismo. El gobierno de Roosevelt abolió la Enmienda 
Platt y se inició el proceso de promulgación de una nueva Constitución.

49	 Gobierno conocido como Mendieta–Caffery–Batista en alusión al apoyo del embajador de Estados 

Unidos y del jefe del ejército que le llevaron al poder.
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La reorganización de los partidos políticos, que se produjo para las 
elecciones generales de 1936 (en la cuales se eligieron por última vez 
al presidente y senadores por sufragio indirecto) marca el momento en 
que las organizaciones civiles y políticas que habían llevado adelante 
la revolución se constituyen en partidos y logran su reconocimiento 
dentro del sistema político. El surgimiento de estos nuevos partidos, 
y la entrada a la política institucional del Partido Comunista, lleva­
ron al sistema cubano a un multipartidismo de representación clasis­
ta que permite hablar de un sistema de partidos completo (Valenzuela, 
1985).50

Desde una perspectiva simbólica, el impacto del movimiento revo­
lucionario de 1930–1933 puede rastrearse tanto en la cultura política 
como en la narrativa de la sociedad civil y en la transformación del mo­
delo de ciudadanía. La reorganización del sistema de partidos estuvo 
acompañada por la aparición de nuevos valores políticos y, por tanto, 
impactó en una reformulación del imaginario ciudadano. En primer 
lugar, el hecho de que la vieja clase política fuera desplazada por una 
serie de nuevos partidos, los cuales en su mayoría provenían de organi­
zaciones antisistema que se habían adiestrado en acciones violentas, a 
menudo clandestinas y en algunos casos terroristas, legitimadas además 
por la represión y la incapacidad de los cauces institucionales, introdujo 
nuevas prácticas en la política cubana. Entre ellas pueden mencionarse 
el llamado “bonchismo” universitario y la irrupción de bandas de ma­
tones que, con un estilo mafioso de intimidación, operaron como co­
misarios políticos a partir de los años cuarenta, sustituyendo a los viejos 
caciques, fulanos y “mañengues”. Con tales nuevos estilos, la violencia 
política floreció con nuevo rostro, el pistolerismo al servicio de gober­

50	 Hablo de un sistema completo porque en él aparecían representados desde la extrema derecha —vie-

ja oligarquía que mantiene sus partidos y el nuevo abc—, hasta las clases alta y media nacionalistas 

—Autenticismo, Ortodoxia— y la izquierda radical representada por los comunistas.
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nantes, operando de muy diversas formas, sirvió tanto como medio de 
intervención en asambleas partidistas, para favorecer las tendencias y 
los candidatos oficiales, como para intimidar y presionar sobre las diri­
gencias y demandas del movimiento obrero, pero también como excusa 
para promulgar leyes represivas y antidemocráticas.51

Por otra parte, se renovó la clase política. Nuevos rostros y figuras 
pasan a ocupar el debate nacional, con lo cual las bases sociales de 
las fuerzas políticas se reestructuran y aparecen nuevas lealtades asociadas 
también al cambio generacional. Durante este proceso apareció en el 
vocabulario político cubano (y en la narrativa de la sociedad civil) la 
figura del “politiquero” (asociado a los partidos tradicionales) como 
encarnación del polo negativo de la pertenencia; simbolizando además 
la corrupción, la deshonestidad y el entreguismo, de lo cual los nue­
vos partidos “revolucionarios” precisaban desmarcarse. La necesidad de 
una república renovada involucraba un cambio simbólico en la imagen 
de sus representantes; el joven revolucionario debía sustituir ahora a los 
viejos Generales y Doctores. 

Simultáneamente, el cambio producido en las fuerzas armadas con 
el movimiento de sargentos no sólo transformó el viejo ejército en 
“Ejército Constitucional” (lo que implicó el licenciamiento de muchos 
de los antiguos oficiales) sino también hizo surgir una nueva figura de 
“orden” en el país. El ahora Coronel Batista, como “hombre fuerte de los 
americanos en Cuba”, aumentó el control castrense sobre las institu­
ciones civiles. La amenaza de intervención —derogada ya la Enmienda 
Platt— cedió su lugar a la de golpe militar.52

51	 Es el caso, por ejemplo de la creación del Grupo de Represión de Actividades Subversivas (GRAS), jus-

tificado por el gobierno de Prío como un aparato para revertir el crecimiento de los grupos armados 

que operaban en el país, pero que en realidad se dirigió a reprimir cualquier protesta y oposición a su 

gobierno.

52	 Es importante subrayar que durante la primera República no hubo en Cuba golpes militares del 

estilo de los que tuvieron lugar en otros países latinoamericanos. Los generales que ocuparon el po-
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En el interregno crítico entre 1933 y 1940 no cesó el clamor de la 
sociedad por una nueva Constitución, elaborada libremente por re­
presentantes de todas las fuerzas políticas. Ante tal presión, finalmente 
fueron convocadas elecciones para designar delegados a la convención 
constituyente. Éstas se llevaron a cabo el 14 de julio con la participa­
ción de más del 50% de los electores. Todos los partidos fueron invita­
dos a presentar sus programas constitucionales en forma de bases. 

Los programas políticos de los nuevos partidos —representados 
todos, junto a los tradicionales, en la Convención Constituyente—53 
evidencian la redefinición de los valores políticos en el imaginario 
nacional. Más allá de las diferencias, estos programas coinciden en 
el meollo de la definición de la identidad nacional. Las figuras de la 
“revolución inacabada” y el “aplazamiento” de la soberanía; el agravio 
a los héroes que representaba la vieja política, la utopía martiana54 
como centro de la retórica del sentimiento nacional en la cual los 
elementos centrales giran alrededor de la evocación de las guerras de 
independencia.55 El mito de la revolución aparece como la meta a 

der lo hicieron vía electoral como candidatos civiles de partidos (aunque muchos de ellos tomaron 

medidas autoritarias y represivas, como la imposición de la censura y la suspensión de garantías). 

Incluso Machado cubrió su gobierno dictatorial con una fachada legal de reforma constitucional. 

Los movimientos castrenses de toma de poder inician con el 4 de septiembre y es también Batista 

el que años más tarde forma el primer gobierno de facto emanado de un golpe de estado.

53	 Aunque se presentaron 11 partidos a las elecciones para delegados a la Constituyente, dos de ellos 

no alcanzaron representación, el Partido Popular Cubano y el Partido Agrario Nacional (Pichardo, 

1973, Tomo IV: 268).

54	 La “Revolución del 30” originó un inusitado interés por la vida y la obra de Martí. Entre 1920 y 

1930 se completa la edición de sus obras y se publican varias biografías que contribuyeron a mistificar 

y sacralizar su vida. Es interesante constatar que en esta época inicia el énfasis en su vocación para el 

sacrificio y se comienza a generalizar el vocablo apóstol para calificarlo. Tal mistificación no va a des-

aparecer nunca más del imaginario nacional y, desde entonces, la referencia a él será obligada para 

cualquier discurso político, sin importar su orientación.

55	 Dos ejemplos que pueden ilustrar esta afirmación son el nombre del partido graucista Partido 

Revolucionario Cubano–Auténtico (el mismo que Martí asignara al que fundó en los albores de la 
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cumplir; el nuevo relato, entonces, presenta su relación con la historia 
en una doble perspectiva: por una parte, como memoria colectiva y 
mito de origen ubicado en el pasado (sentido de la identidad nacio­
nal), pero a la vez como una tarea futura para el movimiento de 1930, 
que sería el encargado de hacer cumplir aquellos objetivos de la con­
tienda emancipadora, traicionados por la política de la República.

Retomando estos ideales, la soberanía del pueblo y el carácter inde­
pendiente del Estado cubano —elementos centrales de la frustración 
republicana— se enfatizan como parte de lo no alcanzado; a la vez 
se amplía el contenido de la noción de soberanía, la cual comienza a 
redefinirse no sólo desde lo político sino como el disfrute inalienable 
de la economía y la administración nacional de la misma. Junto a ello 
comienza a abrirse paso la idea de que la soberanía debía ser restableci-
da al pueblo cubano a través de un mayor control estatal. Es evidente 
en estos discursos el rechazo al tutelaje que el gobierno de los Estados 
Unidos había impuesto a la primera república, así como el rechazo 
a su ostensible influencia sobre la economía cubana. Puede apreciar­
se una suerte de nacionalismo económico asociado a la construcción 
imaginaria de la nación. “Sólo recuperando nuestra perdida economía 
ha de ser la nación cubana una realidad tangible”, decía el proyecto 
constitucional de los Auténticos, que reclamaba el rescate de la riqueza 
nacional. Con ello, el antiimperialismo toma cuerpo de nuevo, esta vez 
en el plano económico.

Este nacionalismo económico constituye la expresión de una pre­
ocupación nacional cuyo clímax puede ubicarse en la crisis de 1929, 
que había puesto de manifiesto la debilidad del modelo monoproduc­
tor y monoexportador, cuestionando las relaciones comerciales con los 
Estados Unidos. Como resultado, a partir de 1920 comienza un dis­

gesta del 95); y el emblema del partido de Batista que tenía, sobre un yunque, las efigies de Martí y 

de Maceo.
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creto desarrollo de la industria no azucarera.56 Entonces comienza a 
circular en la opinión pública la idea de que es necesario un reajuste en 
la economía nacional.

 Paralelo a esto, un nuevo valor ingresa al imaginario y la cultura 
política: la idea de justicia social como parte de la democracia. Ésta se 
expresa en la inclusión en los proyectos de derechos sociales y protec­
ción a los trabajadores, rechazo a las formas de discriminación, res­
ponsabilidad estatal en el disfrute de la educación y la cultura. En este 
punto sobresale insistentemente la idea de un Estado más fuerte con una 
mayor intervención en la sociedad, particularmente en la dirección de 
la economía del país, que proteja y fomente la industria y la agricultura 
nacionales.57 Así, junto a las tradiciones liberal y republicana entran 
al ideario político las ideas keynesianas y el Estado benefactor. En este 
sentido y considerando el entorno regional, no se puede dejar de notar 
la influencia que pueden haber tenido sobre la sociedad cubana las en­
tonces novedosas ideas desarrollistas impulsadas por la cepal, que pro­
movían políticas de industrialización por sustitución de importaciones 
impulsadas por el Estado y que muchos gobiernos latinoamericanos 
acogieron como programas de desarrollo por esa época.58

Junto a esta idea de proteccionismo económico, el nacionalismo va 
más allá y se torna militante. Es interesante observar que en algunos de 
los programas presentados por los partidos a la Constituyente se califica 
de traidor a todo aquel cubano que solicitara o aceptara la intervención 
extranjera (en una clara alusión al rechazo que había despertado en la 

56	 En 1923 se había fundado la Asociación Nacional de Industriales de Cuba (anic) que representaba a 

los propietarios no azucareros (Márquez Dolz, 1995).

57	 Este tipo de nacionalismo económico y la ampliación de la idea de democracia con la justicia social, 

que arraigan en la cultura política cubana, constituirá —como se verá más adelante— un fundamen-

to, a la vez que un asidero, del discurso político de la Revolución del 59.

58	 De hecho, entre 1941 y 1947 los industriales de la anic en diversos foros y publicaciones citan las expe-

riencias de Brasil, México y Argentina y sugieren la adopción del modelo (Márquez Dolz, 1995: 65).
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ciudadanía la Enmienda Platt). La imagen de la traición, junto a la de 
la soberanía arrebatada, serán, en adelante, las más recurrentes en la 
cultura política y en la narrativa de la pertenencia a la sociedad civil.

 En el ámbito de las instituciones, la democracia se redefine como 
el régimen de auténtica libertad política que atienda y permita el libre 
desenvolvimiento de mayorías y minorías, más allá del juego electo­
rero de caudillos y politiqueros. A su vez, la insistencia en la distancia 
entre gobierno civil y la subordinación de las fuerzas armadas indican 
prevenciones contra el militarismo que había caracterizado la primera 
república. Para ello, todos los programas presentados proponen trans­
formaciones tanto a la forma de gobierno como al sistema de partidos 
y a la legislación electoral.

Para las elecciones de delegados a la Constituyente de 1939 se 
formaron por primera vez en la historia de Cuba dos grandes coali­
ciones de partidos, favorecidas por la nueva legislación electoral. 
Por una parte en el Frente Gubernamental se agruparon el Partido 
Liberal, Unión Nacionalista, Conjunto Nacional Democrático, Unión 
Revolucionaria Comunista, Partido Nacional Revolucionario (Realistas) 
y Nacional Cubano; mientras que en el Bloque Opositor se unieron el 
Partido Demócrata Republicano, el Partido Revolucionario Cubano 
(Auténtico), Acción Republicana y abc. La intensa negociación de es­
tos actores, representativos de intereses diversos, muchos de ellos sur­
gidos y legitimados por su acción revolucionaria, pero todos inmersos 
en la coyuntura de efervescencia política y amplias expectativas de la 
sociedad, explica, al menos en parte, lo extenso de la Carta Magna y 
la cantidad de temas sobre los que se legisla en el documento.

Los debates de la Constituyente59 fueron transmitidos por radio y 
seguidos con atención por toda la sociedad. Su análisis es interesante 
ya que pueden servir como indicadores de los puntos de consenso y 

59	 Estos debates aparecen recogidos en Carbonell, 2001.
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las diferencias más importantes entre las distintas fuerzas políticas. Los 
asuntos que mayor debate suscitaron fueron la invocación a Dios en 
el Preámbulo (objetada por los Comunistas); el artículo de la igualdad 
ante la ley, que finalmente se aprobó con la adición de una referencia 
explícita al color de la piel (más que a la raza); la irretroactividad de las 
leyes civiles; la prohibición de la confiscación de bienes (sobre todo en 
el espíritu de que esto no fuera usado —cosa que ya había ocurrido en el 
pasado— como una forma de venganza política desde el poder); y las 
condiciones y requisitos de la expropiación estatal.

Asimismo fueron debatidos profusamente la prohibición de la pe­
na de muerte, que finalmente fue aprobada con excepciones (casos de 
traición en tiempo de guerra); el habeas corpus (también la experiencia 
anterior suscitaba la discusión en torno a que el texto constitucional 
incluyera las condiciones detalladas para ello, en aras de cerrar los hue­
cos que a este tenor dejaba la Constitución de 1901); el problema de la 
libertad de emisión del pensamiento (que originó una larga disputa 
acerca de qué tipo de materiales podía incautar el Estado por razones 
de orden y moralidad sociales o reputación personal y que dejó estable­
cida la prohibición constitucional a la clausura de medios de prensa); 
la libertad de cultos —por su referencia a la “moral cristiana”— y la 
proscripción de organizaciones contrarias a la democracia o la sobe­
ranía nacional (clara alusión al temor que despertaba la creación de 
organizaciones fascistas y comunistas, pero ligado también al miedo 
de su posible uso para coartar la libertad de disentir).

El matrimonio por equiparación suscitó polémicas reflexiones sobre 
la necesidad de proteger los derechos de la mujer, la intervención judi­
cial y fijación de requisitos frente al automatismo en su reconocimiento 
y el rechazo de algunos por el tutelaje estatal sobre asuntos privados co­
mo la familia. También entre los artículos más debatidos se encuentran 
la especificación del reconocimiento de la educación privada y religiosa 
junto a la enseñanza laica y oficial; el derecho a la sindicalización y la 
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protección a la libertad para ello; la proscripción del latifundio y el régi­
men semiparlamentario.

Finalmente, después de tres meses de trabajo, se proclamó la nueva 
Constitución en Guáimaro en el mes de julio de 1940. La nueva Carta 
Magna amplió los derechos civiles y políticos ya presentes en la Cons­
titución anterior e incluyó una buena cantidad de derechos sociales. Se 
suponía que sus leyes complementarias posteriores (creación del Banco 
Nacional, el Banco de Fomento Agrícola e Industrial, y los Tribunales 
de Cuentas y de Garantías Constitucionales) contribuirían al fortaleci­
miento del poder judicial y la institucionalidad democrática y la sobe­
ranía. Contó con una aprobación social masiva y se le consideró en su 
momento como un triunfo de la nación más allá de los partidos políti­
cos. A pesar de los muchos debates suscitados en su seno, la Asamblea 
se caracterizó por la tolerancia y el espíritu de conciliación. El resultado 
fue un texto que conjuga los principios liberales democráticos y repu­
blicanos con una vocación de justicia social. Su excesiva reglamentación 
(a menudo criticada) responde a un intento por evitar que las con­
quistas sociales en ella plasmadas fueran conculcadas o quedaran a la 
voluntad de los gobiernos. 

Respecto a los derechos ciudadanos, un cambio importante refiere 
a la igualdad de los cubanos. Si bien en la Constitución de 1901 el pri­
mer derecho civil que aparece consignado es el de la igualdad de todos 
los ciudadanos ante la ley, la Constitución de 1940 va más allá y en ella 
aparecerá explícitamente el problema de la discriminación (superando 
con ello la posición de 1901) ya que su artículo 20 declara ilegal y pu­
nible toda discriminación por raza, color, sexo, casta o clase y cualquier 
otra lesiva a la dignidad humana,60 y en el art. 74 aparece refrendado 
que en la distribución de oportunidades de trabajo en las industrias y 

60	 Aunque no me voy a referir extensamente a ella, la nueva Constitución intenta resolver otra forma de 

discriminación, al reconocer iguales derechos para todos los hijos, legítimos e ilegítimos. 
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los comercios no deberá prevalecer ninguna forma de discriminación 
(Constitución del 40, Pichardo, 1973, Tomo IV). De esta manera, la 
discusión sobre el tema racial, aunque tarde, llegó por fin a la normati­
vidad del sistema político cubano. 

En el caso de la discriminación racial, como resultado de esta 
legislación (sin olvidar el peso de la lucha sindical) se abrieron algu­
nos nuevos empleos para los afrocubanos. Junto a esta proscripción 
a la discriminación, las nuevas regulaciones sobre la “preponderancia” 
de los cubanos en los puestos de trabajo (art.73) debía desestimular 
la inmigración de mano de obra extranjera (en particular española) 
que dificultaba la inserción laboral y favorecía el racismo en las con­
trataciones. En este período se fundaron además nuevas asociaciones 
—negras y mixtas—61 cuyo objetivo era el combate a la discrimina­
ción y la integración de las diferentes razas a la sociedad en condicio­
nes de igualdad.

Por otra parte, la llegada al poder de Batista, como hombre fuerte 
de la política cubana, contribuyó a reforzar en el imaginario ciudadano 
la idea de que el ascenso social y el poder político eran posibles tam­
bién para los no blancos. El uso demagógico que hiciera el General 
de su condición de mulato, abrió las puertas (simbólicas y reales) del 
ejército y la policía a un mayor número de afrocubanos como soldados 
y oficiales, con lo cual intentó capitalizar el apoyo de este grupo social 
a sus gobiernos dictatoriales, manteniendo la idea de la integración y la 
confraternidad racial.

Si en el caso de los derechos civiles la ampliación más importante 
fue respecto al color, en el caso de los derechos políticos, el texto consti­
tucional de 1940 refrenda el sufragio femenino —que había sido otor­
gado en 1934— y legaliza todos los partidos y agrupaciones políticas, 
también reconoce explícitamente el derecho de huelga para los traba­

61	 Entre ellas la Federación de Sociedades Negras (1938) y el Comité de Integración Nacional (1949).
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jadores, con lo cual crece no sólo la cantidad de derechos para los 
ciudadanos sino que se amplía considerablemente el número de perso­
nas que podrían disfrutar de los derechos de elección, ya que la mujer 
constituye al menos la mitad del electorado.62 Esta legislación favorecía 
el aumento de la participación femenina en la política institucional y 
estuvo acompañada de otros artículos que se dirigían contra la discri­
minación de la mujer, como son la igualdad absoluta de derechos de los 
cónyuges en el matrimonio (art. 43) y la protección al trabajo femeni­
no (por ejemplo los art. 62 y 68 que decretan igualdad de salarios para 
igual trabajo y establecen no diferencias entre casadas y solteras para la 
contratación, respectivamente).

Por último, en cuanto a los derechos sociales —casi inexistentes 
en la Constitución de 1901—, se reconoce el trabajo como “derecho 
inalienable del individuo” (art. 60), el derecho a la seguridad social, la 
jornada de 8 horas, el salario mínimo, el contrato colectivo de trabajo, 
el descanso retribuido, la licencia de maternidad, escuelas para adultos, 
prohibición del trabajo “bracero”, fomento estatal a la vivienda, asis­
tencia social, etc. Además, da un paso más allá en cuanto al derecho a la 
educación ya que por primera vez se establece como deber del Estado 
la eliminación del analfabetismo y el ofrecimiento de oportunidades de 
educación —laica y gratuita— a todos los ciudadanos (Constitución 
del 40, en Pichardo, 1973, Tomo IV: 329–418).

Esta nueva Constitución establece la obligatoriedad del voto y, 
como otros deberes ciudadanos, se adiciona servir a la patria con las 
armas, el cumplimiento a la Constitución, la contribución fiscal y 

62	 En las primeras elecciones donde tuvieron derecho al sufragio (1936) fueron elegidas 7 mujeres al 

Congreso: Balbina Remedios y María Gómez Carbonell, por La Habana; Consuelo Vázquez Bello y 

María Antonia Quintana Herrero, por Las Villas: Rosa Anders y Herminia Rodríguez Fernández, por 

Camagüey y María Caso Más por Oriente, por lo que podemos pensar que su actividad política era 

intensa y reconocida por la sociedad (Del Toro, 2003: 23). Ya en la Asamblea Constituyente habían 

estado discretamente representadas (2 delegadas por el Autenticismo y una por los comunistas).
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el observar una conducta cívica (art. 9), con lo cual el balance en­
tre derechos y deberes es mayor. Resulta interesante observar que el 
Capítulo comienza con la definición de que “La ciudadanía compor­
ta deberes y derechos” (art. 8), ya que la anterior constitución apenas 
menciona las obligaciones. Por otra parte, a la vez que con el voto 
femenino se amplía la pertenencia a la comunidad política, también se 
restringe la inclusión, ya que en los capítulos correspondientes a la 
ciudadanía y nacionalidad se excluyen los españoles, a los cuales se 
les concede el derecho de naturalizarse como cualquier otro extran­
jero (ya no se mencionan), aunque se mantiene la aceptación de con­
siderar cubanos por nacimiento a los que hubieran prestado servicios 
en el Ejército Libertador (art. 12, inc. d). Esto nos habla ya de una 
comprensión de la nación totalmente enajenada del pasado colonial, 
que no precisa en su definición de contender con la presencia de gru­
pos de poder vinculados a la antigua metrópoli. Esta constitución no 
acepta la doble ciudadanía y establece explícitamente la pérdida de la 
cubana cuando se obtenga una extranjera (art. 15, inc. a).

En materia económica, la Carta Magna consagra la propiedad es­
tatal sobre el subsuelo; proscribe el latifundio, otorga al Estado la po­
sibilidad de limitar la adquisición y posesión de tierras por personas 
y compañías extranjeras y consagra el deber del Estado de adoptar 
medidas que tiendan a revertir la propiedad de la tierra al cubano 
(art. 90). Tal énfasis del papel del Estado en la economía se ve com­
plementado con el capitulado concerniente a lo laboral, en el cual se 
advierte una tendencia a aumentar el rol del Estado en la protección, 
los salarios, la regulación de las relaciones trabajador patrono y los 
conflictos laborales.

Otros cambios de importancia tienen que ver con la limitación al 
presidencialismo y la modificación del sistema electoral, la represen­
tación de las minorías y la prohibición de la reelección presidencial. 
Respecto a lo primero, la Constitución del 40 introdujo una reforma al 
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sistema presidencial al incluir las figuras del Consejo de Ministros y del 
Primer Ministro. En un claro intento por corregir deficiencias demos­
tradas por el tipo de presidencialismo sancionado por la Constitución 
de 1901, los nuevos constituyentes aprobaron la disposición de que 
el poder ejecutivo se ejerciera por el presidente con el Consejo de 
Ministros (art. 138). Este Consejo, aunque nombrado por el presi­
dente, debía responder por sus actos de gobierno ante la Cámara y el 
Senado (art. 164), los cuales estaban facultados para removerlo, total 
o parcialmente, a través de una moción de confianza (art. 165), que­
dando prohibida la reelección por períodos consecutivos (art. 140): “El 
que haya ocupado una vez el cargo no podrá desempeñarlo nuevamen­
te hasta ocho años después de haber cesado en el mismo”). Esta “in­
clinación semiparlamentaria” constituye una evidencia de la intención 
de establecer claras limitaciones al poder del presidente, y refleja la pre­
ocupación de los actores por modificar el presidencialismo en función 
de lograr mayores controles por parte del legislativo hacia el ejecutivo, 
y así evitar la política del personalismo, el caudillismo y el caciquismo 
que habían caracterizado la primera república.

 En cuanto a la legislación electoral, los cambios más significativos 
son el reconocimiento de la representación de las minorías63 (el art. 103 
reza que “La ley establecerá reglas y procedimientos que garanticen la 
intervención de las minorías en la formación del censo de electores, en 
la organización y reorganización de las asociaciones y partidos políticos 
y en las demás operaciones electorales, y les asegurará representación 
en los organismos electivos del Estado, la Provincia y el Municipio”); 
el carácter obligatorio del sufragio (art. 97) con el establecimiento de 
sanciones para aquellos que no lo ejerzan, la ratificación del voto fe­
menino y la disminución de la edad mínima requerida para votar a 20 
años (art. 99), la eliminación del voto de segundo grado y la sustitución 

63	 En 1940 se eligen 6 senadores por provincia, 4 de mayoría y 2 de minorías.
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de la cédula electoral por un carné de identidad con fotografía, firma y 
huella del elector (art. 100).

La legislación electoral reglamentaria subsiguiente siguió este cami­
no abierto por los constituyentes y se orientó cada vez más hacia lograr 
una representación más balanceada e inclusiva. Así en las elecciones de 
1940 se introdujo el voto preferencial (acumulativo) y en las de 1944 
el voto selectivo directo para senadores (se escogían hasta 3 candidatos 
dentro de una sola columna o partido) para elegir un total de 9 sena­
dores por provincia (seis de mayoría y tres de minoría) implementando 
además por primera vez la fórmula del subfactor para favorecer a los 
partidos de menor electorado. Con estas disposiciones los constituyen­
tes trataban de frenar el fraude electoral y hacer más competitivas las 
elecciones, favoreciendo la formación y la participación de partidos mi­
noritarios, pero representativos de ciertos sectores e intereses presentes 
en la sociedad, ya que en las nuevas condiciones, incluso teniendo la 
mayoría, no se tenía todo el poder como en el sistema anterior. 

En cuanto a los partidos políticos, esta Constitución flexibiliza el 
punto, ya que establece absoluta libertad para su formación y sólo limi­
ta el registro a aquellas asociaciones que presenten un número de ad­
hesiones correspondientes al 2% del censo electoral. No obstante, se 
mantiene la prohibición de formar partidos de raza, sexo o clase; lo cual 
lleva a pensar en la persistencia del fuerte rechazo de la sociedad cubana 
a asimilar la legitimidad de las especificidades étnicas o identitarias, ya 
que con esta legislación el sistema político seguía siendo incapaz de 
procesar en sus cauces institucionales posibles demandas de reconoci­
miento de identidad étnica (u otros particularismos). La construcción 
imaginaria de la nación continuó siendo más un crisol que ponía el 
acento en la universalidad y la homogeneidad que un mosaico capaz de 
contener la diversidad y los particularismos de sus grupos sociales.

Aunque con esta legislación se ampliaban los derechos ciudadanos 
y se buscaba corregir viejos vicios del sistema, ella no fue suficiente para 
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garantizar el funcionamiento democrático de las instituciones, ya que 
siguió imperando la cultura de la violencia, el amiguismo, la corrup­
ción e ineficacia administrativas, el “fulanismo” y la falta de respeto a la 
ley. En este caso podemos hablar de la diferencia entre arreglos políticos 
y prácticas que suelen ser más duraderas. Si bien, como apunta Dahl, 
“Cuando un país avanza desde un gobierno no democrático a otro de­
mocrático, los tempranos arreglos democráticos se convierten gradual­
mente en prácticas que a su debido tiempo desembocan en instituciones 
asentadas” (Dahl, 1999: 98), en el caso cubano las viejas prácticas se 
impusieron por sobre los nuevos arreglos y la reforma del diseño insti­
tucional que perseguía el establecimiento de un sistema más democrá­
tico. Esto parece confirmar la idea de que ningún diseño constitucional 
puede, por sí solo, garantizar el funcionamiento democrático ni la efi­
cacia del gobierno, puesto que las instituciones constituyen espacios de 
interacción de los diversos actores y su funcionamiento en gran medida 
involucra motivaciones individuales y orientaciones culturales que mu­
chas veces se imponen por encima y más allá de las reglas del juego.

La Constitución condensó un universo de valores democráticos 
que una gran parte de la sociedad cubana anhelaba ver finalmente 
modulando las prácticas y las relaciones políticas de la República. No 
obstante, la aspiración a transformar la cultura política prevaleciente 
no consiguió más que el tímido alumbramiento de una criatura frágil y 
quebradiza, que muy pronto fenecería bajo las botas de un caudillo 
que reclamaba su poder. De esta manera, en los años que siguieron, la 
sociabilidad política democrática cubana demostró su endeblez y su 
precariedad.

Desde las elecciones de 1940 y hasta 1952, Cuba vivió bajo estas re­
glas fundamentales. Luego de que las primeras elecciones bajo la nueva 
constitución fueron ganadas por Batista, la asunción de la presidencia 
por parte de los candidatos del Partido Auténtico (Ramón Grau San 
Martín, 1944 y Carlos Prío, 1948) fue el resultado de una adhesión 
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real, tanto a la figura del candidato —en el caso de Grau, prestigiada 
por la revolución y legitimada por la obra de su anterior mandato—, 
como al programa del partido y a los valores de la Ley fundamental 
aprobada por el pueblo. 

Los gobiernos Auténticos pusieron en ejecución algunos de los 
cambios que la nueva Constitución normaba de manera general. 
Durante el período que va entre 1944 a 1952 se crearon organismos 
para aumentar el papel regulador del Estado sobre la economía, co­
mo es el caso de la Agencia de Importación y Exportación, la Oficina 
de Regulación de Precios y Abastecimiento, la Comisión Marítima 
Cubana, y la Junta de Defensa Industrial, entre otros (Márquez Dolz, 
1995: 66). En 1948 se promulgó la ley que creaba por fin el Banco 
Nacional (el cual comenzaría a operar en 1950) y se fundó el Banco de 
Fomento Agrícola e Industrial. Todos estos esfuerzos estuvieron diri­
gidos a aumentar la soberanía económica y lograr la diversificación; no 
obstante, aun cuando se registró un aumento de la producción indus­
trial no azucarera, al finalizar el período el azúcar seguía ocupando el 
80 por ciento de las exportaciones.

También en esos años se realizaron esfuerzos para modernizar el 
Estado. Sin embargo, aunque durante estos gobiernos se generaron ins­
tituciones y mecanismos tendientes a evitar la violación de las leyes 
y la malversación de los fondos públicos, como la Ley de Presupuestos 
de 1949, la creación del Tribunal de Garantías Constitucionales en 
1949 y del Tribunal de Cuentas de 1950 y la ley de los municipios y 
provincias; la corrupción política y administrativa, lejos de desparecer, 
alcanzó durante estos períodos presidenciales uno de sus momentos 
más escandalosos. Se incrementaron el nepotismo y el robo, surgió el 
pandillerismo como una nueva forma de violencia política (más organi­
zada y estable) y no desapareció la represión a la oposición. Aun cuan­
do la Constitución introdujo los principios necesarios para aumentar el 
control del poder legislativo, durante estos gobiernos siguió imperando 
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la legislación por decreto presidencial, siendo que la tasa de legislación 
congreso–ejecutivo llegó a ser de 1 a 56 (Pérez–Stable, 1998: 87). Con 
esta actuación, los Auténticos no sólo malgastaron rápidamente su ca­
pital político, sino que todo esto originó el descrédito de los nuevos 
partidos y el consecuente desplazamiento y fluctuación de las fuerzas de 
coalición, además de la separación de sectores que formaron otras agru­
paciones políticas para conformar una nueva oposición.

A pesar de lo avanzado de la Constitución del 40, la refundación re­
publicana no logró implementar los mecanismos legales necesarios para 
el cumplimiento de sus principios rectores. La lentitud en la elaboración 
de la legislación complementaria a la Carta Magna impidió el ejercicio 
efectivo de muchos de los derechos por ella consagrados, mientras que 
el modo perverso en que seguían funcionando las instituciones fre­
naba el alcance de sus preceptos. El poder legislativo virtualmente no 
fiscalizaba las acciones del ejecutivo, lo cual facilitaba la corrupción y 
el enriquecimiento personales de los gobernantes y, aunque se amplió 
considerablemente el sistema de partidos y se hizo más equitativa la re­
presentación, el sistema político siguió siendo excluyente, al menos en 
el sentido de las políticas públicas, y no se logró controlar la violencia 
como comportamiento político, lo cual implicó que la legitimidad de 
los gobiernos y las elecciones —aún cuando se realizaban competitiva­
mente y con una alta concurrencia,64 fueran permanentemente cues­
tionadas por la sociedad. El ejercicio de la ciudadanía siguió limitado 
tanto por la cultura política como por las restricciones a su capacidad 
de participación y de fiscalización en ausencia de instrumentos para la 
rendición de cuentas de los gobernantes.

Paralelamente, la sociedad civil se fortalecía y el espacio público se 
ampliaba. El número de publicaciones (revistas, semanarios, diarios) 
creció al punto en que para 1952 circulaban en Cuba 37 periódicos. 

64	 Ver datos en Riera, 1955.
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Asimismo, si bien la radio se había introducido en el país desde 1922, 
durante las décadas de 1940 y 1950 aumentó exponencialmente el 
número de emisoras y de radio receptores (en 1949 había en Cuba 
700 mil de estos aparatos). El fenómeno de la televisión llegó tempra­
namente (1950) y para 1954 Cuba, con 150 mil televisores, ocupaba 
el primer lugar de América Latina en este rubro (Del Toro, 2003: 
232–233). Así, el debate público de ideas y la difusión de noticias y 
eventos de actualidad, que habían experimentado un gran auge en las 
diversas publicaciones, encontraron nuevos y más amplios espacios 
durante este período.65

En cuanto al número de asociaciones y organizaciones, éste no sólo 
crece66 sino que se diversifica: profesionales, de beneficencia, de laicos, 
estudiantes, culturales, religiosas, de empresarios, etc. Nuevas institu­
ciones centradas en la investigación y difusión de la historia intelectual 
y política de la cultura cubana contribuyen a redondear y acabar el na­
cionalismo en versiones más eruditas y diferenciadas.67 Todas ellas par­
ticipan en el debate público que, con el aumento de la corrupción de 
los gobiernos auténticos, se hace cada vez más intenso. El movimiento 
sindical, por su parte, también crece y se perfecciona en organización, 
y crece la difusión de las ideas socialistas.

A pesar de la proscripción constitucional de la discriminación 
racial, el descontento a este tenor no parece haber cesado. En la dé­
cada de 1950 surgió una corriente de “nacionalismo negro” (Serviat, 
1986: 135) que condicionaba la solución del problema al crecimiento 
económico de este grupo racial y se manifestaba contra toda forma de 

65	 Entre ellas, no se puede dejar de mencionar la interesante experiencia de la Universidad del Aire, 

impulsada y dirigida por Jorge Mañach, vehículo de difusión masiva del debate de la intelectualidad 

nacional sobre los grandes problemas del país.

66	 Sólo en cuanto a las asociaciones profesionales Pérez–Stable (1998: 60) cuenta 203.

67	 Además del “nacionalismo negro” que comento aquí, Rojas (2006) analiza con gran detalle la exis-

tencia de tres nacionalismos republicanos: uno católico, uno de raíz comunista y otro liberal.
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integración, lo que representaba quizás el primer gran desafío a la cons­
trucción simbólica de la nación. No obstante, esta “Doctrina Negra”68 
(Moore, 1988: 45) fue marginal y no alcanzó a convertirse en un con­
tra discurso que impactara la narrativa dominante en la sociedad civil, 
que siguió siendo asimilacionista y racista.

La narrativa de la sociedad civil en cuanto a las virtudes de la perte­
nencia había logrado cristalizar en una Constitución que, por un lado 
defendía los derechos y libertades y, por el otro, establecía ciertos con­
troles para garantizar comportamientos políticos y sociales acordes con 
tales cualidades. Más aún, la propia Constitución entró a formar parte 
de la identidad nacional y se generalizó un sentimiento de orgullo que 
vería en ella el triunfo de la civilización y la modernidad frente a la barba­
rie y el atraso. Así, los discursos de esta sociedad al comenzar la década 
de 1940–1950 rebozaban optimismo y confianza, además de la satis­
facción de haber producido una de las constituciones más progresistas de 
América. No obstante, al avanzar la década y a partir del ejercicio de los 
gobiernos auténticos, se abrió paso una vez más el discurso de la decep­
ción y la decadencia. Esto alcanzará su momento cumbre con el golpe 
de Estado de Batista en 1952.

El tono de la narrativa de la sociedad civil vuelve a recoger los mitos 
de la revolución traicionada y del revolucionario como la antítesis del 
político y encarnación de la virtud. En esta circunstancia, y en un plazo 
sumamente breve, los valores de la revolución se tornaron de nuevo fi­
gura mítica y “tarea pendiente” y otra vez la “Revolución” y la “patria” 
quedaban a disposición de nuevos “apóstoles” que estuvieran dispues­
tos a sacrificar sus vidas por la libertad, la soberanía, la independencia, 
la democracia y la justicia social, esto es, por logar la realización plena 
de la identidad nacional. Junto a esto regresó también el desprestigio de 

68	 Impulsada por la Organización Nacional de Rehabilitación Económica, dirigida por J. R. Betancourt 

Bencomo.
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la política y del sistema de partidos y las instituciones democráticas. 
El héroe revolucionario y la violencia como comportamiento político 
deseable para cumplir con los ideales de realización de la virtud demo­
crática, ocupan el lugar privilegiado de la pertenencia y la ciudadanía. 
Desde estos valores, la sociedad civil cubana de los años cincuenta, 
aceptó y se movilizó en una lucha contra la dictadura batistiana que 
culminaría con la Revolución de enero de 1959 y que, paradójicamente 
trastocaría no sólo el discurso y la narrativa, sino que desafiaría la pro­
pia existencia de la sociedad civil.

El desgaste de los gobiernos Auténticos culminó con su fragmen­
tación como partido político y la aparición del Partido del Pueblo 
Cubano (Ortodoxo) —favorito para vencer en los comicios de 1952—, 
el Partido Nacional Cubano y la Alianza de la Cubanidad. Estos cam­
bios en el sistema de partidos no significaron transformaciones en los 
valores, más bien todos los desplazamientos electorales fueron el resul­
tado del descrédito de la retórica de un partido y la asunción de los mis­
mos valores por un partido opositor; es el caso de la impugnación de la 
Ortodoxia al Autenticismo, cuyo lema “Vergüenza contra dinero” bus­
caba rescatar la doctrina Auténtica y restablecerle su pureza original.

La amenaza de golpe militar, por otra parte, personificada en Batista, 
y que la legislación avanzada y civilista de 1940 había tratado de conju­
rar, volvió a surgir. En 1952 una nueva asonada liquidaría las esperan­
zas electorales del Partido Ortodoxo, impondría una nueva restricción 
del espacio público y un receso en el ejerció pleno de la ciudadanía. 
Esto profundizó el desprecio de la política en sí misma y la intuición 
generalizada de su incapacidad para dar cuerpo a los valores doctrinales 
que proclamaba en una república verdaderamente democrática. 

Como apunta Louis A. Pérez Jr. (1999: 447) el golpe de estado 
penetró profundamente en las fuentes de auto confianza y en la propia 
auto percepción de los cubanos, alcanzando incluso la identidad na­
cional. Si la Constitución de 1940 había sido celebrada y alabada en el 
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discurso como la meta de civilización, progreso y modernidad políticos 
que garantizaría el predominio de las virtudes de convivencia y solidari­
dad sociales, el golpe de estado se convirtió en una fuente de decepción 
y humillación para los cubanos.

La reacción de la clase política frente al golpe merece una reflexión. 
Resulta impactante ver cómo muchos de los mismos políticos que 12 
años antes habían elaborado una Constitución como la aprobada en 1940, 
se prestaron a la farsa batistiana de establecer un gobierno con par­
ticipación de fuerzas de los partidos del sistema, y a la reorganización 
y reinscripción de partidos políticos que un Estatuto Constitucional 
Provisorio (1952) —ilegal desde la perspectiva de la Constitución de 
1940— promovió con vistas a unas elecciones realizadas bajo el mando 
militar, y que no preveían su salida del poder ni el restablecimiento de 
las instituciones democráticas legalmente estatuidas. 

De los partidos políticos existentes en esa época, sólo el Auténtico 
y el Ortodoxo pasaron a la oposición junto con el Partido Socialista 
Popular (Comunista) —que fue declarado nuevamente ilegal por la 
dictadura. El resto (Liberal, Republicano y Demócrata) participó en el 
gobierno y le hizo el juego a Batista aceptando sus reformas constitu­
cionales y las elecciones de 1954. 

Sin embargo, la oposición de la sociedad política a la dictadura fue 
más compleja de lo que se suele pensar. Aunque los miembros del Partido 
Auténtico casi inmediatamente trataron de allegarse la alianza de otros 
partidos políticos para la oposición “no violenta pero no colaboracionis­
ta”, no encontraron entre ellos sino hostilidad y suspicacia (especialmen­
te de parte del Partido Ortodoxo), la falta de resistencia de Prío —que 
había abandonado el país inmediatamente— y el creciente descrédito 
de sus prácticas de gobierno, justificaban la desconfianza de otras fuerzas 
políticas para construir con ellos un frente único de oposición. 

El primer intento de mediación entre la oposición (como bloque) 
y el gobierno de facto, para colaborar por una solución pacífica y de­
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mocrática, fue llevado a cabo por Cosme de la Torriente al frente del 
Bloque Cubano de Prensa, en septiembre de 1952. A pesar de contar 
con el respaldo de todos los partidos políticos, estas gestiones fraca­
saron, al no acceder el general a restituir la Constitución y a celebrar 
elecciones libres en un clima de garantías y normalidad.69 

Más allá de los partidos, la sociedad respondió con manifestacio­
nes de rechazo (particularmente el estudiantado), movilización de la 
opinión pública y algunos llamados a la estrategia violenta.70 En tanto 
ciudadanos, materializaron su respuesta a través de la elección de la abs­
tención como una reivindicación de sus derechos, y sólo el 13% de los 
votantes se registró para los comicios de 1954, convocados para elegir 
senadores, representantes y alcaldes (Ameringer, 1985: 333).

De manera que puede decirse que al golpe del 10 de marzo le si­
guió la protesta generalizada de la sociedad civil. Hasta diciembre de 
1958 la oposición a Batista tomó caminos diversos. Por un lado estaban 
los partidos políticos del sistema que reclamaban el reestablecimiento 
del orden democrático; por otro, el movimiento obrero y comunis­
ta que prefería la movilización para conseguir su relegalización como 
partido político, mientras otras organizaciones civiles de diversa índole 
llevaron a cabo una estrategia de desobediencia civil. No obstante, la 
oposición más visible (y que a la postre se haría con el poder) no se rea­
lizó dentro de las instituciones y los espacios del sistema, sino que se 
concretó en varias organizaciones que se plantearon la violencia como 
vía para derrocar la dictadura. De ellas, las más importantes fueron 
el Movimiento 26 de Julio, dirigido por Fidel Castro y el Directorio 

69	 Batista no accedió a celebrar elecciones bajo el código de 1943 y propuso que éstas se realizaran en 

noviembre bajo un nuevo código electoral.

70	 Los primeros de ellos, inmediatos al golpe, fueron los de R. García Bárcena del Movimiento Nacional 

Revolucionario, A. Sánchez Arango que había fundado la Asociación de Amigos de Aureliano y, last 

but not least, el asalto al Cuartel Moncada el 26 de julio de 1953.
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Revolucionario Estudiantil (integrado mayoritariamente por estudian­
tes universitarios).

Las características de la cultura política cubana nunca fueron tan 
evidentes como ante el trauma de la dictadura batistiana. Ellas pue­
den servir para explicar el fracaso de la opción negociadora democrá­
tica y también el triunfo de la opción revolucionaria. Entre 1952 y 
1959 los intentos del Partido Auténtico de establecer un bloque de 
unidad opositora no cesaron; en 1953 firman la Carta de Montreal con 
los miembros del Partido Ortodoxo —que éstos abandonan después 
de las elecciones del 54— y en 1957 intentan crear un Frente Unido de 
Oposición con los Ortodoxos, Grau, y otros partidos políticos.

Por su parte, Cosme de la Torriente y la Sociedad de Amigos de la 
República convocaron a un gran “Diálogo Cívico” desde una manifes­
tación a la que asistieron más de 100 mil personas y la mayoría de los 
líderes de la oposición71 —“la más grande concentración reunida en 
Cuba” (Ameringer, 1985: 342)—. La fuerza de esta presión sobre la 
dictadura puede evaluarse si tenemos en cuenta que en 1955 el dicta­
dor acepta restituir la Constitución del 40, se logra la promulgación de 
una ley de amnistía para los presos políticos y el retorno de los exiliados 
y, en diciembre, consiente en dialogar con la unión opositora (Ibarra 
Guitart, 1994).

Si bien este fue el momento de mayor potencialidad para el éxito 
de la opción negociadora como vía de restauración de la democracia, 
en los años que siguieron, la inestabilidad y fragilidad de la unidad en el 
bloque opositor, el aumento de la represión y la renuencia del régi­
men a restituir la normalidad institucional, condicionaron su fracaso. 
No obstante, la postura de rechazo generalizado a la dictadura (que 
abarcaba tanto a la clase política, como a las organizaciones sociales, 

71	 Incluyendo como uno de sus oradores, a José Antonio Echeverría, presidente de la feu —una de las 

organizaciones que clamaba por una solución revolucionaria.
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la opinión pública y los principales grupos económicos)72 propició el 
clima social que favoreció el triunfo de la opción revolucionaria y su 
aclamación por parte de toda la sociedad.

Mientras tanto, el Movimiento 26 de Julio —bajo el mando de 
Fidel Castro—73 estableció una guerrilla armada en la Sierra Maestra 
y logró con el tiempo extender una red de militantes que apoyaban sus 
acciones con actividades de sabotaje y movilización en las ciudades. El 
Directorio Revolucionario Estudiantil, atacó el Palacio presidencial en 
marzo del 57 con el objetivo de “ajusticiar al dictador”, y desarrolló una 
lucha urbana que incluía acciones violentas y protestas constantes. Los 
programas de estas organizaciones, además de la restitución de la demo­
cracia y la Constitución, contenían —al estilo de los años treinta— un 
llamado a la renovación total del sistema y a un profundo cambio social 
económico y político que reivindicara los ideales de la Revolución.

Diversas tesis se han planteado en la academia para explicar el 
triunfo de esta estrategia sobre la otra. Las tesis más difundidas (so­
bre todo en la historiografía marxista y en el discurso político oficial) 
tienen que ver con la lucha de clases y la movilización revolucionaria. 
Desde la perspectiva de la teoría y la ciencia política de corte más insti­
tucionalista, algunos han puesto el énfasis en la debilidad institucional, 
específicamente la ausencia de partidos políticos competitivos, lo que 
implica que el sistema cubano no ofreciera medios institucionalizados 
para combatir la dictadura por canales no violentos, organizar y coordi­
nar la oposición, crear un frente único capaz de moderar los extremos, 
ni generara los incentivos para canalizar los descontentos de las élites 
por vías institucionales (Corrales, 2001). Otros han caracterizado al de 
Batista como un tipo de autoritarismo neopatrimonial que, al excluir 

72	 Las gestiones negociadoras prodemocráticas tuvieron la adhesión explícita de “veteranos de la inde-

pendencia, el Lyceum de La Habana, banqueros, industriales, profesionales, comerciantes, empleados 

y obreros” (Ibarra Guitart, 1994: 41).

73	 Quien, con el resto de sus compañeros de causa, había sido beneficiado por la Amnistía del 1955.
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las élites (restringiendo los beneficios a un pequeño círculo alrededor 
del dictador) y en ausencia de autonomía de las fuerzas armadas, tiende 
a alentar la formación y el éxito de coaliciones multiclasistas revolucio­
narias (Snyder, 1992). Finalmente, las explicaciones han descansado 
también en la carencia de propuestas de cambios profundos para la 
economía y la sociedad cubana, y la insistencia de la clase política en 
la restauración de la república (Ameringer, 1985) frente al programa 
revolucionario (y no reformista) de instaurar una nueva Cuba, basado 
en la justicia social y la soberanía (Pérez–Stable, 1998).

Desde la perspectiva de la ciudadanía y la cultura política que sub­
yace a las construcciones simbólicas de la nación, la explicación podría 
atender a todos estos elementos y enfatizar en algunos otros. En primer 
lugar, como ya he mencionado, el desempeño de los gobiernos auténti­
cos y el propio golpe de estado habían contribuido a reactualizar el des­
crédito de las instituciones representativas democráticas y el desprecio 
por la política institucional en la población cubana.

En segundo lugar, la poca capacidad para la negociación entre los 
líderes de los partidos (originada ante todo por la falta de confianza 
en que el otro respete las reglas) hacía que los pactos entre ellos fueran 
difíciles, efímeros y fácilmente rotos por alguno. Divisiones internas, 
descalificaciones mutuas, pugnas personalistas por asumir el lideraz­
go del movimiento opositor, insultos, desconfianza, intransigencia de 
unos y otros, privilegio de la identidad partidaria antes que la unidad, 
oportunismo político,74 demagogia, retórica incendiaria y apocalíptica 
hicieron imposible la unidad de las fuerzas de oposición, que sólo se 
logró de manera transitoria o parcial. 

Del lado de la sociedad, el déficit de ética ciudadana que inclinaba 
a valorar positivamente la violencia como solución política legítima y 

74	 No es ocioso recordar que Grau recolectó firmas para concurrir como candidato en 1954 y, aunque 

se retiró a última hora, algunos miembros de su lista ocuparon escaños en el Congreso.
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expedita, y que la actitud del gobierno alentaba cada vez más (férrea 
intransigencia en cuanto a reestablecer las instituciones democráticas75 
y una escalada represiva); iban ratificando la idea de que el uso de la 
fuerza era el único camino viable para poner fin a la dictadura. En una 
cultura política donde los liderazgos carismáticos y las retóricas de pu­
rificación encontraban más apoyo que la mesura y la moderación del 
político profesional, la actuación de los líderes revolucionarios repre­
sentaba valentía y decisión, y ofrecía pruebas de su resuelta honestidad. 
Con tal respaldo social, este liderazgo mostró además gran habilidad 
para negociar la unidad de la oposición que los partidos políticos no 
habían logrado.76

Por otra parte, los vacíos programáticos y la ausencia de propuestas 
de política pública en los partidos tradicionales llevaron a que los lazos 
con la sociedad civil fueran capitalizados por aquellas opciones que 
retomaban los ideales renovadores y los principios socioeconómicos de 
la Constitución del 40. Aunque difusos y no muy específicos, los pro­
gramas revolucionarios reivindicaban “las necesidades del pueblo” y 
retomaron el imaginario antiimperialista, martiano y mambí. 

La lucha contra Batista, en su versión revolucionaria, también 
se orientó por los valores de la democracia: reestablecimiento de la 
Constitución del 40, garantías individuales, celebración de elecciones 
libres, soberanía e independencia. Pero más allá de estas demandas 
ciudadanas, la nueva revolución se presentaría como la culminación 

75	 Hasta finales de 1958 continuaron las gestiones para una solución negociada, incluyendo las del 

Episcopado y el Conjunto de Instituciones Cubanas que incluía a 43 asociaciones religiosas, fraterna-

les, profesionales, cívicas y culturales (Buch, 1999: 16). Batista las rechazó todas.

76	 El 20 de julio de 1958 el Movimiento 26 de Julio firmó una declaración de unidad contra la Tiranía 

(Pacto de Caracas) que constituyó el Frente Cívico Revolucionario, al cual se adscribieron la Organización 

Auténtica (Prío), el Movimiento Militar 4 de Abril, el prc (Auténtico), el ppc (Ortodoxo), el Partido 

Demócrata, el Movimiento de Resistencia Cívica, la feu, el Conjunto de Organizaciones Cívicas, el 

Directorio Revolucionario 13 de Marzo y la Unidad Obrera integrada por líderes obreros Ortodoxos e in-

dependientes (Buch, 1999: 24). Con esto, la opción revolucionaria logró liderar la oposición a Batista.
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de la lucha de la patria por su realización, comenzada un siglo atrás. 
Reunidas en una, aparecían las metas de Yara, el alzamiento de 1895, 
la “Revolución del 30” y las actuales. Otra vez el mito de origen de la 
nación aparece con fuerza legitimadora para el acto revolucionario.

Si la Enmienda Platt había mediatizado el proyecto de indepen­
dencia para Cuba en 1902, el golpe del 10 de marzo de 1952 truncó 
las posibilidades de un desarrollo democrático y civil de la política cu­
bana. El cambio político más importante y radical del siglo xx cubano 
se produjo al margen de la Constitución y de la legalidad democrática, 
y la Revolución de 1959 se legitimó, más que en su bandera de restau­
rar la Constitución del 40, en el carisma de su líder y en las credencia­
les “revolucionarias” de haber expulsado al dictador con la fuerza y la 
violencia. Una vez más fue el ciudadano armado y militante —epíto­
me de la virtud cívica— quien asumió el protagonismo de una nación 
que luchaba por establecerse en su soberanía y sus instituciones.  ◆
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77	 Como se verá a continuación, la ampliación de derechos ciudadanos —básicamente sociales— tiene 

lugar desde arriba vía el Estado.

Del vicio a la virtud

En 1959, el sistema político republicano y la noción de ciudadanía en 
su condición de estatus, pasiva y civil, habían demostrado su incapaci­
dad para articular el consenso político. La institucionalidad política no 
había logrado acomodar en sus cauces una participación ciudadana que 
reflejara la forma en que la sociedad civil se narraba y la intervención 
en la política tomó el camino de la ruptura radical. Los alcances de esta 
ruptura han determinado profundos cambios en el universo simbólico 
de la sociedad cubana.

La revolución de enero traslada al Estado la invención de la nación 
y, a través de una redefinición simbólica de la identidad nacional y la re-
semantización de los valores centrales de la normatividad y la cultura polí­
tica de la nación, transforma la narrativa de pertenencia a la sociedad civil 
y el imaginario ciudadano. Estos elementos se han constituido como un 
dispositivo simbólico que ha funcionado como legitimador del régimen 
político, y sus componentes principales han ingresado a la sociedad y 
pasado a formar parte de la comprensión y el ejercicio de la ciudadanía. 
Tal redefinición simbólica condiciona el cambio —desde arriba—77 a 
una ciudadanía militante, activa y participativa que buscó anclarse en la 
tradición cívico–republicana que había presidido las guerras patrióticas 
por la independencia.
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Este dispositivo simbólico tiene como elementos centrales la iden­
tificación del orden estatal socialista con la patria y la nación, la nece­
sidad de unidad (unanimidad) frente a la situación de guerra, amenaza 
o agresión en la que se encuentra el país, y la convicción de que el 
socialismo es la única opción política beneficiosa para el pueblo cuba­
no. El impacto de estos núcleos del imaginario sobre las dimensiones 
procedimental y simbólica de la ciudadanía es alto y se expresa de muy 
diferentes formas.

La identificación entre Estado y nación elimina toda distancia po­
sible entre gobernantes y gobernados, lo que implica que la soberanía 
popular se vacíe de su contenido específico y que el pueblo quede como 
un sujeto metafísico que en definitiva encarna en sus representantes. 
Es decir, el representante constituye e incorpora al representado, con 
lo cual la participación ciudadana así como los derechos y garantías se 
vacían de sus contenidos democráticos.

Por su parte, la construcción simbólica de la nación como amenaza­
da, agredida o en peligro de ser ocupada por un enemigo, impacta en la 
imposición de un repertorio de valores políticos que se articulan en tor­
no a la defensa, lo que implica de hecho la intolerancia, la intransigencia, 
la unanimidad, la fidelidad y la confianza absoluta en las decisiones de 
las autoridades. En este contexto, la opción socialista se presenta como 
la única posibilidad de independencia y soberanía nacional y del logro 
de la justicia y la equidad y, por tanto, cualquier forma de oposición a 
ella se considera automáticamente al servicio de la potencia agresora.

 Estos principios, en los que han sido educados los cubanos por casi 
medio siglo, más que definir comportamientos democráticos, inducen 
al reforzamiento de ciertos valores de la cultura política que constitu­
yen obstáculos para la convivencia plural y la participación ciudadana 
autónoma.

Ellos sirven también como punto de partida para la estructuración 
de una narrativa de la pertenencia a la sociedad civil y del contenido de 
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la identidad ciudadana, en la cual el mundo social es redefinido en su 
totalidad y queda dividido tajantemente entre aquellos que compen­
dian las (nuevas) virtudes de pertenencia legítima a la sociedad civil y 
aquellos que, por poseer vicios y conductas ajenas a tal patrón, no son 
merecedores de libertades, protección, o sujetos de derechos, ya que 
son concebidos como seres indignos y amorales y, en ese sentido, como 
una amenaza para la coexistencia social armoniosa. Esto explica, por una 
parte, el alcance y los límites, pero también la forma en que los cubanos 
autoperciben su papel de ciudadanos y, por la otra, la justificación y 
aceptación de la exclusión e incluso una aprobación moral de la repre­
sión y la uniformidad del espacio público.

La manera como se han institucionalizado estos valores desde la 
perspectiva de la ciudadanía formal puede analizarse a través de los 
derechos y deberes consagrados en la Constitución y, a partir de aquí 
podremos explorar en torno a cómo estos deberes y derechos inducen 
a modelar comportamientos políticos determinados e influyen sobre 
los contenidos de una forma de identidad ciudadana. Esto también 
condiciona la conformación de un espacio público carente de plu­
ralidad y diversidad, y una sociedad civil que, en lo institucional se 
caracteriza por la existencia de muchas organizaciones orientadas y 
referidas por el Estado, no autónomas, y cuyos actores, desde la pers­
pectiva simbólica, tienden a actuar a partir de un código de pertenen­
cia, donde la diversidad y la autonomía son vistas como amenazas a 
la estabilidad y la convivencia y, más aún, a la soberanía y la indepen­
dencia de la patria.

Fundamentos simbólicos

Los fundamentos de esta gran trasformación hay que rastrearlos en su 
relación con la memoria y las circunstancias históricas en que ocurre 
el cambio de régimen. A partir de 1959 comienza una modificación 

la nación inconclusa.indd   115 03/06/16   11:21 a.m.

© Flacso México



116 ◆  La nación inconclusa

de gran envergadura en todos los órdenes de la sociedad cubana. Este 
cambio es particularmente evidente en la esfera de la constitución ima­
ginaria de la nación y en el diseño y ejercicio de la ciudadanía. La 
Revolución triunfante se planteó la transformación radical tanto del 
sistema político prevaleciente en el país como de su estructura econó­
mica y su panorama cultural y, sin dudas, lo ha logrado en un largo 
proceso que abarca ya casi cinco décadas.

En los años de 1959 y 1960 el poder revolucionario elimina 
las instituciones democráticas y los viejos órganos de poder estatal 
—Congreso, ejército y policía—, barre con los partidos republicanos 
y sus maquinarias electorales, instaurando un gobierno revoluciona­
rio que, en un primer momento, declararía su provisionalidad, en 
función de la realización de los cambios necesarios para garantizar 
la instauración de un sistema político libre de los vicios y lacras del 
anterior.

Durante este período también se toman medidas económicas que 
van desde las primeras de carácter nacionalista, a tono con los postula­
dos de la Constitución de 1940, como la Ley de Rebaja de Alquileres, 
seguida de la Ley de Reforma Urbana y la primera Ley de Reforma 
Agraria, que se van radicalizando cada vez hasta llegar a la segun­
da Reforma Agraria —la primera eliminó el latifundio y la segunda 
dejó en poder del Estado más del 70% de la tierra— y las leyes de 
nacionalizaciones que progresivamente fueron de las propiedades es­
tadounidenses en Cuba hasta la gran propiedad nacional; aumentos 
salariales; reforma educativa (que nacionalizó el sistema de enseñanza 
y con la cual todas las escuelas pasaron a ser públicas y estatales) y 
una profunda reforma del sistema de salud (también estatalizado en 
su totalidad).

Estas medidas no sólo tuvieron una importancia crucial para la 
transformación estructural de la sociedad cubana, sino también un efec­
to simbólico fundamental, ya que de hecho, ellas implican reformulacio­
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nes drásticas de los principios liberales consagrados por la Constitución 
anterior, y cambios radicales en la comprensión y el ejercicio de la 
igualdad. Debido a que estos cambios fueron realizados como resultado 
de la llegada al poder de un gobierno revolucionario que transformó la 
estructura legal para ello, puede decirse que el nuevo modelo de ciu­
dadanía, así como las ampliaciones de los derechos, se establecen desde 
arriba, vía el Estado.

Desde la perspectiva legal procedimental, el nuevo Estado se cons­
tituye en un proceso que se focaliza en las prácticas y en los hechos 
más que en el derecho. No obstante, para dar legalidad a las trans­
formaciones, en febrero de 1959 se aprueba una Ley Fundamental 
que sustituye a la Constitución del 40,78 con la finalidad de hacer 
más expedito el camino a las leyes revolucionarias. Aunque en su 
parte dogmática esta nueva Ley reitera los principios de 1940, tam­
bién introduce reformas substanciales para el sistema de gobierno 
y las relaciones de propiedad. Entre ellas, reforma la organización 
del Estado, elimina el Congreso, limita los derechos políticos de los 
que participaron en la dictadura, crea el Consejo de Ministros como 
órgano supremo del poder público, al que le otorga funciones legisla­
tivas, elimina la elección popular del presidente, concede potestad 
al Consejo de Ministros para reformar la Constitución, suprime los 
viejos tribunales y crea los Tribunales Revolucionarios para juzgar a 
los criminales del régimen anterior; y concede vigencia a las leyes 
del Ejército Rebelde (Chalbaud Zepa, 1978). Esta Ley Fundamental 

78	 Ya el 3 de enero de 1959, en el Acta de Constitución del Gobierno Revolucionario se había acordado 

que: “Ante la necesidad de fijar la norma fundamental estructuradora del estado de derecho que 

caracterizará el desenvolvimiento del gobierno y de la nación, reafirmar la vigencia de la Constitución 

de 1940, tal como regía en la fecha nefasta de la usurpación del poder público por el tirano, sin 

perjuicio de las modificaciones que de ella acuerde el Gobierno Provisional para viabilizar el cum­

plimiento de los postulados de la Revolución hasta la promulgación de la Ley Fundamental” (Buch, 

1999: 168, el destacado es mío).
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fue modificada más de 20 veces hasta la aprobación, en 1976, de la 
Constitución Socialista.79

Bajo este referente legal, estas medidas y otras posteriores conduje­
ron progresivamente a la instauración de un sistema de partido único; 
a la estatalización de la economía, los medios de difusión y las agencias 
culturales; y a la creación de organizaciones sociales orientadas y dirigi­
das por el Estado; todo lo cual implicó una modificación de la relación 
Estado–sociedad la cual se limitó, prácticamente a la identificación en­
tre ambas esferas. En el marco de esta nueva relación, es que se recons­
tituye simbólicamente la nación, se modifica la noción y el ejercicio 
de la ciudadanía y se transforma la narrativa de la sociedad civil para 
reconfigurar un nuevo patrón de inclusión–exclusión.

La modificación del principio político organizativo —que implica­
ba una comprensión diferente de la distinción público–privado— trajo 
como consecuencia una transformación de la vida social en general. En 
ausencia del funcionamiento de las leyes del mercado y la propiedad 
privada y de organizaciones representativas de grupos e intereses diver­
sos, la lógica estatal absorbió y monopolizó la lógica (antes autónoma) 
de la esfera social haciéndola casi desaparecer de la esfera pública. En 
estas condiciones, se produjo una dilatación sin precedentes de la esfera 
pública (estatal) —la cual comenzó a abarcar asuntos antes definidos 
como privados— y una politización de la vida social misma.

Así, desde la perspectiva institucional, la sociedad civil cubana se cons­
tituyó en un conjunto de organizaciones que pretendían abarcar a toda 
la sociedad. Organizaciones de masas como los Comités de Defensa de la 
Revolución (cdr), la Federación de Mujeres Cubanas (fmc) y la Central 
de Trabajadores de Cuba (ctc); sectoriales como la Asociación Nacional 

79	 La poca prioridad que evidencia la lentitud en la promulgación de una nueva Constitución puede ser 

considerada una muestra de la falta de importancia que la cultura política cubana concedía a la legali-

dad. Así, teniendo a la revolución como fuente de derecho, su concreción legal tardó más de 15 años.
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de Agricultores Pequeños (anap), la Federación de Estudiantes de la 
Enseñanza Media (feem) y la Federación de Estudiantes Universitarios 
(feu), profesionales como la Unión de Periodistas de Cuba (upec), la 
Unión de Escritores y Artistas de Cuba (uneac), etc., cambiaron por 
completo la imagen de la sociedad civil anterior e institucionalizaron 
un conjunto de asociaciones con iguales objetivos y programas y que, en 
tanto organizaban y movilizaban a la población alrededor de los objeti­
vos del nuevo proyecto estatal, funcionaban, de hecho, como mecanis­
mos del poder e instrumentos de control político.

Al desaparecer las numerosas organizaciones civiles y ser sustitui­
das por las nuevas, donde el objetivo era la incorporación de “toda la 
sociedad”, la movilización popular sustituye a la participación ciuda­
dana. Con ello, la relación individuo–Estado se diluye en un patrón 
colectivista que supone la fusión. Las personas privadas, que antes se 
reunían como un público para dialogar y debatir con el Estado, asumen 
su unidad con el sistema de poder. Consecuentemente, la acción colec­
tiva —aunque se potencia— deja de ser autónoma y diferenciada para 
convertirse en unidireccional, regulada y canalizada hacia objetivos de­
finidos por una colectividad nacional representada por el Estado, y se 
modifica radicalmente la sociedad civil, tanto en su esfera institucional 
como en la simbólica.

Desde la perspectiva institucional, como hemos apuntado, la so­
ciedad civil deja de ser un espacio plural de organizaciones de intereses 
y grupos diversos para convertirse en un actor colectivo monolítico y 
compacto. Por el lado simbólico, la estatalización de todos los medios 
de comunicación y del sistema educativo (centrales para la conforma­
ción del espacio público como esfera de competencia y debate de las 
diferencias y para la construcción y difusión de las mitologías naciona­
les) condiciona que la narrativa de la sociedad civil se acerque cada vez 
más al discurso político estatal, hasta casi fusionarse con aquél. Así, las 
nuevas organizaciones y el espacio público comenzaron a reproducir los 
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criterios del discurso político y a incorporarlos al asentamiento simbó­
lico demarcador de la pertenencia a la sociedad civil.

Este proceso no puede entenderse cabalmente sin tener en cuenta el 
contexto general en el cual se desenvolvió. Dada la radicalidad del nue­
vo gobierno, tuvo lugar una intensa lucha por el poder, en cuyo inte­
rior las adhesiones y lealtades de redefinían constante y rápidamente,80 
siendo el arma más decisiva e importante del nuevo gobierno el apoyo 
incondicional y entusiasta de la gran mayoría del pueblo (sectores me­
dios y populares).

Se trataba de un gobierno que se proponía la transformación de 
la sociedad que encontró, pero que tuvo que acometer estas tareas en 
medio de una situación de amenaza para su propia existencia. Esto 
implicó que la realización de su proyecto se llevara adelante simultá­
neamente con su defensa.81 En esta polarización de amenaza–defensa, 
muy pronto se definirían dos enemigos poderosos que finalmente 
se identificarán: “el imperialismo norteamericano” y todos aquellos 
grupos e individuos contrarios (o incluso indiferentes) al proyecto 
socialista.

Es bien conocido que el gobierno de los Estados Unidos transitó 
rápidamente desde una actitud de recelo y desconfianza hacia la revo­
lución y su líder Fidel Castro, hasta la franca oposición y la agresión. 
Son ejemplos de ello, primero la ruptura de relaciones diplomáticas; el 
embargo comercial; las presiones hacia los gobiernos latinoamericanos 
que culminaron con la expulsión de Cuba de la oea; el estímulo a la 
emigración de profesionales; el entrenamiento, organización y finan­

80	 El primer Gobierno Revolucionario había incluido entre sus ministros una representación amplia de 

figuras del Frente de Oposición vinculados a diversas fuerzas políticas. Entre 1959 y 1960 fueron des-

gajándose poco a poco a raíz de diferentes conflictos suscitados por la radicalización del proceso.

81	 Esta circunstancia tendrá, como veremos más adelante, un peso significativo en la formulación del 

dispositivo simbólico de legitimación y permanecerá como elemento central de la legitimidad del siste-

ma político hasta el día de hoy.
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ciamiento de grupos de emigrados cubanos dirigidos a ejecutar accio­
nes de sabotaje; la invasión de Bahía de Cochinos y los numerosos planes 
de atentados a F. Castro y de acciones subversivas y desestabilizadoras 
dirigidas por la cia.

Por otra parte, dentro del país, a un primer momento de apoyo 
general a la revolución por parte de todos los sectores políticos (con 
la excepción, por supuesto, de aquellos grupos batistianos demasiado 
comprometidos con la dictadura), le siguió un proceso de redefinición 
de lealtades en correspondencia con la radicalidad de las medidas re­
volucionarias82 y los objetivos, intereses e ideologías de los diferentes 
grupos y organizaciones que inicialmente habían acogido la revolución 
como suya.

En estas circunstancias, el apoyo de la gran mayoría de la población 
—y, más aún, su identificación plena y su participación activa en el 
proyecto—, resultaba indispensable para el mantenimiento del poder. 
El alto grado de legitimación y de consenso que la revolución cubana 
logró despertar en torno a su existencia se explica en gran medida por 
las ventajas materiales que sus leyes y programas trajeron a una mayoría 
de la sociedad, pero no solamente por eso. También la transforma­
ción de la cultura política, la difusión de creencias, valores y símbolos 
motivadores que el nuevo discurso político proponía, contribuyen a 
explicar, por el lado subjetivo y cultural, ese fenómeno.83

En este sentido, la mayor eficacia del discurso se encuentra relacio­
nada con su articulación alrededor de dos valores centrales de la cultura 
política de la república: la soberanía y la justicia social. No es ocioso 
recordar que estos temas habían sido el centro de numerosos conflictos 
sociales y de la retórica de todos sus movimientos políticos y, como 

82	 Entre las cuales no se puede dejar de mencionar los juicios sumarios y ejecuciones de los militares 

comprometidos con las torturas y asesinatos del gobierno batistiano.

83	 Sobre esto, he tratado extensamente en Bobes, 2000.
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parte importante de los sueños, las utopías y los programas políticos 
del pasado reciente, habían generalizado la idea de una “historia inaca­
bada” y una nación mediatizada. 

En la medida en que la revolución se autodefinió como la “realiza­
ción plena de la patria”, buscó su justificación en los valores tradiciona­
les de la cubanidad, y esto la llevó a refundar la identidad nacional. La 
cubanidad había nacido marcada por los problemas de la independen­
cia y la soberanía y valores fuertemente arraigados como el antiimperia­
lismo; enfrentada a la tensión que suponían el liberalismo y la igualdad 
frente a una sociedad estructurada jerárquicamente y donde la escla­
vitud había dejado como herencia nefasta la discriminación racial y, 
finalmente, un modelo normativo inspirado en valores democráticos 
que no encontró nunca asidero real en las prácticas políticas cotidianas 
de la República. El nuevo discurso político —en particular el de Fidel 
Castro— tomó a su cargo la refundación de la identidad nacional como 
recuperación y, con ello, encontró una forma eficaz para la legitimación 
de un proyecto que —paradójicamente— negaría a la Cuba anterior 
como su encarnación “perversa”.

Desde la perspectiva de la institución imaginaria de la sociedad, 
esta reelaboración tiene lugar a partir de la moralización de la política 
y la publicitación de lo privado. Respecto a lo primero, en la medida 
en que la patria, la soberanía y la independencia se identifican con el 
proyecto socialista, lo cubano se define fuera de la ciudadanía y de lo 
antropológico y lo étnico, tornándose una elección ética y política. Si la 
noción de ciudadanía era el presupuesto central que daba legitimidad al 
sistema político democrático de la república, el nuevo discurso articula 
su legitimidad en la voluntad colectiva del pueblo rechazando también 
la elaboración del relato de la “decadencia” y de los vicios del carácter 
cubano. Tales vicios se identifican ahora como atributos de un grupo 
(los explotadores, los burgueses y los “politiqueros”) mientras se enfati­
za en la heroicidad y capacidad de sacrificio de la mayoría.
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En cuanto a lo segundo, con esta politización de la cubanidad se 
produce una dilatación de lo público; en tanto la patria se torna una 
elección de adhesión al proyecto que supone su “verdadera realiza­
ción”, esto la coloca por encima de todo (de todos y de cada uno), 
con ello el problema del bienestar, la igualdad y la libertad dejan de 
ser un asunto individual y se convierte en un problema colectivo, con 
lo cual la esfera de la vida privada es relegada a un lugar secundario. 
Consecuentemente, la idea de la libertad y los derechos individuales 
—desde la perspectiva procedimental y jurídica— se debilitan pro­
gresivamente hasta desaparecer, quedando como referente principal 
las necesidades del pueblo,84 a las cuales se subordinará todo lo demás 
(Bobes, 1994).

A la vez, la redefinición simbólica de las inclusiones y exclusiones 
de la comunidad política y la sociedad civil, se constituyeron desde su 
continuidad con el conjunto de valores nacionalistas y revoluciona­
rios arraigados en el repertorio cultural cubano prácticamente desde la 
fundación de la nación. Pero la nueva cultura política reformularía el 
imaginario ciudadano y reinventaría la nación a partir de una compleja 
relación de continuidad y ruptura con su pasado simbólico. 

Dentro de esta dinámica recuperación–negación, lo más impor­
tante en términos de construcción de la nación y que tiene grandes 
implicaciones para la comprensión y el ejercicio de la ciudadanía, es 
la reelaboración de la identidad nacional en términos de su identi­
ficación con el proyecto socialista. A partir de ahí, se asume que el 
socialismo es la patria (Bobes, 1994). Esta reelaboración de la iden­
tidad nacional en términos de identificación de la nación y el so­

84	 La fuente de este modelo está en el ideal republicano participativo, que tiene como centro la par-

ticipación activa de gobernantes y gobernados en la formación de la voluntad general y la opinión 

pública. El nuevo discurso en su construcción de lo político arraiga en el complejo nacionalista 

revolucionario radicalizado, y éste le confiere sentido al nuevo modo de entender lo público y lo 

privado (Bobes, 2000).
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cialismo se articula y se trama alrededor de las nociones de justicia 
social e igualdad, ambas presentes en el imaginario anterior, pero que 
en el nuevo discurso se redefinen en sus contenidos radicalizándose al 
máximo.

El aspecto fundacional de este proceso quedará establecido, tanto 
en su actitud de rechazo hacia las instituciones que hereda, como en 
la reformulación de los valores centrales de la cultura política ante­
rior. Otorgando nuevos significados a los valores prevalecientes, pero 
conservando intacto el sistema de símbolos de la “tradición histórica”, 
el acto fundante se torna —simultáneamente— conclusivo, ya que la 
Revolución se presentará como la culminación del largo proceso de lu­
cha de la nación por alcanzar su verdadera identidad.

Esta operación tiene lugar, básicamente, a través de la comprensión 
de la Revolución del 59 como la realización y encarnación reales de la 
nación, la reelaboración de la historia nacional, la reinvención de sus 
tradiciones, la resemantización de los principios básicos de la demo­
cracia, la idea de la creación de la nueva sociedad como tarea para “el 
hombre nuevo” y la insistencia en la unidad como necesidad para la 
supervivencia de la nación. 

Revisemos cada uno de estos principios por separado para reflexio­
nar detenidamente en torno a sus consecuencias para la legitimación 
de una nueva constitución imaginaria de la nación, un nuevo patrón de 
inclusión en la sociedad civil y, por consiguiente, una nueva formula­
ción de la noción de ciudadanía.

El nuevo discurso propone a la Revolución como alumbradora, co­
mo el acto que da cuerpo real a la identidad nacional. El referente a esta 
formulación, y su asidero fundamental, lo constituye la idea, prevalecien­
te en el imaginario republicano, de la revolución traicionada y el mito del 
revolucionario mesiánico que recuperaría la soberanía y la independencia 
de la nación. Cuando el discurso político presenta a la Revolución del 
59 como la culminación de “cien años de lucha”, se autoproclama la 
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encarnación de la verdadera identidad nacional.85 A su vez, en la medida 
en que la revolución se asume como la realización plena de la patria, la 
(nueva) identidad nacional se define en términos de confrontación con el 
enemigo —los Estados Unidos— a la vez que como identificación con 
el orden estatal que la “representa”: el gobierno revolucionario.

Al empalmarse con una tradición anterior de la cual dice ser la ver­
dadera culminación (la revolución es una, “desde Yara —1868— hasta 
la Sierra —1959—”), el nuevo discurso se ve precisado a contender con 
nociones como patria, justicia social, igualdad, sacrificio, independen­
cia y soberanía, las cuales son identificadas con la revolución.86 Estos 
ideales encarnan en un ideal concreto de hombre (revolucionario), que 
va más allá de la noción política de ciudadano y se extiende a una ética 
sacrificial. El héroe —como modelo de hombre— induce una moral 
donde la identificación con la patria significa la redención y el sacrificio 
por los demás.

En la nueva narrativa de la sociedad civil, la propia narración de la 
historia patria se recrea en tanto se “purifica” de una parte de su historia. 
Poco más de un siglo de historia republicana se resume en la politique­
ría, el fraude, la corrupción y el entreguismo de los gobiernos anterio­
res y, en consecuencia, se segrega de la historia como lo “no cubano” 
(o lo anticubano) y se difunde en el universo semántico —tanto en la 
academia como en la sociedad— el uso del término pseudo república 
para referirse al pasado reciente, lo cual supone la exclusión de toda una 
tradición liberal y democrática del pensamiento cubano que había codi­

85	 En el discurso por el centenario de la Guerra del 68, Fidel Castro elabora de la manera más acabada 

estas ideas. Allí dice “… en Cuba sólo ha habido una revolución: la que comenzó Carlos Manuel de 

Céspedes el 10 de octubre de 1868 y que nuestro pueblo lleva adelante en estos instantes” (Castro, 

1976, Discurso del 10 de octubre de 1968). 

86	 “Para nosotros, tres años de revolución significan los únicos años que los cubanos hemos sido due-

ños de nuestro destino a lo largo de nuestra historia, desde que el primer conquistador español pisó 

nuestro suelo. Cuba dejó de ser ficción de nación soberana para convertirse en luminosa realidad” 

(Castro, s/a: 4).
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ficado sus proyectos desde los mismos valores de justicia y soberanía.87 
Lo que se reivindica como tradición nacional es lo que engarza con los 
valores políticos que se están defendiendo, y la vida política del país se 
ve reducida a “tres momentos gloriosos”: la gesta de independencia de 
1868 a 1898, la revolución de 1930–1933 y la revolución de 1959.

Al identificar la República y sus instituciones con la corrupción, el jue­
go, la violencia, los abusos, los crímenes, las inmoralidades públicas, el robo 
y el fraude, a la vez que se desautorizan las relaciones políticas anteriores, 
aparece un nuevo catálogo de virtudes (públicas y privadas) para delimitar 
la pertenencia legítima a la sociedad civil. La noción de ciudadano elector 
se sustituye por la de pueblo, con ello se refuerza el vínculo colectivista y se 
desdibuja el principio de individualidad (característico de la ciudadanía); 
esta noción del “pueblo cuerpo” refiere a la categoría de trabajadores y res­
tringe la libertad y la igualdad a este grupo mayoritario, por ello permite 
pensar en cierta forma de exclusión. Así, dentro de los enemigos se incor­
pora al otro como explotador, como dueño y como enemigo del pueblo.

Sin embargo también esta formulación representa una ampliación de 
la inclusión. En esta noción de pueblo se incluye la libertad y la igualdad 
en términos de género y de raza, es decir, se reivindica explícitamente 
la situación de exclusión de la mujer y los afrocubanos, aunque sólo en 
términos de integración, ya que, como lo que se privilegia es la unidad no 
aparecen espacios para reivindicaciones grupales específicas. 

En cuanto a la discriminación racial, aunque los afrocubanos fue­
ron uno de los grupos más beneficiados con las nuevas políticas sociales 
y económicas, hay que resaltar el hecho de que este grupo social me­
joró su situación más como parte de una clase excluida que como una 
comunidad étnica particular. La ausencia de políticas afirmativas dise­
ñadas especialmente para superar el handicap que representa la historia 

87	 Esta omisión, que involucra tradiciones políticas e intelectuales, se justifica en el lamentable desempe-

ño de los gobiernos republicanos y constituye en parte el olvido y amnesia compartidos de la nueva 

formulación de la nación.
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de la esclavitud y los siglos de discriminación, puede interpretarse como 
la continuidad de una ideología nacionalista basada en la integración 
y que busca siempre resaltar la homogeneidad. En el caso de la mujer, 
sin embargo, se han diseñado más políticas específicas y se han estable­
cido legislaciones complementarias a la Constitución para garantizar 
el ejercicio de su derecho a la igualdad. Quizás el hecho de existir al 
menos una organización femenina (la fmc) ha implicado una mayor 
visibilidad de esta dimensión de la desigualdad.

Respecto a la democracia, ya que las instituciones políticas, el siste­
ma de representación y los ejercicios electorales republicanos se descali­
fican, su reelaboración genera una tensión mayor que otros valores del 
imaginario anterior. Como además el vínculo nacional se ha vuelto ma­
teria de compromiso ideológico que induce a la movilización política 
de todos, la democracia se entenderá en lo adelante como participación, 
tanto en la distribución del ingreso como en las tareas revolucionarias 
orientadas por el Estado. Simultáneamente, las ideas de representación, 
competencia electoral y procedimientos pasan al contra código de rela­
ciones perversas (identificadas con el pasado).

Con todo esto, los polos positivo y negativo del asentamiento simbó­
lico (referentes normativos de la comunidad política) se redefinen tanto 
respecto a las conductas como respecto al tipo de relaciones sociales acep­
tadas y rechazadas por la sociedad civil. Si el leit motiv del nuevo discurso 
fue, sin dudas, la creación de una nueva sociedad, esta nueva sociedad 
debería ser construida por un sujeto también renovado, los individuos 
—ahora vistos como grupos populares— serán a partir de entonces los 
constructores del nuevo orden y, por lo tanto, se incorporan otras virtu­
des, ausentes en el anterior código de la sociedad civil. Las nuevas con­
ductas y relaciones adscritas al polo positivo incluyen la participación 
responsable y consciente en la creación de una sociedad mejor. 

Por otra parte, los enormes obstáculos a los que se enfrenta esta 
tarea son otra vez atribuidos a los “enemigos”: la oposición a las me­
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didas revolucionarias por parte de los gusanos88 (explotadores, parási­
tos, privilegiados) y las agresiones del gobierno de los Estados Unidos 
(el bloqueo, las operaciones desestabilizadoras de la cia), además de las 
condiciones de miseria, subdesarrollo, atraso e ignorancia en que me­
dio siglo de república habían dejado al país.

Es importante observar que en los primeros años, y al menos hasta 
la década de los ochenta, el discurso político enfatiza en la dimensión de 
futuro, siendo el otro de sus elementos legitimantes (junto a la identifi­
cación de la soberanía y la independencia con el orden estatal socialista) 
la promesa (y la meta) del desarrollo que permitiría alcanzar un mayor 
bienestar y aumentar la riqueza nacional, la cual, redistribuida equitati­
vamente, implicaría un crecimiento considerable de la calidad de la vida 
de todos por igual. Esta es una de las grandes fortalezas de este discurso 
ya que opera con una visión que puede soslayar el presente entre una 
imagen del pasado como “gran receptor del mal” y desplazar el proyecto 
hacia un futuro, que, en cuanto tal, no es susceptible a crítica.

En tanto la narración de la sociedad futura se ubica temporalmente 
en el plano del después, el presente queda suspendido y opera como 
mecanismo cultural para la estandarización de las expectativas, ya que 
todas las aspiraciones individuales pueden ser englobadas indiferencia­
damente en la “sociedad mejor” a la cual se llegará planificada, organi­
zada y colectivamente. La nueva narrativa supone que las necesidades 
de todos son homologables y por lo tanto, el nosotros sustituye al yo. 
En este sentido, se va dibujando un asentamiento simbólico donde el 
individualismo ocupará un lugar cada vez más importante en el lado 
negativo, mientras que el código positivo reivindicará las conductas 
orientadas por el colectivismo y el desinterés.

88	 Con este vocablo despectivo, no sólo el discurso, sino la sociedad misma, designaron por mucho 

tiempo a todos los que discrepaban del proyecto socialista, lo cual incluía a los que emigraban y a los 

que, permaneciendo en el país, expresaban descontento o no participaban en las tareas y organiza-

ciones revolucionarias. 
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A partir de esta idea se suma al polo positivo la centralización, es­
tatalización y planificación de la economía. Así, en el nuevo código las 
relaciones económicas de mercado son satanizadas y la regulación y pla­
nificación estatal se presentan como una forma de defensa de los intereses 
de pueblo. A la vez, los patrones de consumo son considerados también 
en el código de pertenencia. Si antes la sociedad civil cubana identificaba 
el consumo con la modernidad, la civilización y el progreso; en el nuevo 
código la austeridad y el ahorro pasarán al lado positivo, y el consumo 
(codificado ahora como suntuario) al negativo (identificado con los ene­
migos, parásitos, etc. y como obstáculo para la inversión necesaria para 
el desarrollo del país). El consumo deberá, entonces, restringirse a las 
necesidades básicas (definidas por el Estado) de alimentación, vivienda, 
trabajo, educación y salud, asumiendo que todos los individuos tienen 
las mismas, desde un intelectual hasta un campesino. En la nueva com­
prensión épica de la existencia, la narrativa del placer y el hedonismo 
(centrales para el imaginario republicano de la modernidad y el progre­
so) será sustituida por la del sacrificio y el deber.

Con esto, implícitamente ya se van estructurando las cualidades 
positivas de la pertenencia a la sociedad civil. El “hombre nuevo” —ar­
quetipo que compendia los atributos positivos de la pertenencia— 
incluye la consagración a la causa de la revolución, la postergación de 
los intereses individuales por los colectivos, el rechazo al dinero y los 
bienes materiales, la solidaridad, la responsabilidad, la honradez, la ge­
nerosidad, la superación y la utilidad.

El contra código excluyente en este caso estará representado por 
el parásito —todo aquel que no trabaja, que vive en la sociedad sin 
aportar nada a ella, que vive del esfuerzo de los demás,89 o los que se 
dedican actividades improductivas tales como el comercio y la burocra­

89	 En un primer momento esta figura sirve para descalificar a los “explotadores”, antiguos propietarios 

de grandes empresas expropiados por la revolución. Se les trata de escoria social, aliado principal del 
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cia. También se incluyen en él los considerados “antisociales”, es decir, 
los vagos, lumpens, comerciantes del mercado negro y, en una extraña 
mezcla, los homosexuales y religiosos.

La pertenencia legítima a la sociedad civil, codificada desde el hom-
bre nuevo, incorpora una concepción colectivista reñida con el dinero 
y los estímulos materiales y comprometida con una ética del deber, 
dentro de la cual el referente principal y único de pertenencia es la ad­
hesión al proyecto social de la Revolución. Por ello el otro componente 
indispensable del código positivo fue la participación y la integración a 
todas las tareas de la construcción de la nueva sociedad (movilizaciones 
políticas, trabajo voluntario, vigilancia, defensa, tareas sociales), con­
secuentemente, el contra código incluía la apatía y la pasividad como 
cualidades negativas que excluían de la pertenencia.

 Estos cambios generaron que junto con la uniformidad en la dimen­
sión institucional de la sociedad civil se impusiera un universo simbólico 
único y totalizador, dentro del cual la definición de la identidad nacional 
como identificación al socialismo cumplía el papel de ofrecer el gran cri­
terio de pertenencia grupal a través del cual era posible diluir, postergar 
y/o soslayar cualquier otra base de identificación colectiva más particular. 
Con esta operación se logró durante varias décadas el funcionamiento 
armónico de una sociedad altamente cohesionada e integrada (y movi­
lizada en torno a las tareas de la construcción del nuevo orden), pero a 
costa de la heterogeneidad, la pluralidad y la autonomía de las acciones.

En suma, lo que quiero destacar es que el resultado más conspicuo 
de estas transformaciones políticas, económicas y simbólicas de la vida del 
país, fue la ausencia de diversidad. En cuanto la lógica estatal y los valores 

imperialismo norteamericano. Más adelante esta imagen negativa de personas improductivas que se 

benefician del trabajo ajeno sin aportar nada, se asocia también a los trabajadores por cuenta propia 

y pequeños comerciantes que subsistieron hasta la Ofensiva Revolucionaria de 1968 que liquidó la 

pequeña propiedad.
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del discurso oficial, éstos llegaron a dominar en todas las esferas de la vi­
da; tanto las relaciones económicas, como las políticas y las sociales se 
vieron reguladas y orientadas prácticamente por los mismos principios, 
con lo cual la homogeneidad se instaló como la característica principal 
de la sociedad cubana y, consecuentemente, las alternativas individua­
les y las posibilidades de innovación y autonomía casi se cancelaron o 
se confinaron a zonas muy restringidas de la vida privada.90

Tal configuración del código simbólico tiene consecuencias muy im­
portantes en el aspecto de la legitimación, no sólo en el ámbito político 
sino en el de la propia sociedad. Así, el código sirvió para legitimar con­
ductas de discriminación y de exclusión que se desplazaron desde la 
esfera estatal hasta la de la vida cotidiana. Por ejemplo, junto a la apa­
rición de instituciones de castigo como las umap,91 la sociedad misma 
rechazaba a los homosexuales y a los religiosos. En la lucha ideológica 
los “burgueses”, “flojos” y “parásitos” eran separados del núcleo vir­
tuoso de los revolucionarios, que serían los “verdaderos cubanos”. Y, 
finalmente, en los mítines de repudio del Mariel,92 la sociedad en pleno 

90	 Esta afirmación es un tanto exagerada y debe ser matizada, ya que uno de los resultados de este 

crecimiento de lo público y de la moralización politizante de la actividad social fue el surgimiento de 

una socialidad independiente y autónoma que se retrajo a lo oculto, lo sumergido y lo íntimo. Estas redes 

sociales informales se articularon alrededor de las transacciones comerciales en el mercado negro, las ac-

tividades económicas ilícitas y las solidaridades asociadas a la familia, la amistad, la vecindad y la religión; 

y se contrapusieron tanto a la lógica de funcionamiento como a la moralidad oficial (Bobes, 2000).

91	 Las Unidades Militares de Apoyo a la Producción, fueron instituciones de castigo, constituidas como 

campos de trabajo, creadas en los años sesenta y eliminadas pocos años después, donde fueron 

recluidos “con objetivos de reeducación” homosexuales, religiosos y otros “elementos desviados” de 

la sociedad, especialmente jóvenes.

92	 Durante 1980 y como consecuencia del incidente de la entrada violenta de un grupo de potenciales 

emigrantes a la Embajada de Perú en La Habana, y luego de diversas negociaciones, se estableció 

un puente marítimo entre Cuba y eeuu. En esa ocasión salieron más de 125 mil personas en medio 

de una atmósfera de confrontación interna que se caracterizó por una intensa movilización, donde 

aquellos que expresaron su intención de emigrar fueron tratados como traidores a la patria y repu-

diados públicamente en mítines y concentraciones populares que, a la vez, sirvieron para reafirmar 

demostrativamente la lealtad de los que se quedaban.
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calificaba a los que no aceptaban el proyecto y decidían por la salida, 
como “escorias” y “lacras”, afirmando categóricamente la parte exclu­
yente de la narrativa social y la delimitación simbólica de la pertenencia 
a la nación.

El mundo social, entonces queda dividido tajantemente en un “aden­
tro” y un “afuera”, dentro podrían estar sólo los que se demuestren 
congruentes con la nueva definición; excluidos quedarían todos aque­
llos, que por poseer los defectos o imperfecciones de conductas ajenas a 
tal patrón no son sujeto de protección, ni merecen gozar de las mismas 
libertades. Para ellos no están proclamados los derechos, ya que son 
concebidos como seres indignos y amorales y, en ese sentido, como 
una amenaza para la coexistencia social armoniosa. La consecuencia 
de esta división, como he apuntado antes, es que sirve no sólo para 
justificar la represión, sino para difundir en el imaginario ciudadano 
una aceptación de la cancelación de los derechos y la exclusión de los 
que discrepan.

 La estructura discursiva de esta narrativa puede esquematizarse de 
la siguiente manera:

Polo positivo Polo negativo

Participación Apatía

Intransigencia Tolerancia

Colectivismo Individualismo

Austeridad Consumismo

Disciplina Indisciplina

Lealtad Autonomía

Trabajo Vagancia (ocio)

Confianza (Hiper) criticismo

Firmeza Blandenguería

Sacrificio Egoísmo (indiferencia)
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En esta esquematización del código binario de la sociedad civil cuba­
na es fácil distinguir (aunque reformulados y resemantizados) algunos 
elementos componentes de las viejas narrativas republicanas, asen­
tados en algunos de los valores más persistentes de la cultura política 
cubana, como son la intolerancia, la mitificación del heroísmo y el sa­
crificio, la justicia social, etc. Si observamos la columna de la izquierda, 
que correspondería al arquetipo de revolucionario y del “hombre nue­
vo” constatamos la presencia de la intolerancia, el rechazo al diálogo y 
la negociación y la aceptación de la violencia como comportamiento 
político; junto con la aparición de nuevos valores como el colectivismo, 
la austeridad y el sacrificio. Llama la atención la ausencia en el polo po­
sitivo de una referencia al respeto a la legalidad y otras normas básicas 
de la convivencia democrática, como la tolerancia y la aceptación de la 
diversidad y la diferencia.

Desde este núcleo normativo es crucial la unidad en función de los 
intereses de la patria. Por esta vía se instaura el principio de la unanimi­
dad como la conducta más deseable, a la vez que se justifica la cancela­
ción de la pluralidad y la exclusión de las minorías, particularmente los 
disidentes, los cuales resultan definidos como enemigos (no cubanos), 
y excluidos de la pertenencia legítima a la comunidad política y a la 
sociedad civil.

Es evidente que estas reelaboraciones discursivas generan un cam­
bio en el patrón inclusión–exclusión de la ciudadanía y es este nuevo 
patrón el que origina la exclusión de los cubanos que han decidido vivir 
fuera de su país. A partir de ellas se excluyen de los derechos ciudada­
nos y de la comunidad política no sólo a los extranjeros, sino a todos 
aquellos que —a partir de su discrepancia con el proyecto estatal— de­
ciden emigrar, principalmente a Estados Unidos.

La opción de emigrar precisamente a Estados Unidos facilitó la 
descalificación de la oposición emigrante, puesto que ése precisamente 
había sido codificado ya desde la república como el país enemigo por 
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excelencia de la soberanía, la fuerza que representaba una amenaza pa­
ra el pueblo cubano y su revolución. La oposición, entonces, aparecía 
identificada a un adversario externo y poderoso y se le podía acusar de 
antinacional y antipatriótica, con lo cual su exclusión de la nación se 
presentaba como su propia elección. Esta diferenciación dicotomiza y 
perfila el código simbólico de exclusión: de un lado estarán los cubanos 
(aquellos que están a favor y participan activamente en la revolución) y 
del otro los anticubanos (el extranjero agresor, los que se pliegan a sus 
designios en contra de la nación, y los que emigran) codificados en la 
narrativa como gusanos.

Esta operación simbólica tiene un correlato en la política migrato­
ria del Estado cubano, que establece la categoría de “salida definitiva”, 
a través de la cual aquellos cubanos que emigran a un país extranjero 
pierden su derecho de residencia en Cuba, además de todos sus dere­
chos civiles, políticos y sociales. A pesar de que la Constitución (1992, 
art. 32) establece que los cubanos no pueden ser privados de su ciuda­
danía (y que aunque emigren conservan un pasaporte cubano), durante 
muchos años esta restricción incluyó la prohibición de visitar el país y 
aún en la actualidad los cubanos residentes en el extranjero deben pedir 
un permiso para entrar en Cuba.93

Con el transcurso del tiempo esta exclusión se iría matizando. Ya 
casi al llegar a la década del ochenta se produce el primer diálogo del 
gobierno con la comunidad exiliada, lo que lleva a adoptar acuerdos 
en torno a la reunificación familiar que permitieron por primera vez el 
regreso —en calidad de visitantes— de los exiliados. En este sentido, 
ocurre una ampliación discursiva de la pertenencia a la sociedad civil, ya 
que estas visitas generaron una reactualización de los contactos entre las 

93	 Recientemente se produjo una modificación a estas regulaciones que culminaron con la eliminación 

del permiso de entrada al país, y su sustitución por una “habilitación” del pasaporte que elimina la 

necesidad de solicitar permisos de entrada cada vez. No obstante, esto no ha cambiado el hecho de 

que se trata de un permiso que puede ser revocado.
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familias y la primera fractura en la rotunda división “adentro–afuera” 
que había prevalecido en los años precedentes. No sin resistencias, un 
contra discurso comenzó a modificar la percepción de los emigrados, 
quienes cada vez más han sido recibidos en general, no como enemigos 
sino como familiares y parientes. 

Es claro, entonces, que dentro de este cambio de normas y valo­
res políticos, y legitimado por la nueva narrativa de la sociedad civil 
(identificada con los valores del discurso político), ocurre una profunda 
transformación, tanto de la noción de ciudadanía como de su papel 
para el funcionamiento y la articulación del sistema político y las rela­
ciones individuo–sociedad–Estado.

La nueva construcción imaginaria de la ciudadanía, definida desde 
la tradición cívico–republicana, y cuyo principal elemento legitimante 
explicita su vínculo con Martí, queda restringida a aquellos que per­
manecen en el país y se adhieren al proyecto socialista, y será participa­
tiva y militante, enfatizará más el ejercicio que el estatus (jurídico), la 
igualdad que la libertad. Insiste en el lenguaje de los deberes, el servicio 
a la nación y al Estado, y en la defensa de la comunidad; del otro lado, 
la participación en la esfera pública —ahora identificada y restringida al 
orden estatal y por lo tanto, no plural— dejará de ser una opción para 
convertirse en un deber.

Desde esta perspectiva, la resignificación de los valores de igualdad 
y libertad determina que la ciudadanía deje de ser el criterio central de 
unificación e integración política de la sociedad socialista cubana para 
dejar paso a las nociones de revolucionario y pueblo como sustitutos de 
ciudadano y mayoría electoral. Esto permite soslayar de la discusión el 
problema de la representación en el sistema político; dado que se asume 
la unidad del pueblo y su identificación con la revolución, y que las 
organizaciones de masas oficiales aglutinan a todos, no hay lugar para 
discutir acerca de las minorías ni espacios para articular sus intereses ni 
para procesar los disensos.
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Sobre estas transformaciones fundamentales se articula el imagi­
nario de la revolución. A ellas, en la medida en que pasa el tiempo, 
se va adicionando un cambio de contenido hacia significados corres­
pondientes al ideario marxista–leninista. Hacia finales de la década de 
1960 ingresan al imaginario nacional las nociones de socialismo, dic­
tadura del proletariado, explotación del hombre por el hombre y otras 
similares. Con ello, se reformula el carácter militante de la ciudadanía 
cívico republicana y —como veremos en detalle más adelante— todos 
los derechos ciudadanos quedan condicionados a la defensa del orden 
socialista. Ya en la Constitución de 1976, los derechos sociales prácti­
camente sustituyen a los civiles y políticos.

La nueva comprensión de la igualdad y libertad ciudadanas, así co­
mo la ampliación de los derechos sociales y el establecimiento de meca­
nismos efectivos para su ejercicio, permiten avanzar en la solución de la 
exclusión racial y de género. Los pasos efectivos dados en función de 
la igualación real de las oportunidades —tanto en el plano legal formal 
como en la participación en la distribución de beneficios económicos y 
sociales— constituyen un desarrollo sin precedentes para la solución de 
esta tensión (aunque no la han hecho desaparecer del todo).94

La democracia, redefinida desde estos valores, se comienza a en­
tender más como un sistema que permite la emancipación del pueblo 
trabajador (en términos de liberación de la explotación) y la satisfac­
ción de necesidades que como norma jurídica o de procedimiento. Las 
nuevas instituciones, guiadas por los principios del centralismo demo­
crático, negarán la democracia representativa y sus reglas, y los funda­
mentos de la legitimidad pasarán de la legalidad al compromiso y la 
convicción. Lo que legitimará a las nuevas leyes es la revolución y no a 
la inversa. Los hechos son privilegiados por encima del derecho, mien­
tras la ejecutoria de las instituciones republicanas permite desacreditar 

94	 Sobre esto he discutido en Bobes, 1996.
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las instituciones representativas en general como una farsa cuyo funcio­
namiento no necesariamente garantiza la justicia o la equidad.

Por otra parte, el juicio moral sobre la historia republicana y las de­
finiciones previas de la nación, posibilitan la cancelación de la noción 
de ciudadanía en su sentido de estatus. La noción de ciudadano —aho­
ra militante— se sustituye por la de revolucionario,95 lo cual implica 
una nueva ética que busca trascender los principios liberales tradicio­
nales de libertad e igualdad.

Sobre este imaginario es posible analizar la dimensión procedimen­
tal de la ciudadanía cubana. La Constitución Socialista —discutida co­
mo anteproyecto en asambleas populares a nivel de barrio y aprobada 
en referéndum en 1976— dio carácter institucional y legal jurídico a 
estos principios morales en los cuales habían sido educados los cubanos 
por casi 20 años de Revolución. A través del análisis de los derechos y 
obligaciones plasmados en ella es posible extender la reflexión sobre la 
ciudadanía y ampliarla hacia el tipo de identidad e imaginario ciudada­
no sobre los cuales se asienta.

 

Derechos y obligaciones

Esta Constitución empieza declarando que los cubanos, como here­
deros de los patriotas independentistas, de los luchadores por el so­
cialismo y guiados por el marxismo leninismo, harán presidir la ley 
fundamental de la república por la siguiente frase de Martí: “Yo quiero 
que la ley primera de nuestra república sea el culto de los cubanos a la 
dignidad plena del hombre” (Preámbulo). 

En el Artículo 1 se define al estado cubano como un estado socia­
lista de obreros y campesinos y demás trabajadores manuales e intelec­

95	 Incluso la palabra “ciudadano” casi desapareció del universo semántico cubano y durante muchos 

años, sólo la usaba la policía para dirigirse a los delincuentes. En los otros ámbitos siempre se usaba 

“compañero”. 
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tuales; en este sentido, se puede apreciar que su referente simbólico es 
la noción de pueblo y, como sobreentendido, que la comunidad política 
no incluye a los que no son trabajadores. 

La Constitución de 1976 reconoce extensamente la igualdad como 
derecho fundamental de todos los ciudadanos. Se declara como ilegal y 
punible toda forma de discriminación por raza o sexo y expresan como 
precepto que las instituciones estatales educarán a todos en estos prin­
cipios (art. 41, inc. 2). En el texto constitucional también se prescribe 
la obligación del Estado a garantizar la igualdad de oportunidades y 
los mecanismos necesarios para ello. Esta formulación constituye un 
paso más allá en el compromiso con la igualdad que lo plasmado en la 
Constitución de 1940. En el caso de la mujer (y a diferencia de los afro­
cubanos), hay una referencia explícita a su situación particular como 
grupo en desventaja, ya que el compromiso incluye la responsabilidad 
estatal respecto a la organización de las instituciones necesarias para 
que el cuidado de los hijos y el hogar no sean un obstáculo para ello. El 
art. 43 dice textualmente:

(1) La mujer goza de iguales derechos que el hombre en lo económico, po­

lítico, social y familiar. (2) Para garantizar el ejercicio de estos derechos y 

especialmente la incorporación de la mujer al trabajo social, el Estado atiende 

a que se le proporcionen puestos de trabajo compatibles con su condición físi­

ca; le concede licencia retribuida por maternidad, antes y después del parto; 

organiza instituciones, tales como círculos infantiles, seminternados e inter­

nados escolares, y se esfuerza por crear todas las condiciones que propician la 

realización del principio de igualdad.

En términos de equidad de géneros, la legislación complemen­
taria del Código de Familia legaliza la igualdad y protege a la mujer 
y a los niños contra cualquier amenaza a este principio. En cuan­
to a la formulación de los derechos civiles —de palabra, religión, 
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prensa, propiedad y justicia— la Constitución reconoce la libertad de 
conciencia y religión, la inviolabilidad del domicilio y la correspon­
dencia, las garantías procesales y la igualdad ante la ley. La reflexión 
sobre estos derechos es de la mayor centralidad ya que son los que 
permiten la libertad individual y por lo tanto constituyen la base ge­
nética y procedimental de los otros derechos ciudadanos. Más aún, la 
constitución de un espacio público plural, base indispensable para el 
establecimiento y funcionamiento de un sistema político democráti­
co y de una sociedad civil vigorosa y diversa, no puede llevarse a cabo 
sin la existencia de medios de expresión también plurales y diversos, 
donde quepan todas las posiciones y se pueda debatir libremente so­
bre ellas. 

Respecto a la libertad de palabra y prensa, en el art. 52 se le reco­
noce a los ciudadanos este derecho, pero con una salvedad “conforme 
a los fines de la sociedad socialista” y, en el mismo artículo se expresa 
que los medios de comunicación “son de propiedad estatal o social y 
no pueden ser objeto, en ningún caso, de propiedad privada, lo que 
asegura su uso al servicio exclusivo del pueblo trabajador y del interés de la 
sociedad” (el subrayado es mío). En este sentido, aparece claramente la 
restricción a la libertad de palabra y prensa, lo cual está relacionado con 
la construcción simbólica (restrictiva) de la nación, en tanto se trata 
de una sola forma de participación, a través de un canal oficial, lo que 
excluye de hecho a cualquier grupo minoritario, y prohíbe la aparición 
de cualquier medio independiente.

En cuanto a la libertad de conciencia, la constitución de 1976 la 
reconoce en el art. 54, aunque refrenda la educación “científica ma­
terialista del Universo” como una responsabilidad del Estado y, en su 
inciso 3 introduce la ilegalidad y punibilidad de “oponer la fe o la 
creencia religiosa a la Revolución, a la educación o al cumplimiento de 
los deberes de trabajar, defender la patria con las armas, reverenciar sus 
símbolos y los demás deberes establecidos por la Constitución.” 
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Respecto a los derechos de propiedad, el Texto Fundamental de 
1976 establece la “propiedad socialista de todo el pueblo” (art. 14) so­
bre las riquezas naturales, la tierra, los medios de producción, y refrenda 
la dirección estatal de la economía (art. 16) y el monopolio estatal sobre 
el comercio exterior. Admite la pequeña propiedad de los agricultores 
y reconoce y estimula la formación de cooperativas (art. 20). Asimismo 
reconoce y protege la propiedad personal sobre los ingresos y ahorros 
provenientes del trabajo personal y la propiedad sobre los medios de 
trabajo personal y familiar, siempre que no se usen para la explotación 
del trabajo ajeno (art. 23).

Avanzando hacia los derechos políticos, los derechos de asociación, 
reunión y manifestación son reconocidos por el art. 54, pero se hacen 
depender de los canales oficiales orientados y dirigidos por el Estado;96 
“Las organizaciones de masas y sociales disponen de todas las facili­
dades para el desenvolvimiento de dichas actividades, en las que sus 
miembros gozan de las más amplia libertad de palabra y opinión, basa­
das en el derecho irrestricto a la iniciativa y a la crítica”. 

Con este marco jurídico, las posibilidades de participación no pue­
den trascender el plano socioeconómico y, por lo tanto, no favorecen 
la constitución de actores políticos independientes y autónomos. Como 
consecuencia, se constituye una sociedad civil monolítica y compacta 
que no refleja la diversidad, carece de autonomía y de iniciativas aso­
ciativas generadas “desde abajo”. Desde la perspectiva del capital social, 
los recursos que proveen el Estado y el orden normativo estabilizan un 
sistema de relaciones sociales donde la confianza tiende a desplazarse, 
ya sea hacia lo autorizado y lo estatal o bien hacia las redes más inme­
diatas de parentesco y amistad (que no favorecen el asociacionismo 
democrático ni su fortaleza institucional).

96	 A diferencia de la Constitución de 1940, en la Constitución Socialista no hay ninguna mención al 

derecho de huelga, ni al habeas corpus ni a la pena de muerte (que está contemplada en el Código 

Penal como sanción para delitos graves como el homicidio).
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Si a esto sumamos la existencia de un régimen de partido único97 y 
las características de la legislación electoral, lo que resulta es una restric­
ción en los derechos ciudadanos ya que queda eliminada la posibilidad 
de selección entre opciones diversas (consentir no es lo mismo que ele­
gir), y un ciudadano que no posee la capacidad ni las destrezas requeri­
das para la participación en un contexto de elecciones competitivas.

La Constitución de 1976 disminuye sensiblemente respecto a todas 
las anteriores la edad requerida para sufragar. En su capítulo xi queda 
establecido el derecho de todos los ciudadanos (mayores de 16 años y 
con capacidad legal) para elegir y ser elegidos a todos los cargos de re­
presentación (18 años para ser Diputado a la Asamblea Nacional) y se 
establece que el voto es libre, igual y secreto. No obstante, en esta pri­
mera legislación electoral la votación sólo es directa a nivel de circuns­
cripción y de municipio. Los candidatos a delegados de circunscripción 
son nominados en asambleas de vecinos y elegidos por voto directo y 
abierto en la asamblea, luego compiten los candidatos aprobados en las 
diferentes áreas, y en esta votación (directa y secreta) resultan elegidos 
los delegados municipales quienes eligen entre ellos a su comité ejecutivo, y 
son ellos también quienes eligen a los delegados a la Asamblea Provincial. 
El procedimiento se repite a este nivel, donde los Delegados Provinciales 
eligen (cada cuatro años)98 a los Diputados a la Asamblea Nacional 
(máximo órgano legislativo). En ella, los diputados eligen al presiden­
te, vicepresidente y secretario, y al Consejo de Estado y su presidencia 
que, a su vez, nomina al Consejo de Ministros (poder ejecutivo) y al 
poder judicial (presidente y jueces del tribunal supremo y fiscales de la 
República).

97	 Art. 5: “El Partido Comunista de Cuba, vanguardia organizada marxista–leninista de la clase obrera, 

es la fuerza dirigente de la sociedad y del Estado, que organiza y orienta los esfuerzos comunes hacia 

los altos fines de la construcción del socialismo y el avance hacia la sociedad comunista.”

98	 Las elecciones municipales y provinciales se efectuaban bajo esta legislación, cada dos años y 

medio.
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Asimismo, las candidaturas (que por ley debían tener un 25% más de 
candidatos que de puestos sometidos a elección) para los comités muni­
cipales y provinciales y para diputados, deberían ser elaboradas por una 
Comisión de Candidaturas integrada por las organizaciones de masas y 
presididas por un representante del Partido Comunista de Cuba.

Esta legislación electoral prohíbe de manera directa cualquier for­
ma de campaña política por parte de los nominados y se limita a la 
información y divulgación de los datos biográficos de los candidatos. 
También establece la obligatoriedad de que los representantes rindan 
cuentas de su gestión periódicamente ante los electores; sin embargo, 
algunas investigaciones realizadas han encontrado que los ciudadanos 
usan muy poco su derecho de revocar el mandato del delegado (Dilla 
et al., 1993). 

Este sistema, que se funda en la idea homogénea de la nación y el 
pueblo, favorece la elección entre personas y no entre proyectos alter­
nativos, e impide por tanto la representación de intereses grupales o 
sectoriales. Los candidatos se elijen por su integridad y compromiso 
revolucionario más que por su capacidad de gobernar o su propuesta 
de gobierno o la representatividad de algún grupo de interés. Se trata, 
en suma, de varias personas que compiten por la representación de un 
mismo proyecto

Todos los derechos civiles y políticos aparecen subordinados a la 
construcción y defensa de la sociedad socialista, la integridad y sobe­
ranía de la nación y la permanencia del orden estatal vigente, ya que 
el texto constitucional expresa que “Ninguna de las libertades recono­
cidas a los ciudadanos puede ser ejercida contra lo establecido en la 
Constitución y las leyes, ni contra la existencia y fines del Estado socia-
lista, ni contra la decisión del pueblo cubano de construir el socialismo y el 
comunismo” (art. 61, el subrayado es mío); lo que explicita la restricción 
y el condicionamiento del ejercicio de los derechos a la adhesión del 
proyecto socialista.
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 La Constitución de 1976 consagra una gran cantidad de derechos 
sociales como el derecho al trabajo (se considera un deber, un derecho 
y un honor), a la educación, asistencia médica, descanso retribuido 
(vacaciones y jornada de 8 horas), seguridad social, protección para los 
no aptos para trabajar, protección y seguridad en el trabajo, educación 
física, etc. Y también una gran cantidad de deberes, entre los que se 
cuentan el trabajo, el cuidar la propiedad pública y social, acatar la 
disciplina del trabajo, respetar los derechos de los demás, observar las 
normas de convivencia socialista y cumplir los deberes cívicos y sociales 
(art. 63), la defensa de la patria socialista —que se considera “el más 
grande honor y deber supremo de cada cubano”— (art. 64) refrendan­
do la obligatoriedad del Servicio Militar; el cumplimiento de la consti­
tución y las leyes, entre otros. En comparación con la Constitución del 
40, en ésta hay mayor equilibrio en la relación entre derechos y deberes, 
lo que implica una ciudadanía militante comprometida con la partici­
pación política, que se acerca al modelo comunitario que ve al deber 
como el medio natural para ejercer los derechos. 

Es interesante señalar que esta Constitución dispone que “La trai­
ción a la patria es el más grave de los crímenes”, esto, junto con el énfa­
sis en los derechos sociales y los deberes hace pensar en una traducción 
procedimental de la definición simbólica de la nación en términos de 
enfrentamiento y beligerancia, a la vez que en un modelo de ciudadanía 
militante, que radicaliza al máximo el ideal republicano presente en el 
imaginario desde los momentos fundacionales.

En cuanto a la ciudadanía y la nacionalidad, se incluyen como ciu­
dadanos cubanos por nacimiento a aquellos “extranjeros que por mé­
ritos excepcionales alcanzados en las luchas por la liberación de Cuba 
fueron considerados ciudadanos cubanos por nacimiento” (art. 29, 
inc. c) —refrendando lo establecido en este sentido por la Constitución 
del 40— y ciudadanos cubanos por naturalización a “los que hubiesen 
servido a la lucha armada contra la tiranía derrocada el 1 de enero 
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de 1959…” (art. 30, inc. b). En cuanto a las exclusiones, es precepto 
constitucional que pierden la ciudadanía cubana los que adquieren una 
ciudadanía extranjera (no se acepta la doble ciudadanía), pero además 
tanto los que, sin permiso del gobierno sirvan a otra nación en funcio­
nes militares o cargos con jurisdicción propia, como “los que en terri­
torio extranjero de cualquier modo conspiren o actúen contra el pueblo 
de Cuba y sus instituciones socialistas y revolucionarias.” (art.32, inc. c, 
subrayado mío). En este caso, estamos viendo una forma en la que se 
concreta el patrón inclusivo que identifica la nación con el orden estatal 
vigente y la patria con el socialismo.

Tal formulación procedimental está amparada y legitimada en la 
cultura política, la institución simbólica de la nación y las narrativas 
de la sociedad civil que se fundan en la primera década revolucionaria 
y se mantienen hasta la segunda mitad de la década de 1980. Éstos, 
puede decirse, son los pilares básicos del patrón inclusión–exclusión de 
la ciudadanía y, desde 1959, hasta la década de los noventa, sólo sufren 
ligeras modificaciones, entre las cuales puede mencionarse —hacia los 
setenta— una ligera flexibilización en el rechazo al dinero y la estimula­
ción material, que coincide con una fase de sovietización de la ideología, 
las instituciones y el discurso político. Con ello ingresa a la narrativa 
de la sociedad civil un vocabulario marxista que enfatiza en las clases 
sociales y genera una forma peculiar de comprender las relaciones so­
ciales. Este giro implica el ingreso al código positivo de pertenencia a la 
sociedad civil la meritocracia, la eficiencia y la retribución diferenciada 
del desempeño individual.

Ampliando la inclusión

Los cambios más importantes para la configuración de la ciudadanía 
en Cuba después de 1959 (tanto en la dimensión procedimental como 
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en la simbólica) han tenido lugar a partir de 1989, coincidiendo con la 
desaparición del campo socialista y el llamado Período Especial.

A principios de los noventa, el estado cubano enfrentaba la peor cri­
sis económica de su historia, crisis que se extendía además a las esferas 
de la legitimación política y la integración social. Esto provocó una 
necesidad de realizar ciertas reformas (desde el propio poder) para ga­
rantizar la supervivencia del régimen; entre ellas las más importantes 
fueron la Reforma Económica y la Reforma Constitucional de 1992. 
Junto a ellas, la aparición de nuevas formas de asociación que surgen 
vinculadas a nuevos tipos de solidaridad y a modos no estatales de so­
lución a los problemas cotidianos, comienzan a cambiar el panorama 
—institucional y simbólico— de la sociedad civil cubana, la construc­
ción simbólica de la nación y los fundamentos del patrón inclusión–
exclusión ciudadana que de ellos se derivan.

Desde el punto de vista político institucional los cambios principa­
les comprenden la Reforma Constitucional y la promulgación de una 
Nueva Ley Electoral.99 Ambos procesos, junto con la cancelación del 
ateísmo como principio del pcc, han tendido a la ampliación de las 
bases de consenso y a un reciclamiento de los mecanismos de legitima­
ción política.

Respecto a este último punto es importante señalar que las fuentes 
de legitimación han continuado fincadas en la Revolución (popular) 
y sus conquistas, como acto fundador del orden estatal, y el énfasis ha 
seguido en tratar de ampliar (hacia sectores antes excluidos, como los 
religiosos) el carácter inclusivo de esta ideología. No obstante, la crisis 
ha obligado a replantear los logros revolucionarios en forma de una 
versión restringida que los iguala a las conquistas mínimas de la educa­
ción, la salud y la seguridad social, y en los últimos tiempos la promesa 
de un futuro mejor (anclada en los resultados del desarrollo del país) 

99	 A estos cambios me voy a referir in extenso más adelante.
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ha desaparecido del discurso, quedando en su lugar una forma de legi­
timación que presenta el socialismo cubano como la única alternativa 
digna y soberana al avance del neoliberalismo en un mundo unipolar.

En el orden económico, los cambios sí apuntan a una verdadera 
reforma de la estrategia y el modelo global del proyecto. Esta nueva es­
trategia incluye la aceptación y promoción de la inversión extranjera 
(en empresas mixtas y de capital privado) en diversos sectores; legali­
zación del trabajo por cuenta propia y la tenencia de divisas; aper­
tura del mercado interno; cooperativización masiva de la producción 
agropecuaria; racionalización del aparato estatal y reducción de puestos 
de trabajo, así como la aplicación de una política fiscal. Todas estas 
medidas originan cambios en la estratificación de la sociedad cubana, a 
la vez que inducen una tendencia hacia la diferenciación entre los dis­
tintos subsistemas y al interior del propio subsistema económico.

Desde la perspectiva institucional la sociedad civil se ha pluralizado 
y han aparecido dentro de ella zonas de “relativa autonomía”. Pienso 
en la aparición (o conversión de algunas de las viejas organizaciones 
de masas) de ongs, la actuación en la sociedad cubana de asociaciones 
religiosas100 (humanitarias o caritativas) —además de un revival en la re­
ligiosidad del pueblo—, y movimientos comunitarios de diverso tipo; 
todos ellos tolerados y algunos, incluso, estimulados por el Estado co­
mo formas de obtención de financiamientos o de solución a problemas 
sociales a los cuales ya él no puede responder (Bobes, 2000). También 
han surgido otras organizaciones más pequeñas, no toleradas por el 
Estado pero que, a pesar de su ilegalidad, existen y actúan dentro de la 

100	 Las asociaciones católicas constituyen hoy el espacio más amplio de autonomía de la sociedad civil 

cubana. Después de 1990 se han creado diversas organizaciones laicas entre las que se encuentran 

el Movimiento Estudiantil Católico Universitario, el Centro de Formación Cívico–Religiosa de Pinar del 

Río, el Equipo Promotor para la Participación Social del Laico, la Comisión Justicia y Paz, la Asociación 

de Periodistas Católicos, la Asociación de Historiadores Católicos y varios centros de estudios cultura-

les (Alonso, 2003).

la nación inconclusa.indd   146 03/06/16   11:21 a.m.

Derechos reservados



147  Velia Cecilia Bobes  ◆

sociedad actual. Tal es el caso de los grupos de derechos humanos, las 
bibliotecas independientes y la prensa independiente.101 Por último, no 
hay que olvidar las asociaciones informales que han proliferado en los 
últimos años, articuladas alrededor de preferencias sexuales, étnicas o 
culturales (grupos de travestís, sociedades afrocubanas, etc.) y empiezan 
a ser visibles en el escenario actual.

El espacio público por su parte también ha experimentado una 
mínima ampliación, sobre todo después de la visita del Papa Juan 
Pablo II a Cuba en 1998. Amparadas por las nuevas relaciones en­
tre el Estado y la Iglesia Católica, han surgido varias publicaciones 
dependientes de la Iglesia, entre las que se destacan Palabra Nueva 
(publicada por el Arzobispado de la Habana), Vitral (diócesis de Pinar 
del Río) y Vivarium (del Centro Cultural de la Arquidiócesis). En 
general hoy circulan en todo el país más de 20 publicaciones católicas 
(Alonso, 2003).

Todo esto, unido a los efectos de la Reforma Económica, ha co­
menzado a transformar la narrativa de la sociedad civil, siendo lo más 
notorio que ésta empieza a separarse del discurso político, aparecen 
nuevas zonas de producción discursiva de relativa autonomía respec­
to al Estado, en el seno de las cuales puede comenzar a circular una 
ampliación de los límites de la comunidad imaginaria y, con ello, se 
modifica el patrón selectivo de inclusión–exclusión.

Entre las trasformaciones más visibles del patrón hay que señalar 
que la aparición y legalización de empresas mixtas, de capital extranjero 
y de pequeños propietarios, no sólo ha trastocado la distribución del 
ingreso, sino que, como consecuencia, ha modificado la percepción 
del trabajo en muchos sentidos. En primer lugar la aceptación de nue­
vos criterios de eficiencia, productividad y remuneración, modifica el 

101	 Estas organizaciones fueron severamente golpeadas en la primavera de 2003 cuando más de 70 de 

sus integrantes fueron encarcelados bajo la acusación de servir a los intereses de la potencia enemiga 

y contar con su financiamiento y estímulo.
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igualitarismo a ultranza como principio de organización de la sociedad 
civil y posibilita la inclusión del empresario exitoso y del trabajador 
independiente del Estado dentro de las cualidades positivas del código 
binario. 

En segundo lugar, las diferencias en la remuneración, tanto como 
la despenalización de la tenencia de dólares (que incluye la prolifera­
ción de las remesas de familiares residentes en el exterior), originan una 
gran diferenciación de los consumos (antes homologados por un sistema 
de racionamiento subvencionado y de distribución estatal de alimen­
tos, artículos de primera necesidad y electrodomésticos y automóviles). 
Esto conlleva no sólo una diferenciación de la calidad y los estilos de 
vida, sino también una transformación importante en la percepción 
subjetiva y la valoración social del trabajo, ya que la calidad de la vida se 
disocia (por primera vez en muchos años) de la relación con el Estado. 
Si antes los símbolos materiales del estatus (autos, casas, consumos) 
hacían referencia a una ubicación en la nomenklatura o la burocracia (y 
por lo tanto, daban una medida de compromiso político), ahora estos 
símbolos pueden también referirse a una posición muy subalterna en las 
empresas extranjeras, al éxito empresarial en un pequeño restaurante, a 
la generosidad de un pariente emigrado, o incluso a la participación en 
actividades ilegales (como es el caso del ejercicio de la prostitución, por 
sólo citar un ejemplo conocido).

El quiebre de los valores que habían ayudado a integrar a la socie­
dad obliga a pensar en un reacomodo del consenso y en la propuesta 
de valores alternativos que indican un cambio en la cultura política 
nacional. Algo semejante parece estarse dando en la actualidad con la 
flexibilización y ampliación en la definición simbólica de la nación en 
el discurso oficial.102 Los recientes acercamientos a la comunidad cu­

102	 Véanse, por ejemplo, las ponencias presentadas a la Conferencia “Cuba: Cultura e identidad nacio-

nal” (García, 1995), donde participaron, junto a académicos y políticos residentes en Cuba, represen-
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bana en el exterior, que se han traducido en propuestas de aceptar a 
los emigrados como cubanos, los cambios constitucionales hacia un 
estado laico —y no ateo— y las propuestas de incluir dentro del pro­
yecto, el partido y los órganos de autoridad a los religiosos de diversas 
denominaciones, pueden servir como evidencia.

El estado cubano ha reciclado su discurso nacionalista y, a la vez 
que organiza encuentros con la emigración, a los que son invitados 
algunos representantes de la comunidad —elegidos por el gobierno 
cubano— comienza a distinguir entre los emigrados y los neoplattistas y 
neoanexionistas,103 con lo cual la pertenencia a la nación se recodifica 
y se dirige de manera más precisa a la oposición al proyecto socialista y al 
liderazgo de Fidel Castro. Junto a esto, la noción de enemigo, sin aban­
donar a los Estados Unidos, ha comenzado a desplazarse hacia concep­
tos más amplios y difusos como el neoliberalismo y la globalización. 
Este reciclamiento del nacionalismo, junto a la mayor presencia de la 
comunidad emigrada en la vida cotidiana de los cubanos de hoy, con­
duce a una modificación en la percepción de la emigración. Si tenemos 
en cuenta que para el año 2000 las remesas familiares (según estimacio­
nes de la cepal) alcanzaron la cifra de 720 millones de dólares,104 hay 
que reconocer que los “gusanos” participan en el pib nacional.

La aparición de las remesas y otras formas de remuneración, junto 
a la existencia de dos mercados diferentes que operan con dos monedas 

tantes de la comunidad emigrada. Es importante destacar que esta ampliación simbólica de la nación 

no se ha traducido al ámbito procedimental, ya que —aunque en el discurso se acepta que todos 

somos cubanos— se mantienen las restricciones a la residencia y las visitas al país para los que no 

residen en él.

103	 Ambos términos refieren a figuras simbólicas arraigadas en la narración de la historia patria, las cua-

les, como se ha visto anteriormente, tienen connotaciones peyorativas y se asocian a lo anticubano y 

antinacional.

104	 cepal, 2001, Cuba: Evolución económica durante 2000, México, cepal, p. 35. Otras estimaciones la 

sitúan entre 300 y 735 y entre 800 y 1 100 millones de dólares anuales respectivamente (Togores, 

2003, Togores y García 2004).
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(uno en pesos —reducido casi a bienes de subsistencia— y otro en 
divisas con relativa abundancia), origina desigualdades importantes de 
consumo, no sólo en cuanto a la cantidad de bienes a los que tienen ac­
ceso unos y otros, sino también en cuanto a su calidad. Por una parte, 
junto a la drástica disminución del poder adquisitivo de los salarios de 
los empleos del sector estatal (en pesos), las diferencias entre la canti­
dad y las fuentes de los ingresos de los diferentes grupos sociales han 
aumentado exponencialmente en los últimos diez años.105 Por la otra, 
el tipo de bienes a los que tienen acceso unos y otros también se ha 
diversificado de manera evidente. 

La definición de la justicia social, que se impuso en el imaginario 
revolucionario en términos de igualdad económica (no sólo de opor­
tunidades sino de recursos y resultados), implica una tensión para la 
tematización social de ciertos fenómenos que han aparecido en el esce­
nario cubano en los últimos tiempos. La importancia cada vez mayor que 
tienen, dentro de la economía nacional, las remesas enviadas por la diás­
pora cubana, no sólo origina desigualdades de consumo, sino también 
un desafío al lugar del Estado como proveedor. Tal desafío al control 
del Estado estriba en que, gracias a las remesas, una parte de la población 
vive su vida cotidiana conectada a una modernidad que les es negada 
a aquellos que viven al margen de ellas (u otra forma de obtención de 
ingresos en dólares). En este sentido, a la desigualdad económica, ha­
bría que añadir una diferencia importante en cuanto al acceso a infor­
mación, modas y productos culturales y, por último, pero no menos 
importante, una diferenciación de estatus y prestigio disociada de la 
lealtad, el compromiso político y el control estatal. 

Un economista cubano ha dicho en alguna parte que las remesas 
pueden considerarse una forma de modernización por cuenta propia 

105	 Mesa Lago ha estimado esta diferencia de ingresos para 2002 en 12 500 a 1, comparado con una 

diferencia de 829 a 1 para 1995 (Mesa Lago, s/a: 4).
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de la población (Monreal, 1999). En este sentido, y a través de diver­
sas estrategias para eludir el control que el Estado intenta imponer, 
muchos cubanos tienen acceso a bienes de consumo propios de la mo­
dernidad que no están definidos entre las “necesidades básicas” que 
el gobierno considera debe satisfacer como parte de la justicia social. 
Más aún a aquellos productos considerados “peligrosos” y prohibidos 
expresamente o sólo autorizados por canales oficiales para algunos, por 
ejemplo Internet, teléfonos celulares, televisión satelital, faxes, dvds y 
computadoras.

Tal diferenciación en los consumos tiene, desde luego, un correlato 
en diferentes calidades y estilos de vida, que van conformando identi­
dades particularistas y rearmando el entramado social a nivel formal e 
informal; fenómeno además relacionado con la aparición de una nueva 
forma de exclusión social; esto es, la de un considerable segmento de la 
población respecto de las formas de consumo de la modernidad.

Todos estos cambios condicionan que la narrativa de la sociedad 
civil haya modificado su patrón de pertenencia legítima y, más allá 
del discurso estatal, la sociedad ha dejado de excluir a los vagos y 
los parásitos, y las valoraciones sobre estas conductas se tornan cada 
vez más laxas y tolerantes.106 El crecimiento a niveles muy altos de 
la informalidad, la corrupción y la ilegalidad, como estrategias de su­
pervivencia, ha tenido impactos considerables en el escenario más 
reciente. Lo que esto significa es que, dado que muchos de los gru­
pos de mayores ingresos los obtienen de fuentes no legales (robo, 
desvío de recursos, corrupción, prostitución) se está produciendo la 
inclusión en el ámbito de lo “aceptable” socialmente de un conjunto 
de conductas censuradas en la mayor parte de los sistemas morales de 

106	 Algunos estudios empíricos realizados entre 1989 y 1999 mostraron que se estaba produciendo un 

cambio en la percepción social del delito, en particular de aquellos relacionados con el manejo libre 

de la propiedad individual, dando por resultado que una buena parte de la población expresaba alta 

tolerancia hacia conductas consideradas antisociales o delictivas (Milán, 2003).
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cualquier sociedad, de manera que “resolver”, “escapar” o “librar” son 
eufemismos generalizados para la aceptación de delitos de muy di­
versa índole. Por otra parte, la confianza se está desplazando cada vez 
más hacia las redes inmediatas de parentesco o amistad (o sea, hacia 
el ámbito informal) lo que implica como corolario una declinación 
en la importancia del sistema legal y un decaimiento de la (ya exigua) 
cultura de la legalidad.

En suma, los valores colectivistas e igualitaristas, que habían sido 
centrales para el núcleo de la narrativa de la sociedad civil, se están 
debilitando, y en su lugar aparecen nuevas fuentes de solidaridad que 
originan nuevas pertenencias y favorecen nuevas formas de asociación. 
El patrón de inclusión ha experimentado una ampliación con el in­
greso como miembros legítimos de la sociedad civil de algunos grupos 
antes excluidos del código positivo; tal es el caso de los religiosos, los 
homosexuales, (algunos de) los emigrados, los trabajadores por cuenta 
propia, los propietarios de microempresas, etc. Sin dudas, también la 
familia ha comenzado a recuperar su centralidad en los valores sociales 
y empieza a desplazar otras formas de identificación colectiva como 
marco prioritario de la pertenencia.

De esta manera, se puede pensar en una pluralización de la socie­
dad civil, aunque más a nivel simbólico que institucional, ya que, por 
ejemplo, si bien los que viven fuera del país ya no son excluidos de la 
narrativa de manera absoluta, sino selectivamente, en términos institu­
cionales y procedimentales siguen estando impedidos de participar en 
los espacios institucionales de la sociedad civil. 

Respecto a la traducción procedimental de esta pluralización, la 
Reforma de 1992 a la Constitución Socialista evidencia una mayor 
inclusión ciudadana; mientras que las leyes de Protección de la In­
dependencia Nacional y la Economía de Cuba (Ley 88 de 1991) y de 
Reforma Constitucional (2002) ilustran, por su parte, nuevos énfasis 
en la construcción simbólica de la nación.
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En la reforma que dio lugar a la Constitución de 1992 pueden cons­
tatarse algunas de las ampliaciones en la construcción simbólica de la na­
ción a las que me referido antes. Entre ellas, merecen destacarse en primer 
lugar aquellas que se refieren directamente a la ampliación de la comuni­
dad política a partir de los fundamentos del Estado, las cuales son:

a)	 La inclusión, en el Preámbulo, de una referencia al pensamiento 
martiano (junto al marxismo leninismo) como guía de la nación 
cubana,107 a la vez que suprime la referencia a la Unión Soviética y 
los países socialistas.

b)	 La definición del estado cubano como un “estado socialista de tra­
bajadores, independiente y soberano, organizado con todos y para 
el bien de todos” (art. 1). Al incluirse la referencia martiana (“con 
todos”, etc.) se suprime implícitamente la exclusión que significaba 
la anterior constitución, que lo definía como un estado de obreros 
y campesinos y demás trabajadores, consecuentemente, se amplía la 
posibilidad de pertenencia.

c)	 La consideración del pcc como martiano y marxista–leninista (art. 
5: 9) y como vanguardia de la nación cubana (y no de la clase obre­
ra) y fuerza dirigente de la sociedad y el Estado; con ello también 
se produce una ampliación doctrinaria e ideológica a la vez que un 
refuerzo de lo nacional.

d)	 La supresión del art. 11 que establecía a la República de Cuba co­
mo parte de la comunidad socialista mundial (considerado premisa 
fundamental de su independencia y desarrollo).

e)	 La eliminación de los principios de unidad de poderes y centralismo 
democrático (art. 68: 24), estableciendo una base constitucional para 
deslindar las funciones ejecutivas y administrativas de las legislativas.

107	 Si en la Constitución de 1976 decía “guiados por la doctrina victoriosa del marxismo leninismo”, en la 

versión del 92 dice “por el ideario de José Martí y las ideas político–sociales de Marx, Engels y Lenin”.
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Sin embargo, a pesar de estas ampliaciones los aspectos doctrinales 
básicos continúan prácticamente inalterables. La referencia a las ideas 
de Marx y Lenin como guía sugiere desde el inicio la interpretación de 
la frase martiana en función de una concepción de dignidad y justicia 
definida desde la igualdad económica y la planificación estatal. 

Más recientemente, en los “por cuantos” de la Ley de Reforma 
Constitucional de 2002, esta formulación de la justicia y la dignidad a 
partir de indicadores socioeconómicos de bienestar y equidad aparece 
explícitamente: 

Pese a las agresiones de todo tipo y a la guerra económica impuesta por el 

gobierno de los Estados Unidos de América para pretender humillar, asfixiar 

y exterminar a nuestro pueblo, la nación cubana se ha crecido en estos glo­

riosos años de Revolución hasta lograr alcanzar altos índices educacionales, 

culturales y sociales, con una tasa de analfabetismo del 0.2%, una tasa de 

escolarización de la enseñanza primaria del 100%, una tasa de escolarización 

de la enseñanza secundaria del 99.7%, una mortalidad infantil de 6.2 por 

mil nacidos vivos, con 590 médicos, 743 enfermeras y 630.6 camas hospi­

talarias por cada cien mil habitantes y una esperanza de vida al nacer de 76 

años, se logran entre muchos otros, niveles fundamentales para una vida 

sana, decorosa y justa de todos los ciudadanos.108

Tal concepción de la justicia y la dignidad humanas, fundamentada 
por la práctica real del estado cubano que, desde 1959, ha llevado ade­
lante políticas de redistribución y seguridad social y ha dedicado una 
gran parte del presupuesto nacional a la educación, la salud y el bienes­
tar, tiene como mérito enfatizar en los derechos del hombre en cuanto 
a su participación en la distribución de la riqueza y en la definición de 
la igualdad desde la perspectiva de disfrutar de un mínimo de bienes­

108	 Ley de Reforma Constitucional, 2002.
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tar económico. Esta es una base indispensable para una participación 
ciudadana verdaderamente democrática; pero induce a soslayar la dis­
cusión de la justicia en términos de igualdad en la participación política 
y en los procesos de toma de decisiones, asimismo sirve de justificación 
moral de la ausencia de otros derechos. Cuando en el discurso se enfa­
tiza en una definición de democracia como justicia social y equidad, la 
discusión sobre los mecanismos, reglas y procedimientos democráticos 
no encuentra lugar, como si, una vez resuelto el problema de la equidad 
económica y la seguridad social, los restantes derechos carecieran de 
importancia o no fueran necesarios.

Tal comprensión, además, reduce y modifica los límites de las rela­
ciones entre gobernantes y gobernados, ya que los derechos sociales re­
presentan intervenciones estatales sobre el ámbito privado. Desde esta 
posición, el ciudadano educado en tal concepción de la justicia tenderá 
a centrar sus demandas al poder en asuntos de bienestar y distribu­
ción, más que en los asuntos políticos de mayor alcance y —como se ha 
demostrado para el caso cubano (Dilla, 1996)— los procesos políticos de 
elección y rendición de cuentas de los representantes a sus electores se 
permean de un fuerte sentido utilitario referido a las necesidades más 
concretas, con lo cual las relaciones políticas se tornan paternalistas y 
las agendas se concentran en la solución de problemas cotidianos. La 
participación ciudadana así concebida, enfatiza al Estado, excluye la deli­
beración sobre la esencia del proyecto social y omite la discusión sobre 
otras alternativas posibles.

No obstante, el lado positivo de tal formulación procedimental de 
la democracia —y de las prácticas igualitarias que han caracterizado el 
desempeño del estado cubano— estriba en que ha generado la confor­
mación de un ciudadano muy consciente de su derecho a la igualdad y 
la equidad, lo que se expresa en los comportamientos cotidianos de la 
sociedad cubana de hoy, donde las conductas discriminatorias reciben 
un amplio rechazo por parte de todos los ciudadanos. En consecuencia 
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el racismo y el machismo, aunque no han desaparecido del todo, se han 
tenido que recluir en los espacios privados109 y, las más de las veces, 
en la esfera de los prejuicios no declarados, que se tratan de ocultar, y 
han desaparecido del todo de los discursos en la esfera pública. Como 
resultado, es posible afirmar que en la sociedad cubana hoy la igualdad 
es un valor compartido que ocupa un lugar principal en el imaginario 
ciudadano, lo que facilitaría la participación de todos por igual en los 
procesos sociales y, por lo tanto, constituye un recurso invaluable para 
un eventual empoderamiento de la sociedad civil.

A pesar de estos logros, y como resultado de las políticas de ajus­
te, últimamente puede decirse que ha ocurrido un retroceso en el 
ámbito de la igualdad y la justicia social. Aún cuando comparativa­
mente la cubana sigue siendo una de las sociedades más inclusivas de 
Latinoamérica, la diferenciación en los consumos, que se ha produci­
do desde los años noventa, no sólo ha impactado en la formación de 
identidades particularistas y en el entramado social a nivel formal e 
informal; sino que además ha redundado en la aparición de franjas de 
vulnerabilidad (pobreza), lo que representa una nueva forma de exclu­
sión social. Esta relación consumo exclusión es particularmente evi­
dente en la esfera de la igualdad racial. A partir de finales de la década 
de 1990, aunque no existen datos diferenciados racialmente, muchos 
analistas coinciden en afirmar que, dado que la emigración cubana es 
mayoritariamente blanca, su acceso a las remesas es muy superior al pro­
medio de la población negra o mestiza, lo que hace suponer que, dentro 
de los hogares en situación de pobreza hay una sobre–representación de 
no blancos. También que en la búsqueda por la participación en el 
mercado dolarizado, esta sobre representación se extiende a la esfera 

109	 Aunque algunos estudios recientes demuestran que con el Período Especial y la aparición de cada vez 

mayores desigualdades en la sociedad cubana (Espina, 2003) ha aumentado el racismo de manera 

evidente. Sobre este último punto ver De la Fuente, 2000.
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del mercado negro y la ilegalidad. Por otra parte, la mayor vulnerabi­
lidad de la mujer en contextos de crisis ha llamado la atención sobre la 
situación de este grupo social. Todo ello demanda una reflexión sobre 
la posibilidad de la reactualización de prejuicios y el aumento de la 
discriminación y la exclusión.

Frente a esto, las últimas legislaciones importantes de la Asamblea 
Nacional del Poder Popular apuntan a un reforzamiento, en un contex­
to de incipiente pluralización de la sociedad civil, de los valores cen­
trales del dispositivo simbólico autoritario. Si bien en los Preámbulos 
de las constituciones de 1976 y 1992 aparecía de manera implícita la 
construcción simbólica de la nación en términos de nación en guerra, 
amenazada por una potencia extranjera poderosa ante la cual el estado 
cubano precisa defenderse, en los “Por Cuantos” de la ley 88 (Ley de 
Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba)110 
esta construcción se expresa de una manera mucho más clara:

El gobierno de Estados Unidos de América se ha dedicado a promover, 

organizar, financiar y dirigir a elementos contrarrevolucionarios y anexio­

nistas dentro y fuera del territorio de la República de Cuba (…) Constituye 

un deber ineludible responder a la agresión de que es objeto el pueblo cu­

bano, derrotar el propósito anexionista y salvaguardar la independencia 

nacional…

Sobre este fundamento se tipifican como delito y se establecen san­
ciones para todas aquellas personas que suministren información, bus­
quen obtener información clasificada, posean, difundan o reproduzcan 
“material de carácter subversivo del Gobierno de Estados Unidos”, 
colaboren con emisoras de radio o televisión, revistas u otros medios 

110	 Conocida como la “Ley Mordaza” ya que su promulgación y aplicación ha estado dirigida a neutrali-

zar a los grupos disidentes, de derechos humanos y de prensa independiente.
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extranjeros, y perturben (o promuevan o inciten a) la alteración del 
orden público.111

Por su parte, en los “Por Cuantos” de la Ley de Reforma Cons­
titucional de 2002 se refuerza aún más la convicción de que el socialis­
mo es la única opción de soberanía de la nación cubana y se le declara 
irrevocable:

La Revolución socialista rescató a Cuba del humillante dominio imperialista 

y la convirtió en una nación libre e independiente que se fundamenta en la 

estrecha unidad, la cooperación y el consenso de un pueblo culto, rebelde, de 

hombres y mujeres valientes y heroicos, que es la fuerza, el gobierno y el po­

der mismo de la nación cubana y que con su valor, su inteligencia y sus ideas 

ha sabido enfrentar y defenderse de las agresiones del más poderoso imperio 

que haya conocido la historia de la humanidad.112

En esta introducción, la reafirmación de la opción socialista co­
mo la única que puede garantizar la independencia y la justicia, regre­
sa al momento fundante de la identificación de patria/nación/estado 
socialista.

La irrevocabilidad constitucional del socialismo, refrendada en la adi­
ción de un párrafo al art. 3 de la Constitución de 1992, refuerza la 
tendencia presente en todo el marco legal anterior a que el ciudadano 
se plantee límites a su participación en los procesos de toma de decisio­
nes, ya que hay asuntos sobre los cuales no se puede ni siquiera discutir. 
El alcance de su participación queda de hecho limitado y la auto per­

111	 Aunque ya lo he discutido antes, y es un hecho ampliamente conocido, no es ocioso recordar que 

efectivamente la política de los gobiernos de Estados Unidos hacia Cuba ha estado marcada siempre 

por la confrontación, la agresión y la amenaza, lo cual —paradójicamente— ha funcionado y funcio-

na como un elemento de legitimación y ofrece un argumento indiscutible de credibilidad al Estado 

cubano y sus prácticas políticas.

112	 Ley de Reforma Constitucional, 2002.
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cepción de su papel frente a los órganos de poder se verá circunscrita a 
asuntos más cotidianos, cancelando con esto de su horizonte subjetivo 
la posibilidad de incidencia en las transformaciones profundas del sis­
tema político. Si a esto además adicionamos la construcción simbólica 
afincada en una visión apocalíptica de la nación en guerra y en una 
idea de independencia y soberanía asociadas a este orden socialista que 
se defiende de sus enemigos, entonces la sola idea de intentar modificar 
este orden se aparece ante el ciudadano permeada de la carga simbólica 
y afectiva de la traición a la patria.

A partir de este fundamento es que debe interpretarse la formula­
ción de los derechos civiles y políticos. A este respecto no hay reformas 
sustanciales en el texto de 1992. En el capítulo consagrado a la igual­
dad, aparecen de nuevo explícitamente declaradas como punibles toda 
forma de discriminación —racial, religiosa y cualquier otra— siendo 
además precepto constitucional refrendado en el art. 44 la igualdad de 
género. Entre las modificaciones menores que se producen, la más im­
portante es la que se refiere a los creyentes, siendo lo más relevante dentro 
de ella la eliminación del principio de ateísmo, que incluye la modifica­
ción del art. 54 de la Constitución de 1976 que establecía la educación 
del pueblo “en la concepción científica materialista del universo”. La 
nueva formulación elimina el párrafo que establecía “ilegal y punible 
oponer la fe o la creencia religiosa a la revolución, a la educación o 
al cumplimiento de los deberes de trabajar, defender la patria con las 
armas, reverenciar sus símbolos y los demás deberes establecidos por 
la Constitución”; incorpora el reconocimiento al respeto y la garantía 
de la libertad religiosa (art. 8) y hace menciones explícitas a la pros­
cripción y punibilidad de la discriminación por motivo de creencias 
religiosas (art. 42 y 43).

En cuanto a los derechos políticos —de asociación, reunión, de 
voto, a ser elegido, etc.— que son los que posibilitan y establecen el 
modo en que los individuos participan en el ejercicio del poder y los 
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procesos de toma de decisiones; la manera en que están formulados y 
restringidos en el mismo sentido que lo hacía la Constitución de 1976 
(no pueden ser ejercidos contra los fines de la construcción socialista) 
mantienen el déficit de ciudadanía y representación del texto de 1976 y, 
consecuentemente, refuerzan la tendencia a la conformación de una 
identidad ciudadana pasiva, no autónoma, y sólo militante y activa en 
el cumplimiento de las obligaciones y los objetivos definidos por el 
Estado. Otras restricciones que permanecen en el nuevo texto constitu­
cional son las que refieren a la libertad de asociación y reunión dentro 
de las organizaciones de masas y a la libertad de palabra y expresión 
conforme a los objetivos del proyecto socialista y dentro de los medios 
de difusión propiedad de todo el pueblo. 

 En este marco legal y simbólico, el ciudadano, que se ha acos­
tumbrado a ser movilizado por las organizaciones de masa (creadas y 
dirigidas por el Estado) para cumplir objetivos y tareas fijados desde el 
poder, no ha desarrollado las habilidades, ni el horizonte subjetivo, ni 
cuenta con el marco legal necesario para constituir organizaciones pro­
pias; en su lugar, ha desarrollado una tendencia a ver la diversidad y la 
autonomía con recelo y a identificarlas con la disidencia, la subversión 
y la traición a la patria.

El ciudadano cubano también ha incorporado en su imaginario 
una reducción del horizonte de posibilidades de expresión en el ám­
bito público y a lo que ha aprendido en estos años es a adecuar sus ex­
presiones a lo permitido y/o tolerado en los canales oficiales, mientras 
reserva sus opiniones discrepantes al ámbito privado, con lo cual se 
produce un déficit de lo público y una restricción de los contenidos de 
la ética pública. 

El muy extendido epíteto de grupúsculos para referirse a las orga­
nizaciones independientes y disidentes que se han formado en Cuba 
durante los últimos años, parece ser, más allá de la repetición del dis­
curso oficial, una construcción simbólica discursiva que desprecia a las 
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minorías y no tolera la diferencia. Esta “tiranía de la mayoría”, unida 
a la identificación del socialismo con la patria, la soberanía y la indepen­
dencia, en el contexto simbólico de la agresión y el peligro de la invasión 
por parte de una potencia extranjera, ofrece la posibilidad de desacreditar 
fácilmente a los que discrepan, y justificar moralmente su represión. 
No existe hoy en la identidad ciudadana el conjunto de valores que ge­
neren, legitimen y sostengan una crítica para esta exclusión porque los 
procesos políticos son concebidos (simbólica y procedimentalmente) 
desde la perspectiva de la unidad y la unanimidad y la identificación 
sociedad–Estado.

Más allá del texto constitucional, en los ciudadanos cubanos pre­
valece hoy una idea, fuertemente impulsada por el discurso oficial, de 
que no existe posibilidad de medios de comunicación independientes 
y el propio término les provoca escepticismo, cuando no una abierta 
desconfianza. El rechazo al dinero, propio de la narrativa de la socie­
dad civil (si bien desdibujado ya de otros muchos ámbitos sociales) ha 
alcanzado en esta materia su mayor expresión. Así, los intentos que se 
han llevado a cabo por parte de algunos periodistas de crear una prensa 
independiente, han sido fácilmente desacreditados (en función de su 
financiamiento) como medios al servicio del mercado (en el mejor de 
los casos) o de la potencia extranjera agresora. 

Siguiendo con las modificaciones procedimentales, en los años 
noventa también se promulgó una nueva Ley Electoral. En la nue­
va legislación se establece la elección directa de los delegados provin­
ciales y los diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular, lo 
que significa mayor posibilidad de selección que en la normatividad 
precedente. No obstante, la forma en que se regula la elección induce 
a restricciones de diversa índole. La primera de ellas se mantiene de la 
Ley anterior y tiene que ver con la forma en que se nominan y eligen 
los candidatos. A nivel de circunscripción los candidatos son nominados 
y elegidos por los ciudadanos presentes en la asamblea, pero en los ni­
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veles Provincial y Nacional los nomina una Comisión de Candidatura 
(art. 67 de la Ley Electoral de 1992) integrada por representantes de 
la Central de Trabajadores de Cuba, los Comités de Defensa de la 
Revolución, la Federación de Mujeres Cubanas, la Asociación Nacional 
de Agricultores Pequeños, la Federación Estudiantil Universitaria y de 
la Federación de Estudiantes de la Enseñanza Media, “designados por las 
direcciones nacionales, provinciales y municipales respectivas” (art. 68 
de la Ley Electoral de 1992). La segunda, implica una diferencia res­
pecto a la Ley de 1976, y se trata de que las candidaturas deben ser 
“cerradas”, o sea, deben contener el mismo número de nombres que de 
puestos a cubrir.

La nueva legislación insiste en la prohibición de hacer campañas 
políticas, y limita la propaganda electoral a la difusión de la biografía y 
la foto del candidato. Todo esto implica que, aun cuando las elecciones 
se realizan mediante voto directo y secreto, tanto el procedimiento de 
candidaturas cerradas para el sufragio como el tono de las convocato­
rias113 están dirigidos a lograr concurrencias masivas (aunque el voto 
no es obligatorio) que persiguen la elección de todos los candidatos en 
bloque y no favorecen la selectividad. 

Estos mecanismos electorales condicionan una falta de entrena­
miento para elegir en condiciones de competitividad electoral y refuer­
zan el rechazo a “hacer política” y la desconfianza frente a los discursos 
y toda forma de campaña. El elector, en consecuencia, no percibe la 
utilidad de su voto, lo que impregna la identidad ciudadana de un sen­
tido de aclamación, ya que el sufragio, en estas condiciones, se considera 
más como un deber que como un derecho o una forma de encontrar 
representación en el sistema político, por cuanto su función es expre­
sar apoyo y lealtad a un orden estatal irrevocable. 

113	 Consignas como “El voto unido es el voto por la patria”, han presidido las elecciones celebradas bajo 

esta legislación.
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Si consideramos, además que la Constitución (y su reforma de 
1992) subrayan que “La traición a la patria es el más grave de los 
crímenes” (art. 65) y que la Ley de Reforma Constitucional de 2002 
establece que “Todos los ciudadanos tienen el derecho de combatir 
por todos los medios, incluyendo la lucha armada, cuando no fuera 
posible otro recurso, contra cualquiera que intente derribar el orden 
político, social y económico establecido por esta Constitución” (art. 
3) podemos apreciar una legitimación de la violencia como compor­
tamiento político —aunque reservado a una sola finalidad— que 
se corresponde con la identificación doctrinal entre socialismo y 
nación.

En otro orden de cosas, respecto a los derechos de propiedad, el 
nuevo texto reforma los art. 14 y 15, al sustituir la afirmación de la pro­
piedad socialista sobre los medios de producción por la más laxa de los 
medios fundamentales de producción (art. 14) y adiciona una salvedad en 
cuanto a que los bienes del estado socialista “no pueden transmitirse 
en propiedad a personas naturales o jurídicas, salvo los casos excepcio-
nales en que la transmisión parcial o total de algún objetivo económico se 
destine a los fines del desarrollo del país y no afecten los fundamentos po­
líticos, sociales y económicos del Estado” (art. 15, las cursivas son mías). 
En el art. 23 se reconocen las empresas mixtas y sus propiedades; todas 
estas modificaciones están encaminadas a concederle respaldo legal a 
las inversiones extranjeras, uno de los pilares del proyecto económico 
de ajuste del llamado Período Especial.

A pesar de estos cambios, la propiedad privada sobre los medios de 
producción continúa constitucionalmente limitada, quedando clara 
la potestad del Estado para definir los límites, y los casos en que esto es 
posible. Más importante que esta reforma, la ley que regula el Trabajo 
por Cuenta Propia, amparada por el art. 21 (derechos sobre los medios 
e instrumentos de trabajo personal y familiar), dejó abierto el curso 
para la legalización de esta modalidad de empleo, que se ha convertido 
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a lo largo de la última década en un fenómeno muy importante de la 
sociedad cubana actual. 

Es de destacarse que a partir de que se aprobó la ley, aparecieron en 
Cuba miles de pequeños negocios familiares, muchos de ellos orienta­
dos a atraer una parte del ingreso del turismo y las remesas familiares 
procedentes de la comunidad emigrada. A contrapelo del viejo discurso 
y la anterior legislación, la sociedad cubana mostró poseer grandes re­
servas simbólicas que favorecen la iniciativa económica privada (reser­
vas que descansan tanto en los vínculos con redes informales o ilegales 
del mercado negro, con familiares emigrados o simplemente con una 
vieja tradición de pequeñas y microempresas de la cultura cubana).

Sin embargo, el tutelaje que el Estado ha tenido sobre el desarrollo 
de esta forma de trabajo y su reticencia hacia su expansión, crecimien­
to y desarrollo (expresada en una compleja red de reglamentaciones 
y diversas formas de supervisión y fiscalización) ha impedido que las 
microempresas surgidas en los años noventa hayan podido competir 
exitosamente con las empresas mixtas y estatales, dando como resulta­
do un decremento de las mismas en los últimos dos años. 

En cuanto a derechos sociales, el texto de 1992 mantiene los mis­
mos de la Constitución de 1976. Respecto a la nacionalidad, ha sido 
modificado el Artículo 32 de la Constitución del 76 —referido a la 
pérdida de la ciudadanía cubana—, eliminando los incisos b, c, ch y 
d y quedando sólo la referencia a la adquisición de una ciudadanía ex­
tranjera, en cuyo caso se perdería la cubana.

Simbólicamente, tanto el ámbito normativo como las prácticas 
políticas cotidianas de la sociedad cubana actual, inducen y refuerzan 
ciertas percepciones y valores que tienen gran impacto en la identidad 
ciudadana y la cultura política actuales. La competencia política se de­
fine como algo nocivo a los intereses de la patria, lo cual imposibilita 
la aceptación de un espacio público plural donde diversos proyectos 
puedan contender pacíficamente e incluso colaborar entre sí en tor­
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no a fines generales compartidos. Dentro de las virtudes ciudadanas 
y la cultura política de los cubanos de hoy no aparecen la tolerancia, 
el diálogo, la negociación, la solución de conflictos y la moderación 
como sus valores fundamentales. Más bien lo que parece prevalecer 
es una visión negativa de estos valores. En tanto la construcción de la 
nación tiene lugar en el imaginario de la guerra y la agresión, lo que se 
privilegia es la intransigencia, con lo cual, cualquier forma de negocia­
ción se concibe como traición o capitulación. El diálogo se sustituye 
por el enfrentamiento, y los conflictos (e incluso las discrepancias) son 
vistos como disruptivos del orden social. Esta formulación impacta en 
la narrativa de la sociedad civil que excluye explícitamente cualquier 
comportamiento político de oposición, restringiendo la participación 
política a la construcción del socialismo, esto es, al proyecto estatal. 
Como contraparte, aumentan el desapego a la política y la retracción a 
lo privado como esfera de realización personal.

La formulación de los derechos sociales y los deberes de los ciudada­
nos contribuye también a reforzar esta constelación simbólica. Tanto la 
Constitución de 1976 como su versión reformada de 1992, consagran 
una gran cantidad de derechos sociales (que el Estado se compromete 
a proveer). También una gran cantidad de deberes.

La ampliación de los derechos sociales y su efectiva aplicación a tra­
vés del conjunto de leyes y prácticas revolucionarias, representan un 
avance indiscutible en el logro de una verdadera igualdad social y en 
una distribución más equitativa del ingreso nacional. Sin embargo, 
el énfasis en los derechos sociales lleva a colocar los derechos civiles 
y políticos en un plano secundario, lo que implica un debilitamiento 
del poder ciudadano. No hay que olvidar que mientras los derechos 
civiles posibilitan la libertad de acción y sirven para crear grupos y 
asociaciones autónomas (y, consecuentemente, fortalecen la sociedad 
civil), los derechos sociales asumen al individuo como consumidor y 
no como actor, ya que es el Estado quien debe proveer tales bienes, 
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y por lo tanto tienden a favorecer el surgimiento de aparatos estata­
les extensos y profesionalizados en la distribución de los bienes sociales 
(Turner, 1992).

Al analizar el balance entre derechos civiles y políticos y derechos 
sociales, lo más interesante es constatar el tipo de ciudadanía que se está 
instituyendo procedimental y simbólicamente. El déficit de lo político 
que genera el marco normativo, más la definición de la democracia 
asociada a los derechos sociales y económicos, condiciona un ciuda­
dano dependiente del Estado y sin margen de autonomía; esto es, un 
ciudadano con una enorme cantidad de derechos sociales que el Estado 
otorga por principios (y no a partir de la presión de demandas genera­
das “desde abajo”), pero con derechos políticos restringidos a la parti­
cipación dentro del orden estatal socialista (recordar que los derechos 
de asociación aparecen delimitados a las organizaciones de masas que la 
constitución reconoce explícitamente). El impacto de esta circunstan­
cia sobre el imaginario ciudadano puede constatarse en la calidad de la 
participación, la cual expresa muy poca conciencia del poder ciudada­
no, indiferencia y ritualización de la actividad publica y el sentimiento 
generalizado de desconfianza y rechazo hacia cualquier acción colectiva 
con intenciones políticas. 

La emigración: ¿ciudadanía transnacional?

Por último, este análisis de la ciudadanía y la identidad nacional y, 
en particular, la reflexión en torno al impacto del marco normativo 
sobre la conformación del imaginario ciudadano, no estaría completo 
sin hacer referencia a una de las más grandes tensiones que enfrenta la 
noción y el ejercicio de la ciudadanía en Cuba y que constituye además 
uno de los problemas principales con los que se enfrentaría el país en 
un eventual escenario de transición: el problema de la inclusión de la 
comunidad cubana que hoy reside fuera de la Isla, ya que involucra 
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la discusión sobre la (re)inclusión de un numeroso grupo de personas 
que (siendo cultural, identitaria, y étnicamente cubanos) se encuentran 
hoy excluidos de la nación y de la ciudadanía.

La existencia de una numerosa e influyente comunidad cubana en 
los Estados Unidos, así como la magnitud diaspórica de la emigración 
de la población cubana en las últimas cuatro décadas, convierten este 
asunto en uno de los problemas que el Estado y la sociedad cubana no 
pueden desestimar. Desde el punto de vista de su magnitud, podemos 
hablar de una diáspora ya que la comunidad alcanza casi los 2 millones 
de personas, lo que representa, si se compara con la población total de 
Cuba (aproximadamente 11.5 millones de habitantes)114 un porcentaje 
de consideración. 

Aunque el tema migratorio interesa hoy a todos los países y regio­
nes del mundo, en el caso cubano, precisamente por la peculiaridad 
del proceso migratorio que ha tenido lugar en estos últimos años, su 
relación con el tema de la ciudadanía encarna aristas especiales. Dentro 
de Cuba no es posible hablar de los temas de nación, identidad nacio­
nal y ciudadanía sin hacer una referencia obligada a los asuntos de la 
migración, el exilio y la comunidad en el exterior. A la vez, los temas 
de la nación y la cubanidad, para todos aquellos que viven hoy fuera de 
Cuba, no pueden ser abordados sin que esto implique una toma de po­
sición (muchas veces más que radical) respecto a la revolución cubana 
y a su líder, Fidel Castro.

114	 “Hasta el año 1994 se había realizado un estimado de población de origen cubano en el exterior 

(emigrados y descendientes), el cual consideraba la existencia entre 1.4 a 1.5 millones de cubanos 

en todo el mundo y de ellos cerca de 1.2 millones en los Estados Unidos. Esta cifra varió a partir del 

comportamiento de la emigración en la segunda mitad de la década (95–99) a una cifra aproximada 

de 1.6 a 1.7 millones en el 2000, de los cuales cerca de 1.3 millones están en los Estados Unidos 

(el censo de los Estados Unidos, que se realizara en enero–marzo del 2000 daba una cifra de 1 265 

millones de cubanos —nacidos en Cuba o descendientes— en ese país). La cifra de cubanos a fines 

de este lustro (2005) puede llegar a los 2 millones de cubanos de mantenerse la política migratoria de 

los EEUU y no producirse un cambio radical en la situación interna de la isla” (Milán, 2003a: 16).
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Los procesos migratorios masivos hacia Estados Unidos, a partir 
de 1959, han generado la formación de una numerosa comunidad 
cubana en Miami, la cual tiene su propia definición de la nación en 
competencia con la del estado cubano —quien, por su parte los ex­
cluye de sus derechos ciudadanos— y usa su membresía en la comu­
nidad política estadounidense para influir en la política hacia Cuba. 
Esta comunidad se auto percibe como una comunidad exiliada y ha 
desarrollado lo que se podría llamar una “ideología del exilio” (Pérez, 
1992) que encuentra su lugar de expansión dentro de un “enclave 
étnico” (Portes y Bach, 1985).115 Tal ideología se caracteriza por una 
permanente preocupación por la situación política de Cuba (lo cual 
condiciona que la alta participación que tienen en el sistema político 
de los Estados Unidos, tanto en las elecciones locales como estata­
les, esté marcada en gran medida por issues de política exterior hacia 
Cuba). Sus filiaciones ideológicas principales son el anticastrismo y 
el anticomunismo a ultranza, que se reflejan en una franca hostilidad 
y permanente confrontación con el gobierno cubano. Desde la pers­
pectiva de los valores, en ella prevalece la intolerancia, que se expresa 
en una falta de debate acerca de esta ideología al interior de la propia 
comunidad (Pérez, 1992).

La historia de la tensa relación entre la emigración y el estado so­
cialista no puede comprenderse adecuadamente sin tener en cuenta la 
existencia del diferendo político de enorme importancia que ha existido 
entre el gobierno cubano y el de Estados Unidos (principal receptor de 
esta emigración). El carácter de oposición política de los (primeros) mi­

115	 La noción de enclave étnico, desarrollada por estos autores, refiere a una comunidad migrante que 

logra, en un asentamiento espacial determinado, organizar y llevar adelante una variedad de empre-

sas y servicios que satisfacen las necesidades de su propio mercado étnico y sirve además a la pobla-

ción en general. La existencia del enclave facilita tanto la inserción de los nuevos inmigrantes como el 

fortalecimiento de la propia comunidad. Otros enclaves étnicos en los Estados Unidos lo constituyen 

los judíos de Manhattan y los japoneses en California (Portes y Bach, 1985).
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grantes, y el volumen diaspórico de la emigración son otros datos igual­
mente insoslayables. Cada uno de estos elementos, a su modo, influye y 
debe ser tenido en cuenta para comprender la relación, pero es el primero 
el que determina sus principales derroteros.

En este sentido, la centralidad del diferendo cubano estadouniden­
se (instituido en principio a partir de los preceptos de la Guerra Fría), 
puede ser vista desde una doble perspectiva: desde el punto de vista de 
la confrontación con un enemigo externo, en la que el país receptor de la 
emigración favorece y estimula la misma, concediéndole a la comuni­
dad cubana un estatuto de excepcionalidad116 que favorece su acepta­
ción como refugiados políticos y un sentimiento de diferencia respecto 
a otros inmigrantes. Pero también desde una perspectiva interna, no se 
puede dejar de ver que esta circunstancia sirve al gobierno cubano para 
legitimar la exclusión de los emigrantes, politizar el tema, ubicarlo en 
el contexto de un discurso nacionalista y centrar la unidad de la nación 
alrededor de un proyecto político que se presenta como encarnación de 
la patria. Por otra parte, tal situación ha servido al estado cubano para 
“exportar la oposición” (Domínguez, 1978), negociar con el gobierno 
de los Estados Unidos o —como en aquellas ocasiones en que ha libe­
ralizado la emigración— utilizarla como “válvula de escape” a presiones 
internas.117

Inicialmente, la primera posición que tomó el gobierno cubano an­
te el éxodo, en medio del enfrentamiento nacionalista con el vecino 

116	 En 1960 se organiza desde ese país la Operación Peter Pan, a través de la cual y en colaboración con 

la Iglesia Católica se estimuló y se llevó a cabo la emigración de mas de 14 000 niños sin sus padres 

a Estados Unidos. En 1961 se creó el Programa de Refugiados que le daba a los cubanos el estatuto 

de refugiados políticos con las consecuentes ventajas migratorias, además de un ambicioso programa 

de ayuda para la ubicación de cubanos en distintos Estados de la Unión. En 1966 se aprobó la Cuban 

Refugee Act a partir de la cual los cubanos que llegan a territorio de Estados Unidos pueden obtener 

su residencia definitiva después de un año de estancia en el país.

117	 Tal es el caso de los fenómenos de salidas masivas como Mariel en 1980 y “los balseros” de Agosto 

de 1994.
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del norte y del conflicto interno entre la Revolución y los que se opo­
nían a ella y deseaban revertirla, fue cancelar la posibilidad del regreso 
para aquellos que partían y, en este contexto, la única relación entre 
el gobierno y su emigración fue el enfrentamiento. Fueron cortados 
casi por entero los vínculos entre un país y otro y sólo se mantuvieron 
relaciones privadas (a través de correspondencia o contactos telefónicos 
esporádicos) a nivel familiar, pero que no eran bien vistos al interior 
de Cuba.118

Estas medidas garantizaban, por una parte, limitar las operacio­
nes subversivas que los emigrados pudieran organizar desde Estados 
Unidos.119 A la vez, en la medida en que se “exportaba la oposición”, 
se lograba compactar el consenso de los que se quedaban y la homoge­
neidad alrededor del proyecto revolucionario. 

 Tratándolos como traidores a la patria y aliados del enemigo ex­
tranjero, la identidad ciudadana y la pertenencia legítima durante 
muchos años excluyó de la nación y del ejercicio de su ciudadanía a 
los gusanos y, en este contexto, prevalecieron el enfrentamiento y la 
intolerancia. Incluso hoy, cuando los límites de la nación se han am­
pliado —al menos en la narrativa de la sociedad civil— la mayoría de 
los ciudadanos cubanos acepta como algo natural la exclusión de la 
política de todos aquellos que emigran. A diferencia de los mexicanos, 
dominicanos, salvadoreños o guatemaltecos, los cubanos aceptan que 
sus emigrados participen en la economía familiar, pero no que sean 
miembros con pleno derecho de su comunidad política.

118	 Un ejemplo de esta censura es el hecho de que en la década de 1960 y por lo menos hasta los años 

ochenta, uno de los impedimentos para ingresar al Partido Comunista o a la ujc, incluso para ocupar 

ciertos cargos públicos, era mantener correspondencia con los familiares o amigos residentes en el 

exterior.

119	 No hay que olvidar que desde ese país, y con el apoyo de la cia y el gobierno estadounidense, se 

organizaron y ejecutaron muchas acciones de sabotajes económicos, actos terroristas y atentados a 

dirigentes de la revolución. Esta realidad servía para justificar y legitimar las restricciones al ingreso al 

país de los emigrados. 
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Desde el punto de vista subjetivo y privado, esta circunstancia ha 
generado profundos procesos de rupturas, confrontaciones y separa­
ciones (reales y simbólicas) en la mayoría de las familias cubanas que 
se vieron escindidas e imposibilitadas de contactos fluidos durante mu­
chos años. Desde una perspectiva política, sus consecuencias son más 
que importantes para un eventual escenario de cambios en el sistema 
político, en el cual, sólo con el reconocimiento de la pertenencia de 
todos a la nación, podría debatirse acerca de las formas en que la comu­
nidad emigrada participaría en el proceso.

	 La Constitución de 1976 dio legalidad procedimental a una 
forma de exclusión que se había expresado durante muchos años en la 
narrativa de la sociedad civil. Más allá de los preceptos constituciona­
les, la política migratoria del estado cubano, que se regula por leyes, de­
cretos y resoluciones, establece que aquellos cubanos que emigran a un 
país extranjero pierden su derecho de residencia en Cuba, y en cuanto 
la Ley Electoral establece como requisito para el sufragio la residencia 
permanente en el país por un mínimo de dos años, también pierden 
todos sus derechos políticos —además de los sociales—. 

Los primeros cambios en este patrón fueron el resultado del diálogo 
de la comunidad en el exterior con el gobierno en 1979. Más adelante, 
a finales de los años ochenta120 y ligada a las profundas transforma­
ciones socioeconómicas que experimentó el país a partir de la crisis 
económica que inició en 1990, tuvo lugar la inauguración de una nue­
va política, tanto respecto a los migrantes potenciales como respecto a 
la comunidad emigrada. Estas reestructuraciones normativas, aunque 
no han eliminado las exclusiones, sí han condicionado cambios tanto a 
nivel del discurso oficial como en la narrativa de la pertenencia a la so­
ciedad civil respecto a la emigración, pero sus relaciones aún continúan 
marcadas por la intolerancia mutua y la falta de diálogo.

120	 Ver Rodríguez Chávez, 1997.
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El estado cubano ha transformado su relación con la emigración 
expresando una voluntad de ampliar los límites de la inclusión simbóli­
ca a la nación y de incorporar, siquiera parcial y selectivamente, a una 
parte de la emigración a ella. La despenalización de la tenencia de di­
visas y la autorización del envío de remesas familiares han contribuido 
también de manera significativa a que el imaginario ciudadano incluya 
a la emigración como parte legítima de la nación (aunque con derechos 
limitados). El impacto simbólico de esta situación apunta, por una par­
te a un cambio en las relaciones Estado–sociedad al interior de Cuba, 
ya que muchos cubanos han sustituido su dependencia (económica y 
de consumo) respecto al Estado por la dependencia con los antiguos 
“enemigos”, lo cual implica resentimientos y dudas respecto a viejas ac­
titudes de ruptura (política) con las familias y, por la otra, a un cambio 
en la percepción de la decisión de emigrar, amén del restablecimiento de 
relaciones y contactos —en algunos casos— interrumpidos por muchos 
años. Tanto el discurso oficial como la narrativa de la sociedad civil co­
mienzan a valorar la emigración más en función de motivos familiares y 
económicos y menos en términos de confrontación política insalvable.

Así, el discurso se ha modificado, la expresión gusano ha dejado de 
usarse y en su lugar ha surgido una forma más limitada que excluye 
de manera selectiva. Ahora la “mafia de Miami”—expresión acuñada 
alrededor del affaire Elian y la “Batalla de Ideas”—121 sirve para deslin­
dar entre dos grupos bien distintos en la misma tendencia a la contra­
posición binaria amigo/enemigo, donde al primer grupo pertenecerían 

121	 Aunque el caso fue muy conocido, creo necesario recordar que me estoy refiriendo al incidente de un 

niño cubano llevado por su madre a eeuu en una balsa que naufragó, y cuya custodia desató una ordalía 

legal y política en torno a su regreso a Cuba. El niño, finalmente fue regresado a Cuba y a la custodia 

de su padre en los primeros meses del año 2000. En este proceso, mientras el exilio de Miami exhi-

bía su anti castrismo furibundo y militante y probaba su capacidad de presión, el gobierno cubano 

aprovechó el incidente para dar nuevos bríos al debate ideológico y revivir la estrategia movilizativa 

que casi habían desaparecido de la sociedad cubana al calor de los retos de supervivencia del Período 

Especial.
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los emigrados que visitan Cuba, o presionan a favor de la eliminación 
del embargo y aceptan al gobierno cubano como su interlocutor le­
gítimo, o simplemente todos aquellos que no participan en el debate 
público, y el de la mafia terrorista donde se incluyen las fuerzas polí­
ticas que hacen lobbies en Washington y se alinean con la Fundación 
Nacional Cubano Americana y los intelectuales críticos de la política 
del gobierno cubano.

Por su parte, la “ideología del exilio” (aunque sigue siendo la pre­
dominante en el espacio publico de Miami) también comienza a dar 
muestras de agotamiento y en la comunidad cubana se hace más visible 
la heterogeneidad y la diversidad de posiciones respecto a la actitud 
hacia la sociedad cubana y su gobierno. 

En estas circunstancias, es posible prever relaciones cada vez más 
fluidas y “normales” entre los de adentro y los de afuera. Si tenemos 
en cuenta también que la emigración parece que va a continuar siendo 
un patrón de la sociedad cubana y que los cubanos asentados en di­
versos países se han incorporado y socializado en formas democráticas 
de participación política, dentro de las cuales han demostrado un alto 
nivel de involucramiento,122 podemos pensar en la formación de una 
ciudadanía transnacional potencial (o emergente) que espera por el es­
tablecimiento de una estructura institucional democrática que permita 
su despliegue.

El derecho al voto de los residentes en el exterior, que hoy no se 
discute en Cuba ni siquiera en los ámbitos privados, tendría que ser, en 
un escenario de transición a la democracia y en presencia de elecciones 
competitivas, un punto central de la agenda de la reconciliación, ya 
que, a pesar de tantos años de ruptura y rechazo, las relaciones entre los 
“de adentro y los de afuera” han sido persistentes e inevitables. 

122	 El cual incluye, para el caso de los residentes en Estados Unidos, no sólo altos niveles de concurrencia 

electoral, sino además un gran número de cubanos en puestos de elección y presencia de este grupo 

étnico en las alcaldías y el congreso del estado de la Florida y a nivel de la Unión Americana.
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No obstante, para ello es necesario, más allá de una transformación 
institucional, un profundo cambio en los valores que dan contenido a 
la identidad ciudadana en los cubanos de una y otra orillas. Lo que no 
parece ser hoy una tarea fácil. Por una parte, la historia política del país 
está signada por una cultura y unas prácticas políticas no precisamente 
democráticas (que ha incluido valores como la intolerancia, la moraliza­
ción de la política, la aceptación de la violencia y la falta de moderación 
y muy pocos períodos de funcionamiento normal de las instituciones 
democráticas); por la otra, más de la mitad de la población cubana de 
hoy nació después de 1959, lo que significa que han sido socializados 
toda su vida en un horizonte simbólico que no provee ni alternativas 
para desarrollar proyectos políticos autónomos ni habilidades o destre­
zas para participar en la política democrática.  ◆
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Reflexiones finales 

Que tanto la noción como el ejercicio de la ciudadanía en Cuba sufrie­
ron una importante transformación después de 1959, es un hecho que 
no necesita demasiada argumentación. Lo que he intentado demostrar 
aquí es que tales cambios, por radicales que han sido, no se operaron 
en un vacío ni resultaron de hacer tabula rasa de todo lo anterior. Más 
bien su éxito como proyecto de refundación ha descansado en la inser­
ción de esa ruptura en una narrativa de continuidad. 

Dado que la identidad nacional no es un substrato ontológico 
fijo en el tiempo, sino un constructo flexible y cambiante, siempre es 
también un terreno de competencia, y es en el espacio público y en las 
narrativas de la sociedad civil donde los diversos grupos ponen a dispu­
tar diferentes concepciones de nación. La sociedad cubana, siempre ha 
establecido un diálogo con la constitución política, más que cultural, 
de su nación. Por ello la representación más poderosa de la nación 
cubana, que se construye desde el siglo xix y durante la primera mi­
tad del xx, fue la República y en todas sus formulaciones se siente 
(con mayor o menor énfasis) la convicción de que la modernidad, 
la civilización y el progreso necesitaban de un Estado (más o menos 
fuerte) para dirigir su realización. La imagen de una identidad y una 
nación frustradas por la instauración de una institucionalidad política 
frágil, tomada como rehén por unos políticos corruptos y la voracidad 
imperial de una potencia extranjera, reclamaba una solución política 
estatal. 
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Ese Estado fuerte, paradójicamente, surgió como un Estado Socia­
lista que negaría las virtudes de la sociabilidad política democrática 
y modificaría el modelo de ciudadanía. Tal modificación se legitimó 
en una reconstitución simbólica de la nación y un cambio en las na­
rrativas de pertenencia de la sociedad civil, lo que se ha traducido en 
una ampliación de los derechos sociales y una restricción de los dere­
chos civiles y políticos. En este sentido, puede hablarse de un cambio 
desde un modelo liberal, donde la ciudadanía se configura más co­
mo estatus que como participación, hacia una ciudadanía militante 
y participativa, pero dependiente de la adhesión al proyecto socialista, 
lo que implica a la vez ampliación y restricciones de los derechos 
ciudadanos.

El nuevo modelo distribuye de manera desigual los derechos civiles 
y políticos respecto de los sociales, quedando los primeros en desven­
taja respecto a los segundos. Las consecuencias de este cambio abarcan 
tanto el ejercicio como el imaginario ciudadano de todos los cubanos, 
su vida cotidiana y los límites de su participación política. 

Los logros obtenidos en materia de educación, salud, deportes y 
cultura, han permitido a los cubanos, no sólo una vida más digna, 
sino también un aumento de su seguridad y estabilidad, y han creado 
las condiciones subjetivas para una participación política informada 
y racional.123 No cabe duda de que el ciudadano cubano es hoy más 
culto (por ello cuenta con un mayor potencial para acceder y asimilar 
racionalmente la información) y tiene garantizadas las condiciones ma­
teriales mínimas para su vida. En este sentido, es apto para participar 
en política.

123	 El aumento de los niveles de educación y acceso a la cultura condiciona mayores posibilidades de 

comunicación y participación porque amplía las capacidades individuales de un desarrollo de habili-

dades y actitudes favorables a la participación política y constituye un elemento importante para la 

creación de un espacio público donde los ciudadanos puedan discutir los asuntos de la comunidad 

(Roche, 1994: 84).
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No obstante, la nueva normatividad jurídica, tanto como los va­
lores férreamente colectivistas que han prevalecido con la revolución, 
han favorecido el predominio de la igualdad sobre la diferencia y, en 
ese sentido, han restringido la libertad: la modificación de los princi­
pios liberales de igualdad y libertad así como la definición restrictiva 
de la nación, ha conducido a contraer el espacio de libertad para el 
disenso, lo cual implica una paradoja; siendo un proyecto legitimado 
y adherido por la mayoría, el espacio para las minorías prácticamente 
se reduce a cero.

Por otra parte, los niveles de participación han crecido, pero han 
desaparecido los canales autónomos para ella. La creación y estímulo a 
organizaciones de masas ha sido la forma de encauzar la participación 
política y social de los cubanos, aumentando el nivel de involucramien­
to de la sociedad con los problemas del país. No obstante, la identifica­
ción y dirección de estas organizaciones por el Estado ha generado una 
pérdida de autonomía de las acciones colectivas y un debilitamiento 
(casi desaparición) de la sociedad civil. 

A pesar de ello, en los últimos años ha comenzado a evidenciarse 
un proceso de pluralización de la sociedad cubana, que abarca no tan­
to a la esfera institucional como a los espacios informales y que des­
de una perspectiva simbólica constituye un contradiscurso social, que 
pugna por una redefinición de la nación que amplíe las pertenencias 
legítimas a la sociedad civil. 

Desde esta perspectiva se puede conjeturar la posibilidad de que 
en el mediano plazo se produzca una reconsideración de la noción de 
la ciudadanía dentro de la sociedad cubana, donde se encuentran hoy 
los actores que serían los protagonistas de tales cambios. Uno de los 
cursos posibles sería el tratar de revivirla en su condición militante, 
activa y participativa, pero ampliando el patrón de inclusión y radica-
lizando algunos de los valores que la han conformado históricamente 
(Mouffe, 1992).
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Para ello sería imprescindible en primer lugar, extender los princi­
pios de igualdad y libertad a un número mayor de relaciones sociales. 
Una vez alcanzada una distribución equitativa de los beneficios socia­
les, habría que extender la libertad ciudadana al ámbito de la política 
y a las demandas particulares de los diferentes grupos y sus identi­
dades específicas —raza, género, generación, orientación sexual, etc. 
Legitimar la pluralidad y multiplicidad de identidades a través de las 
cuales se constituyen los sujetos, y que corresponden a su inserción 
diferenciada en una variedad de relaciones sociales, y aceptar las ten­
siones que esto conlleva (lo que significa asumirlas como legitimas y 
necesarias).

Esta nueva comprensión implicaría la reformulación de las no­
ciones de igualdad y justicia, para incluir en ellas no sólo la equidad 
económica, sino la política, la cultural y la simbólica; lo cual puede 
lograrse con una visión compleja de la igualdad (Walzer, 1983). Dicha 
visión debería posibilitar una distribución social a través de un criterio 
que refleje la diversidad de bienes y sus significados sociales para los 
diferentes grupos, y la diversidad de opciones en cuyo ejercicio consiste 
la libertad. Todo esto apuntaría hacia una sociedad a la vez equitativa 
y heterogénea, que posibilite el procesamiento completo de las dife­
rencias y la participación activa de un ciudadano que no sea sim­
plemente súbdito de un Estado, sino participante en un espacio de 
decisión pública.

En segundo lugar, es necesario ampliar la definición simbólica de 
la nación y eliminar la identidad nacional como elección ético polí­
tica que se instituye en criterio de inclusión–exclusión, y promover 
la tolerancia, el diálogo y el pluralismo como principios básicos de la 
convivencia. Éstos orientarían la formulación de derechos ciudada­
nos (civiles, políticos y sociales) que todos puedan ejercer (lo que 
implicaría, por supuesto, la inclusión en la comunidad política de la 
emigración). 
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En términos de inclusión–exclusión, hay que señalar que la am­
pliación simbólica de la nación no se ha traducido aún en una reflexión 
sobre los derechos ciudadanos de los cubanos que no residen en Cuba, 
ya que los artículos sobre ciudadanía no han sido modificados en lo 
fundamental y la ley electoral sigue restringiendo los derechos de par­
ticipación a los cubanos residentes en el país. Si consideramos la mag­
nitud de la diáspora cubana, su participación en la economía del país 
a través de las remesas y la tendencia actual en los países latinoameri­
canos a otorgar el derecho del voto a sus comunidades emigradas (por 
ejemplo, los casos de México, Perú, Colombia, República Dominicana, 
Argentina, etc.), cualquier discusión en torno a la ampliación de la ciu­
dadanía en Cuba, tendría que considerar a la emigración.

Dado que la noción de ciudadanía está vinculada estrechamente a 
la existencia de una esfera pública donde los miembros de la sociedad 
civil puedan actuar en tanto ciudadanos para discutir y resolver los 
problemas de la comunidad, y ya que los valores no existen fuera de 
los sujetos, el único medio para canalizar el cambio de los valores está 
en la existencia de un espacio público de discusión al margen de lo 
estatal.

En la situación actual la sociedad cubana podría evolucionar hacia 
el fortalecimiento de una sociedad civil capaz de articular acciones co­
lectivas que sean producto de la sociedad y no del Estado. Para ello se ha­
ce necesario una mayor descentralización de la autoridad y la creación 
de fuentes independientes de la misma. 

El imaginario ciudadano de los cubanos comunes constituye hoy 
un repertorio diverso y contradictorio en el cual se encuentran presen­
tes tanto los obstáculos como las bases para una participación ciudada­
na verdaderamente democrática. En cuanto a los primeros, constituyen 
trabas: la intolerancia, la intransigencia, la falta de moderación, el re­
chazo al diálogo y la negociación, la tendencia a valorar positivamente 
la unanimidad, la falta de capacidad para el asociativismo autónomo y 
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la imposibilidad de generar agendas movilizativas o de presión desde la 
sociedad hacia el Estado. Otros obstáculos son el escepticismo sobre 
la independencia de órganos de prensa y demás medios de comuni­
cación, la percepción de la inutilidad del voto y el rechazo a la política 
como tal y la desconfianza hacia cualquier forma de campaña política, 
la carencia de experiencia y habilidades para elegir en condiciones de 
competencia real y el rechazo a las minorías. 

Un punto importante que se adiciona a esta constelación de va­
lores es el hecho de que la exclusión de la comunidad emigrada se ha 
instituido como algo “natural” e incontestado que la ciudadanía local 
acepta hoy por hoy sin la más mínima discusión. Esta comunidad emi­
grada, por su parte, comparte en general la intolerancia, la renuencia al 
diálogo, la falta de moderación y la valoración positiva de la violencia 
política y, en particular, algunos de sus grupos más visibles, exhiben 
sin el menor pudor actitudes revanchistas y claman por venganzas de 
diversas índoles, lo cual, lógicamente, contribuye a justificar el temor y 
el rechazo de los otros.

No obstante, a pesar de estos valores no democráticos, también 
existen hoy reservas que favorecerían la constitución de una ciudada­
nía que, en presencia de un marco legal e institucional adecuado para 
ello, podría participar positivamente en el proceso de una transición 
a la democracia en el país. Entre ellos, la existencia de altos niveles 
educativos y culturales en la sociedad cubana de hoy, lo que condiciona 
una gran potencialidad para un votante racional e informado y poco 
inclinado a aceptar demagogia, clientelismo u otras formas de coartar 
las libertades ciudadanas. La prevalencia, en la actualidad, de un fuerte 
sentido igualitario entre la población del país, también contribuiría a 
impulsar una participación basada en la solidaridad y la cooperación 
sociales. A esto también puede contribuir el mínimo de bienestar y 
seguridad social de que han gozado los cubanos durante estos más de 
40 años y la convicción de que es necesario defender estos derechos. 
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Los emigrados, por su parte, tienen a su favor el que muchos de ellos 
se han socializado en sistemas políticos y electorales democráticos, por 
lo que cuentan con habilidades y valores de convivencia y participación 
que podrían aprovechar para orientar sus conductas ciudadanas en 
esa dirección.

El futuro de Cuba, a pesar de los muchos retrocesos ocurridos en 
los últimos tiempos, estará marcado —ya sea en el mediano o en el 
largo plazo— por una democratización de su régimen político. Para 
ello, es indispensable, por supuesto, imaginar un diseño institucional 
que favorezca no sólo su establecimiento, sino también su vigoriza­
ción y funcionamiento en una circunstancia de alta volatilidad, lo 
cual sólo será posible si las conductas de los sujetos que participen en 
ese proceso se orientan por valores que permitan la convivencia y la 
participación ciudadana en un contexto de pluralidad, tolerancia y 
responsabilidad.  ◆
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